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Guanajuato, Guanajuato, a nueve de agosto del año dos

mil diez.-----------------------------------------------------------------------

V I S T O para resolver los autos del recurso de revisión

electoral, número 01/2010-IV, interpuesto por el ciudadano

Agustín Miguel Alonso Raya, en su carácter de Presidente del

Partido de la Revolución Democrática en el Estado de Guanajuato,

ante el Consejo General del Instituto Electoral del Estado de

Guanajuato, en contra de la resolución dictada el treinta de junio

de dos mil diez, dentro de los autos que integran el recurso de

revocación número 001/RR/2010, emitida por el Consejo General

del Instituto Electoral del Estado de Guanajuato. ---------------------

R E S U L T A N D O

PRIMERO. En fecha treinta de junio de dos mil diez, el

Consejo General del Instituto Electoral del Estado de Guanajuato,

pronunció la resolución correspondiente al recurso de revocación

con número de expediente 001/RR/2010, instado por el Partido

de la Revolución Democrática, por conducto del licenciado José

Belmonte Jaramillo, representante propietario de ese instituto

político, en contra de la resolución CG/038/2010 aprobada en la

sesión extraordinaria del Consejo General del Instituto Electoral

del Estado de Guanajuato celebrada el nueve de junio de dos mil

diez; cuyo contenido, es el siguiente:-------------------------------------
“Guanajuato, Gto., a treinta de junio de dos mil diez.

VISTO para resolver el expediente número 001/RR/2010, formado con motivo del recurso de
revocación interpuesto por el Partido de la Revolución Democrática, por conducto del
licenciado José Belmonte Jaramillo, representante propietario de ese instituto político, en
contra de la resolución CG/038/2010 aprobada en la sesión extraordinaria del Consejo General
del Instituto Electoral del Estado de Guanajuato celebrada el nueve de junio de dos mil diez.

R E S U L T A N D O:

PRIMERO. El nueve de junio de dos mil diez, el Consejo General del Instituto Electoral del
Estado de Guanajuato aprobó la resolución CG/038/2010, recaída a la queja presentada por el
Presidente del Secretariado Estatal del Partido de la Revolución Democrática, en contra del
Partido Acción Nacional, de su dirigente estatal, Fernando Torres Graciano, y de los
ciudadanos Miguel Márquez Márquez, José Ángel Córdova Villalobos, Ricardo Torres Origel y
Francisco Ricardo Sheffield Padilla, por presuntas irregularidades en materia electoral.

SEGUNDO. El once de junio de dos mil diez, el licenciado José Belmonte Jaramillo,
representante propietario del Partido de la Revolución Democrática ante el Consejo General,
interpuso recurso de revocación en contra de la resolución referida en el resultando primero de
la presente resolución.



2

TERCERO. En la sesión extraordinaria del veintitrés de junio de dos mil diez, la Secretaría dio
cuenta al Consejo General con el recurso de revocación a que se ha hecho referencia, y en
esa misma fecha se proveyó su admisión, se señalaron los terceros interesados y se instruyó a
la Secretaría para que procediera a la elaboración del proyecto de resolución.

CUARTO. El veinticinco de junio de dos mil diez fueron recibidos en la Secretaría del Consejo
los escritos de contestación que como terceros interesados formularon el Partido Acción
Nacional por conducto del licenciado Fernando Torres Graciano, en su calidad de Presidente
del Comité Directivo Estatal de dicho instituto político, y los ciudadanos Miguel Márquez
Márquez, José Ángel Córdova Villalobos, Ricardo Torres Origel y Ricardo Francisco Sheffield
Padilla.

C O N S I D E R A N D O:

PRIMERO. Este Consejo General del Instituto Electoral del Estado de Guanajuato, es
competente para conocer y resolver el recurso de revocación interpuesto por el licenciado José
Belmonte Jaramillo, representante propietario del Partido de la Revolución Democrática ante el
Consejo General, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 63, fracciones XIII y XXV,
295. 296, 297 del Código de Instituciones y Procedimientos Electorales para el Estado de
Guanajuato.

SEGUNDO. Que el impugnante expresó cuatro agravios que se contienen en el escrito de
interposición del recurso de revocación, el cual se transcribe a continuación:

"AGRAVIOS

PRIMERO.- Le para perjuicio a mi representado la incorrecta valoración de las pruebas hecha
por el presidente de esta Consejo General del IEEG, toda vez que la apreciación de las
mismas devino en el resolutivo que a mi parecer no se apega a la legalidad y para perjuicio a
mi representado por las razones que a continuación se expresan:

Dentro del considerando SEPTIMO página 10 del resolutivo que se combate se hace
referencia a que el presidente del comité directivo estatal del Partido Acción Nacional reconoce
que los CC: Miguel Márquez Márquez, José Ángel Córdova Villalobos, Ricardo Torres Origel y
Ricardo Sheffield Padilla son miembros activos de dicho instituto político, situación que por no
ser controvertida se tiene por probada dentro del resolutivo, más adelante dentro de la misma
página del resolutivo en comento en contestación a la solicitud realizada al director general del
periódico Correo el mismo informa que los hechos narrados en las notas periodísticas fueron
eventos a los que dicho medio informativo dio cobertura como parte de su quehacer
periodístico por tratarse de hechos generadores de noticia de interés popular al intervenir en
ellos conocidos personajes que desempeñan cargos públicos, situación que en estricto sentido
este órgano resolutor tuvo por cierta y probada por considerar no era parte de la controversia,
por lo consideramos que esta prueba cobra relevancia para ser valorada en su conjunto con
las demás que obran en el expediente, y máxime que su valor probatorio es de importante
relevancia al provenir de una persona que no tiene interés personal ni directo en el presente
asunto, pues al tenerse por cierto su dicho de manera plena esta autoridad resolutora no debió
dejar pasar desapercibido que entonces las notas periodísticas que anexo a su escrito de
contestación el director del periódico correo contienen hechos que el mismo esta afirmando y
que por ende se deben tener por confirmados al menos por este compareciente que para
efectos estrictamente jurídicos puede ser considerado en testigo con credibilidad, pues nunca
en su escrito de contestación negó o afirmo que alguna de las notas adjuntas contuvieran
hechos falsos o alejados de la realidad, por lo que la autoridad que resolvió el presente asunto
a partir de este momento debió darle mayor valor indiciario a las propias notas periodísticas
que transcribió en páginas 11 a 17 de este considerando séptimo, notas enlistadas con los
números 1 al 9 en el mismo resolutivo que se combate, por lo que hasta este momento el
cumulo probatorio continuaba tendiente a favorecer a mi representado en su pretensión de que
se sancionen conductas por parte del PAN y cuatro de sus militantes que encuadran en los
llamados actos anticipados de precampaña e inclusive continuó siendo de tal manera como
más adelante se señalará.

Fue así que una vez que se puso a vista de mi representado las contestaciones vertidas por
los militantes de Acción Nacional rendidas dentro procedimiento sumario así como la
contestación rendida por el presidente de dicho instituto, el PRD decidió ofrecer en base al
principio de adquisición procesal, como prueba las propias contestaciones rendidas por estos
personajes a las que más adelante me referirá en detalle pero que en general aceptaban los
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hechos contenidos en las notas periodísticas, debiendo entonces cobrar mayor importancia
para quien resolvió el hecho evidente y manifiesto de que los denunciados de Acción Nacional
presentaron y ofrecieron como prueba de su dicho las mismas notas periodísticas que el PRD
ofreció, que el director del periódico Correo presentó y que incluso aceptaron en lo general los
hechos en ellas consignadas cobrando así mayor valor indiciario por ser aceptadas como
medio de prueba idóneo dentro del procedimiento incluso por la parte reo o denunciada, por lo
que hasta este momento este resolutor debió tener probado en general el elemento de hecho
motivo de la queja en el sentido de que los eventos sí sucedieron en un tiempo lugar y
circunstancia determinado y que en ningún momento se negó por nadie tal situación.

SEGUNDO,- Posteriormente la autoridad resolutora, por conducto del presidente del consejo
general del Instituto Electoral del Estado de Guanajuato, procedió a hacer en el inicio de su
considerando OCTAVO un acotamiento respecto de la hipótesis jurídica que era motivo de la
queja y se buscaba sancionar, arribando la autoridad a la conclusión de que el quejoso, mi
representado, se dolía de los llamados actos anticipados de campaña que en párrafo que se
transcribe textualmente de la página 22 del resolutivo motivo de la presente y que a la letra
dice: "Del contenido de las normas comiciales precitadas, se desprende que los actos
anticipados de precampaña se constituyen por el conjunto de actos y actividades que se
realizan fuera de los plazos de precampaña, y que tienen por objeto influir en la decisión de
quienes integran el universo de votantes que eligen o designan a los candidatos a cargos de
elección popular." De lo anterior resalta en evidente que esta autoridad debía considerar a
probar tres elementos indispensables para tener por probada la conducta legal infractora cuya
definición se acaba de transcribir, tales elementos son los siguientes: Un elemento objetivo de
hecho consistente en la existencia de actos o actividades de promoción realizados fuera del
plazo legal de precampaña, un elemento personal es decir que alguna persona los lleve a cabo
y une elemento subjetivo que se traduce en la intención de influir en la decisión de quienes
integran el universo de votantes que eligen o designan a los candidatos de elección popular,
mismo que se puede traducir también en la intención de querer ser candidato.

A partir de lo anterior es que esta autoridad partió a realizar un análisis más individualizado de
las probanzas aportadas al expediente, partiendo del principio de presunción de inocencia
sosteniendo que tal determinación se derivaba de la necesidad de que esta autoridad requiere
tener por sustentada su determinación de turnar a sanción con los elementos de prueba
suficientes para hacerlo mediando una certeza de las imputaciones vertidas, pero esta
autoridad paro perjuicio a mi representado al considerar dicho principio para su determinación
pues el mismo tiene que ver con la imposición de pena o sanción así como con su
individualización no así con el estudio del procedimiento instructivo como lo fue este sumario
que en su caso turnaría a sanción, es decir estamos hablando de dos procedimientos sumarios
que son sui generis pues en conjunto reunirían las características completas de un proceso
sancionador, pero en el caso del que se desahogo corresponde a una etapa instructiva donde
la presunción de inocencia no puede ser tomada en cuanto pues no se está imponiendo ni
individualizando sanción alguna sino que solamente se está a la acreditación de elementos
componentes de una conducta considerada ilegal como lo son los actos anticipados de
campaña a efecto de acreditar posibles hechos a sancionar sin emitir resolución alguna que lo
haga, pues la imposición de la sanción corresponde a otra etapa con otra autoridad que
entonces sí debería utilizar el principio de presunción de inocencia y no como lo hizo esta
autoridad lo que derivo en mermar los posibles alcances probatorios de los actuaciones del
procedimiento que paro entonces en perjuicio de la pretensión de mi representado.

Así las cosas esta autoridad procedió en su considerando NOVENO a analizar las probanzas
tendientes a acreditar responsabilidad al C. FERNANDO TORRES GRACIANO haciendo una
transcripción de sus escritos de contestación en páginas 25 a 38 del resolutivo, de las que
concluyó esta autoridad tener por reconocido y por lo tanto probado lo siguiente que esta
autoridad enumero en la página 39 de su resolución:

a) Que mantuvo comunicación con la Comisión Nacional de Elecciones del Partido Acción
Nacional, a fin de que en su momento pudiera celebrarse una reunión de trabajo y que se
pudiera tener de esa comisión los criterios para trabajar en un periodo donde no hay un
procedimiento iniciado, enfatizando que las futuras reglas no comenzarían a aplicarse desde
ahora.
b) Que señalo que quienes tuvieran intención de participar lo dijeran, para que como partido
sepan de cuantos se está hablando y para que la militancia sepa quiénes son y estén
evaluados por ellos, precisando que, a su consideración los tiempos para buscarla candidatura
al gobierno del Estado aún están muy lejos.
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c) Que son tres los panistas quienes le han manifestado su interés por participar en la
contienda electoral donde en su momento se renovará el gobierno estatal y que dicho
acercamiento fue realizado por los militantes del Partido Acción Nacional que se citan en la
nota, con su persona en calidad de dirigente del partido político que representa, y
d) Que el Partido Acción Nacional no se encuentra inmerso en el Estado de Guanajuato en un
proceso interno de selección de candidatos.

En la apreciación a priori que se equivoca esta autoridad es al sostener previamente con la
simple lectura de las contestaciones vertidas por el presidente de Acción Nacional que: "De los
informes y alegatos rendidos por el Presidente del Comité Directivo Estatal de Partido Acción
Nacional se advierte que niega haber realizado actos anticipados de precampaña..." esta
autoridad presupone a priori antes de cualquier análisis concienzudo de las pruebas y
partiendo únicamente de la sola contestación del presidente de acción nacional que éste está
negando haber realizado actos anticipados de precampaña, sin que medien consideraciones,
argumentaciones o análisis probatorio de por medio para que tenga por negando la realización
de actos anticipados de precampaña por parte del presidente estatal del PAN, sino que la da
por hecho en una mera afirmación categórica sin más raciocinio de por medio.

La autoridad pasa por alta diversos momentos de la contestación a la denuncia y de los
agravios que el Presidente estatal del comité directivo de acción nacional donde reconoce
expresamente haber desplegado conductas tendientes a manifestar que reconoce los hechos
de haber realizado declaraciones tendientes a definir la participación electoral de algunos de
sus militantes fuera de un plazo legal electoral válido para tal efecto, así los hechos me permito
hacer una relación sucinta de todos los momentos en que el presidente del PAN en
Guanajuato reconoce sus conductas ilícitas:

a) En el primer párrafo de la página 26 del resolutivo que se impugna, el presidente de acción
nacional afirma: "...En contenido de las declaraciones que en su momento el presidente del
Comité Directivo Estatal comunicó a la opinión pública y que la parte actora pretende hacer ver
como actos anticipados de precampaña, fueron formulados con apego a la normatividad
electoral y reflejan además, el seguimiento de los canales institucionales por los que el
dirigente estatal del PAN en Guanajuato se debía conducir" (lo subrayado es propio del que
transcribe. De esta transcripción que en estricto sentido se refiere a una confesión por ser de
autoría de la persona a la que se atribuyen los hechos se desprende que el presidente estatal
del partido acción nacional reconoce como propias las declaraciones hechas a los medios en
todas y cada una de las notas que obran en el expediente y que fueron motivo de la queja,
pues acepta que fueron declaraciones que él comunicó a la opinión pública y que estas fueron
formulada y reflejan los canales por los que el presidente del PAN se debía conducir, queda
claro pues que no niega sino que afirma que el contenido de las notas en cuanto a sus
declaraciones es veraz. Por lo que enseguida haga un resumen de todas las declaraciones
vertidas por el presidente del PAN en las diversas notas periodísticas contenidas en el
expediente, declaraciones que queda claro acepta y confirma dándoles plena validez pero que
esta autoridad resolutoria sesgó en su análisis, se transcriben declaraciones hechas en las
notas periodísticas y no negadas sino afirmadas por presidente estatal del PAN (todo lo
subrayado no es de la nota original sino de quien transcribe):

1.- De la nota cuyo encabezado dice "Pide Márquez reglas para la contienda panista" de
fecha Martes veintidós de diciembre de dos mil nueve se extrae que el presidente del PAN hizo
la siguiente declaración que él acepta como cierta: "en tanto que el dirigente del Comité
Directivo Estatal del PAN, Fernando Torres Graciano, adelantó que el próximo mes pedirá a la
comisión nacional de elecciones que se pronuncié a fin de establecer reglas de competencia
concretas, desde ahora." Posteriormente en la misma nota se lee que Fernando Torres
Graciano declara: "...Por su parte Fernando Torres Graciano consideró que es tiempo que -
"quienes tengan la intención de participar que lo digan para que como partido sepamos de
cuantos estamos hablando y para que la militancia sepa quiénes son y estén evaluados por
ellos-..." Es notorio que en estas declaraciones aceptadas por el presidente del PAN afirma
que hay una competencia, que tiene que ver con su comisión partidista de elecciones, que
dicha competencia se debe regular desde ahora y que es necesario saber quienes quieran
competir; afirmaciones aceptadas en la declaración periodística y en la contestación a la
denuncia que el presidente del PAN sostiene, mismas que si la autoridad concatenara
claramente con los demás indicios de la misma nota quedaría claro que refiere al hecho de que
militantes de Acción Nacional estan haciendo clara contienda y promoción por un cargo de
elección popular fuera de un plazo legal tratando de ganar adeptos.
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2.- De la nota cuyo encabezado dice: "Busca PAN reglas para destapados" del Jueves
catorce de Enero de dos mil diez se extraen las siguientes declaraciones que no niega sino
que acepta en su contestación el presidente del PAN; dándolas por ciertas: "El líder estatal,
anunció que ya pidió una reunión con la comisión de elecciones del CEN para fijar criterios.---
El dirigente estatal del PAN, Fernando Torres Graciano, anunció que tras el activismo que han
demostrado militantes de su partido que buscan cargos públicos aún y cuando no se han
emitido convocatorias para este fin pidió ya a la Comisión Nacional de Elecciones de su partido
emitir una postura;..." posteriormente se lee: "...El pasado lunes le entregué la petición formal a
José Espina... para que, en su momento, podamos tener una reunión de trabajo y que
podamos tener de esta comisión nacional los criterios para conocer cómo trabajar en este
periodo donde no hay un procedimiento iniciado pero sí hay movimiento de personajes.." así
las cosas esta autoridad debe revalorar los alcances de lo dicho, aceptado y confirmado en su
escrito de contestación por el presidente estatal del PAN que como ya quedo claro habló de
que hay una contiende entre militantes del PAN por un cargo, que dicha contienda debe verse
intervenida por su Comisión Nacional de Elecciones, que no están un plazo legal para ello,
pero ahora abona, que ya le pidió a la comisión dichas reglas, que hay activismo de militantes
en marcha, que sabe que no están en un plazo legal pero que a pesar de no estar en un plazo
legal sí hay movimiento de personajes militantes que obviamente tratan de influir para ser
nombrados candidatos, a este punto esta autoridad debió haber tenido ya reconocidos por
parte del PAN por conducto de su representante legal como cubiertos dos elementos de la
conducta ilícita llamada actos anticipados de campaña, que son el elemento de hecho
consistente en actos de promoción electoral fuera del plazo legal para ello y el elemento
subjetivo que es la intención que se tiene en dichos actos de influir para ser designado como
candidato. Hasta esto momento faltaría un elemento para que se tuviera al PAN como infractor
y sujeto de la conducta ilícita llamada actos anticipados de campaña, que sería las personas o
personajes que realizan dichos actos.

3.- Así hasta aquí probado los dos elementos anteriores de la conducto ilegal por parte del
PAN; en la misma nota a la que me refería en el numeral 2 anterior el mismo presidente vuelve
a declarar, que como ya el mismo acepto en su escrito de contestación todas las declaraciones
atribuidas a su persona en las notas periodísticas son ciertas, lo siguiente: "quienes me han
buscado son Ricardo Torres Origel, José Ángel Córdova Villalobos y Miguel Márquez
Márquez", aquí en declaración periodística que como ya se ha repetido tantas veces acepta
como verdad el presidente del PAN, nos revela el último de los elementos necesarios para
completar el supuesto jurídico de la conducta llamada actos anticipados de precampaña,
elemento personal al que expresamente atribuye a tres personas que en pruebas anteriores
reconoció como miembros activos del PAN y que además son conocidos funcionarios públicos
de dicho partido que son, repito, los CC. RICARTO TORRES ORIGEL, JOSÉ ÁNGEL
CORDOVA VILLALOBOS Y MIGUEL MÁRQUEZ MÁRQUEZ, situación que esta autoridad
debe ponderar al ser estos también parte de la denuncia y que su propio presidente de partido
estatal con sus declaraciones periodísticas aceptados como verdaderas y con su contestación
a la denuncia acusa como autores confirmados de actos anticipados de precampaña.

Y remata confesando más aún en la misma nota con encabezado "ÉNFASIS" con las
declaraciones que acepta como ciertas en la nota periodística donde se lee: "...Fernando
Torres Graciano, manifestó que aunque no se buscará el limitar a los "liderazgos del partido",
consideró que sí debe existir una mesura para que los movimientos anticipados no provoquen
una polarización en su partido e, incluso manifestó que las expresiones fueron apresuradas.

Por todo lo anterior evidentemente confesado por el presidente de Acción Nacional debió
tenerse como responsable de la conducta ilegal denunciada al presidente estatal del PAN y al
mismo instituto político turnándose debidamente a sanción la denuncia que se declaró
infundada y por ende turnarse a sanción, pues ante la evidencia y contundencia de lo aceptado
no había otra resolución posible, pero no fue así por la mala valoración de las probanzas, su
falta de concatenación y la indebida aplicación del principio de presunción de inocencia.

4.-Finalmente en Nota periodística con encabezado Dice Córdova que no renunciará" nota
acompañada del recuadro "ÉNFASIS" se lee la siguiente declaración: "El dirigente estatal del
PAN, Fernando Torres Graciano comentó que aún no se recibe respuesta de la comisión de
Elecciones para definir reglas para el proceso interno para la elección de candidatos con
rumbo al 2012, sin embargo dijo, "no se trata de decir que nadie se mueva, o encerrarlos, pero
que sí haya cuidado para que exista el respeto por la normatividad y generar que no se dé una
situación de desunión". Última nota con declaración que como ya se analizó, el acepta como
verdad, donde queda clara la intencionalidad aceptada del PAN y su dirigente de estar ante
actos anticipados de promoción electoral que él mismo pretende regula internamente a pesar
de conocer que no hay justificación legal para el caso y que sin embargo acepto que sucedían.
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Ante tales hechos resulta contundente que esta autoridad debe revocar su acuerdo emitido al
omitir enlistar más hechos que el presidente estatal del PAN si reconoció y que de no haberse
omitido hubieran derivado en una responsabilidad motivo de sanción ante el tribunal electoral
estatal.

b) Así los hechos en el último párrafo también de su contestación transcrita en página 26 del
resolutivo que se impugna manifiesta el presidente estatal del PAN. "… no hace sino
corroborar que el dirigente Fernando Torres Graciano se condujo en el asunto de esa
naturaleza como debió hacerla..." y posteriormente se lee ".,. se confirma en todo caso, cuando
se señaló declaró, que quienes tuvieran la intención de participar que lo digan para que como
partido sepamos de cuántos estamos hablando y para que la militancia sepan quiénes son y
estén evaluados por ellos.." del contenido de tales aseveraciones queda por cierto que el
presidente estatal del PAN confiesa que declaró sobre algunos militantes del PAN que tienen
la intención de participar para contender a la elección de gobernador, lo que implica que una
manifestación de voluntad en el sentido de querer contender por un cargo de elección popular
fuera de un plazo electoral para tal efecto se traduce en la manifestación expresa de la
intención de tratar de influir.en un universo o grupo de electores con la capacidad de decidir
sobre quien será el candidato a un cargo de elección popular, si bien no menciona quien en
esta contestación en las notas periodísticas si habla expresamente de tres militantes activos
del PAN que tienen tal intención y que lo hacen como ya se mencionó en el inciso y numerales
anteriores.

c) Posteriormente el presidente de Acción Nacional lo que sí trata de desvirtuar o negar del
contenido de las notas periodísticas en el escrito de contestación que se transcribió por esta
autoridad en página 28 del resolutivo que se pide se revoque, es el contenido informativo de
las apreciaciones de los periodistas, situación que expresa de la siguiente manera: ... "es de
destacarse la subjetividad de dichos contenidos informativos, que logran provocar en la opinión
de lector la idea de que esos actos son de los que pueden denominar actos anticipados de
precampaña..." debió quedar claro para la autoridad que resolvió, que una cosa son las
declaraciones del denunciado en la nota periodística, que incluso el acepta como verdaderas y
otra cosa son las opiniones de los reporteros que efectivamente pueden ser subjetivas, pero ni
siquiera considero ahondar en esta argumentación del presidente del PAN, pues con sus puras
y llanas declaraciones aceptadas en los medios periodísticos, y sus afirmaciones arriba
transcritas queda claro que lejos de negar la realización de actos anticipados de precampaña
los confirma e incluso deja manifiesta su intención con su actuar y comunicaciones que
asegura tuvo con diversos militantes de su instituto político.

Es decir desvirtúa o niega lo referente a las opiniones del redactor de la nota pero no niega,
sino afirma el contenido de la nota en lo que a sus declaraciones personales se refiere. Y por
ende esta autoridad debió haber emitido un análisis concienzudo y sistemático de todas las
probanzas antes de resolver ipso facto que se tenía por negando la realización de actos
anticipados de precampaña al presidente estatal del PAN partiendo del simple hecho de que
éste así lo sostuvo, pues del análisis concienzudo incluso se puede inferir que claramente los
acepta, además de otros más hechos que el presidente del IEEG paro por alto al enlistar los
que tuvo por ciertos por parte del presidente de Acción Nacional.

Me permito para abonar a lo anterior hacer un análisis de la propia jurisprudencia en la que el
presidente de Acción Nacional hizo valer su defensa y que esta autoridad resolutora tomo
como fundamente de su resolución, jurisprudencia cuyo encabezado es: "NOTAS
PERIODÍSTICAS. ELEMENTOS PARA DETERMINAR SU FUERZA INDICIARIA", de dicha
jurisprudencia es de destacarse lo siguiente para su análisis, "... y en el juicio que donde se
presenten se concreta a manifestar que estos medios informativos carecen de valor probatorio,
pero omite pronunciarse sobre la certeza o falsedad de los hechos consignados en ellos, al
sopesar todas esas circunstancias con la aplicación de las reglas de la lógica, la sana crítica y
las máximas de experiencia,... Esto permite otorgar mayor calidad indiciaria a los citados
medios de prueba...", de lo anterior resulta claro que lejos de restarles valor probatorio con sus
argumentos de defensa el presidente de Acción Nacional al aceptar como verdad el contenido
de las notas consistente en sus declaraciones les dio mayor peso probatorio a las mismas,
quejándose solo de la subjetividad de la opinión de los periodistas que perfectamente se puede
diferenciar de sus declaraciones que sí acepta, declaraciones de las que es claro extraer
verdades aceptadas que incluso confirma confesándolas en sus contestaciones y que más aún
dicha confesión hace prueba plena de que si existieron actos anticipados de precampaña de
él, de tres de sus militantes y del PAN.

En su segundo informe el presidente del PAN; a pesar de mencionar que no los niega ni afirma
como hechos de sus persona, en la misma dentro de los numerales 2 y 4 queda claro que
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acepta su dicho en las notas periodísticas, sus declaraciones imputadas a su persona pero de
lo que se desdice es de la intencionalidad de realizar actos anticipados de precampaña, pero
dicha intencionalidad no corresponde a él determinarla sino a la autoridad resolutora, pero esta
autoridad sesgo las declaraciones periodísticas del presidente del PAN en Guanajuato, las
aisló de sus confesiones, se pronunció únicamente sobre el escrito de informe y contestación
del presidente del PAN y no concateno todo lo anterior para arribar a la conclusión que negaba
los actos anticipados de campaña, que solo aceptaba cuatro hechos que arriba se enlistaron y
que no existía responsabilidad de él y el instituto político que representa en la conducta
imputada, lo cual resulta incorrecto y parcial ante la evidente carencia de juicios valorativos en
el resolutivo sobre todos los aspectos anteriormente mencionados y que deparan en perjuicio
de la pretensión de mi representado.

TERCERO.- Igualmente el resolutivo, deviene en incompleto y por lo tanto carente de apego al
principio de exhaustividad en razón de que si bien el instituto se pronuncia, aunque de manera
errada, de las probanzas ofrecidas por el que suscribe en su escrito inicial de queja y en las
ofrecidas por los denunciados en sus escritos de contestación a la queja, no se pronuncia con
argumento alguno sobre la probanza que el PRD ofreció como superviniente en su escrito de
contestación a la vista consistente en la documental de tipo instrumental de actuaciones que
refería a todas y cada una de las contestaciones que a la queja hicieron los personajes
imputados del Partido Acción Nacional, y en ningún momento que se ve que haga análisis a
los hechos y confesiones que mi representado argumento como pruebas dentro de tales
escritos en su escrito de contestación a la vista, siendo que este instituto debió pronunciarse
sobre los alcances de dichas probanzas y su contenido que especifica mente conllevaba a
confesiones de hechos como se hizo ver en el ya mencionado escrito de contestación a la vista
por el que suscribe, solicito se revoque el resolutivo y se aplique adecuadamente la
exhaustividad con respecto a los argumentos y probanzas mencionados en este agravio.

CUARTO.- Con respecto a la forma en que las probanzas fueron valoradas en lo individual
para cada uno de los militantes de acción nacional denunciados, la autoridad se equivoco al
aislar las notas periodísticas aportadas por mi representado como pruebas de las demás que
obraban en autos y que así se ofrecieron como lo son las contestaciones y confesiones de los
denunciados, como las hechas por el presidente estatal del PAN; pues es evidente que si la
nota periodística si valora en lo individual sin concatenarla con las demás, ni con el dicho de
todos los actores dentro del procedimientos ni con las verdades aceptadas dentro de las
mismas se tendrá que su fuerza indiciaria no crece y permanece como tal, mero indicio, lo que
para en perjuicio de un resolutivo que declara infundada la queja, pues esta autoridad estaba
constreñida a valorar las pruebas no solo en lo individual y particular de cada caso sino
también en conjunto y vinculadas entre sí máxime que la defensa de todos los denunciados se
sustentó en la tesis de jurisprudencia S3ELJ 38/ 2002 que anteriormente se mencionó y en la
cual se hace clara referencia a la forma en que deben ser valoradas las notas periodísticas no
como probanzas aisladas, sino como elementos cuya fuerza convictiva depende de que el
juzgador los valoré en conjunto entre sí, y con los demás elementos de convicción que obren
en el expediente, indistintamente de que se trate de diferentes actores, pues como queda claro
en todas las contestaciones de los mismos aceptan hechos que sí consignan las notas e
incluso el dicho de uno de los actores que es el del presidente estatal del PAN y del propio
director del medio informativo periódico Correo sí llega a vincular a otros de los denunciados al
hacer señalamientos concretos para con éstos, situación que se dejó de lado al analizar las
notas periodísticas en cada caso particular de los denunciados sin vincularlas a las
manifestaciones hechas en por todos los demás a pesar de que esto se pidió como elemento
convictivo para resolver en el escrito de contestación a la vista por parte de mi representado.
Pues la autoridad pasó por alto que si bien una probanza de manera directa no tenía que ver
con un denunciado en particular si tenía que ver con los hechos controvertidos y la autoridad
debió valerse de todos los documentos, cosas, hechos o dichos de las partes para llegar al
máximo conocimiento de la verdad, situación que en la resolución que se pide sea revocada no
sucede, pues las pruebas fueron examinadas de manera aislada para cada denunciado en
claro contravención al principio de adquisición procesal que versa que las pruebas son del
proceso en general y no sólo de las partes que las ofrecen.

SUSTENTO LO ANTERIOR EN LAS SIGUIENTES PRUEBAS:

1.- La documental consistente en todas y cada una de las actuaciones hechas en el expediente
al rubro indicado para efectos de que se me tengan por probados los hechos, agravios y
consideraciones de derecho que en el presente se expresan.

2.- Así mismo anexo constancia donde acredito la personalidad con la que el que actúa
comparece."
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TERCERO. El escrito presentado por el Partido Acción Nacional, por conducto del Presidente
de su Comité Directivo Estatal, como tercero interesado, es del tenor literal siguiente:

"En representación de este Instituto Político me permito dar contestación a los AGRAVIOS que
hace valer el impetrante, en el mismo orden en que aparecen en su escrito de impugnación, de
la siguiente manera:

PRIMERO.- Por lo que hace al primero de los agravios, donde el impetrante hace valer como
concepto de violación lo que da en llamar una incorrecta valoración de pruebas hecha por el
presidente del Consejo General del IEEG, en el procedimiento de marras, y donde señala que
la autoridad resolutora debió según él, darle mayor valor indiciario a las notas periodísticas que
hizo llegar el director del periódico "Correo", en respuesta al requerimiento del IEEG y donde a
su parecer con la respuesta del director de dicho medio informativo se deben tener por
confirmados los hechos consignados en las notas periodísticas, por provenir, de lo que él le da
en llamar: un testigo de credibilidad, pues dice que éste nunca negó o afirmó que dichas notas
contuvieran hechos falsos o alejados de la realidad. En este sentido, el accionante llega a la
conclusión equivocada, de que la contestación rendida por el director del periódico en cita, le
concede a las notas periodísticas mayor valor indiciario y que tal situación opera a favor del
partido recurrente.

Vinculado a lo anterior, el partido de la Revolución Democrática, de nueva cuanta busca
confundir a esta autoridad, cuando señalando que de los informes rendidos por el Partido
Acción Nacional, su dirigente estatal y los cuatro militantes querellados, se desprenden lo que
él da en llamar, aceptaciones generales de los hechos querellados que aparecen consignados
en las notas periodísticas que sirvieron de base a la acción por ese partido intentada, y que
desde su óptica, se acredita que los eventos aludidos si sucedieron en un tiempo y
circunstancia determinado, además de que en ningún momento tales situaciones fueron
negadas por cualquiera de los querellados.

Contrario a lo que manifiesta el accionante en su escrito de revocación, para dictar la
resolución que ahora es impugnada, el Consejo General del IEEG valoró todas y cada una de
las probanzas ofrecidas por las partes en el procedimiento especial que instruyó.

En especie, y correlativo a este agravio, el escrito en donde consta el informe que el director
del periódico el Correo hizo llegar a la presente causa, en donde señaló, que como parte de su
quehacer político y por tratarse de hechos generadores de noticias de interés popular, al
intervenir en ellos conocidos personajes que desempeñan cargos públicos, dio cobertura a los
eventos consignados en las notas periodísticas que obran en autos, y en donde además, fue
claro al señalar que las notas periodísticas es absoluta responsabilidad de la empresa que él
representa, sin que hayan sido ordenadas por ninguno de los que ahí aparecen, por sí, o por
intermedio de terceras personas, fue correctamente valorado por la autoridad que declaró
infundada la queja de mérito. Esto es porque el requerimiento que le fue formulado al director
del medio informativo multicitado, fue solamente para efectos de que remitiera en original las
notas periodísticas referidas en la queja, especificando, en el caso de cada una de ellas, si se
trató de notas cubiertas a solicitud o por invitación de alguna persona, precisando, en su caso,
el nombre de la persona o personas que hayan solicitado la cobertura de los hechos referidos
en las notas periodísticas; remisión y contestación que fue oportunamente hecha llegar a esta
causa por el director del medio precitado, y que fue debidamente incluida en la resolución a la
queja que ahora se impugna. Lo anterior es importante, toda vez que de ninguna manera el
requerimiento que le fue formulado al director en cita, lo fue para efectos de que contestara si
los hechos que aparecen consignados en esas notas periodísticas resultaban hechos falsos o
alejados de la realidad, y menos aún si su contenido era digno de credibilidad.

Por otra parte, el accionante es omiso al controvertir las razones por las cuales la autoridad
resolutora consideró que las probanzas ofrecidas por la parte actora, consistentes en
solamente notas periodísticas tienen tan solo un valor indiciario menor, resultando sus
argumentos, apreciaciones genéricas y subjetivas y no en argumentos y razonamientos lógico
jurídicos por los que logre desvirtuar las razones del a quo.

Por lo que corresponde a la parte del agravio en donde el accionante manifiesta que en los
escritos de informes rendidos por el Partido Acción Nacional, su dirigente estatal y los cuatro
militantes querellados, se desprende una aceptación general de los hechos tanto en el lugar
como en sus circunstancias, consignados en las notas periodísticas base de la acción
intentada, y sobre lo cual afirma el partido actor los querellados en ningún momento no
negaron tal situación, cabe precisar que, contrario a lo que manifiesta el accionante, en todos y
cada uno de los informes que rindieron todos y cada uno de los querellados, se desprenden las
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manifestaciones que oportunamente fueron hechas por los querellados, entre los que se
encuentra quien aquí suscribe, en el sentido de haber negado que lo consignado en esas
notas periodísticas constituyera actos anticipados de precampaña violatorios de la
normatividad electoral. En lo particular, manifesté los argumentos por los que afirmo no haber
violentado ninguna disposición legal en materia electoral por la cual sea merecedor de
cualquier tipo de sanción. Las expresiones por mí vertidas obran en autos de este proceso,
mismas que en obvio de repeticiones solicito se me tengan por aquí reproducidas como si a la
letra se insertaren. Por lo anterior, resulta falso que quien aquí suscribe haya aceptado de
manera general y se dice también de manera particular, la realización de algún hecho
considerado como acto anticipado de precampaña violatorio de los de la materia.

SEGUNDO.- En síntesis en el correlativo que se contesta el recurrente se duele, en principio,
de que para dictar su resolución el Consejo General del Instituto Electoral del Estado de
Guanajuato, aplicó en forma incorrecta, el principio de presunción de inocencia, afirmando que
éste principio no es propio del procedimiento "sui generis', que se llevó en la presente causa,
sino que el mismo en todo caso debe ser considerado dentro del procedimiento sancionador.
En este sentido, tilda la resolución que ahora combate, de ilegal.

En cuanto a que la autoridad resolutora aplicó en forma incorrecta el principio de presunción de
inocencia, cabe señalar que no le asiste la razón al recurrente toda vez que el hecho de que la
presente causa se haya llevado a través de un procedimiento de naturaleza administrativa sin
que lo sea específicamente el especial sancionador, ello no implica que las reglas del debido
proceso deban dejar de observarse, o sean distintas, como pretende que así sea. Corrobora mi
afirmación el hecho de que inclusive desde el acuerdo CG-021/2010 de fecha veinticuatro de
marzo del presente año, mediante el cual se acordó admitir la queja que hoy es materia de
este recurso, se establecieron las reglas sobre las que se sujetaría la substanciación de la
queja en cita. Lo anterior a fin de respetar las garantías de audiencia y de defensa, tanto del
Partido Acción Nacional como de las personas querelladas. Esta circunstancia es visible en el
CONSIDERANDO SÉPTIMO del acuerdo en cita.

En este sentido, la pretensión buscada por el accionante, resulta ineficaz ya que busca que el
o los implicados en la queja sea limitados en uno de sus derechos fundamentales que en el
debido proceso lo constituye, en la especie, el principio de presunción de inocencia, que
incluso es recogido en la tesis bajo el rubro: PRESUNCIÓN DE INOCENCIA. DEBE
RECONOCERSE ESTE DERECHO FUNDAMENTAL EN LOS PROCEDIMIENTOS
SANCIONADORES ELECTORALES, que esta autoridad electoral aplicó en forma correcta en
su resolución.

A mayor abundamiento, es de señalarse que la resolución dictada por ese Consejo General del
Instituto Electoral del Estado de Guanajuato, aplicó de manera correcta los principios
generales garantistas al considerar a efecto de dictar su fallo la inocencia de los querellados, lo
cual sostuvo, toda vez que del caudal probatorio que obra en este proceso, no se desprendió
elemento alguno que de manera lógica, crítica y con base a la experiencia, llevara a la
autoridad en cita a tener la convicción de que las conductas atribuibles a los sujetos
querellados, entre ellos el Partido Acción Nacional, constituyan efectivamente aquellas que son
violatorias de la normatividad electoral, concretamente la realización de actos anticipados de
precampaña.

En virtud de lo anterior es que la autoridad administrativa electoral  aplicando atinadamente lo
dispuesto en el artículo 364 del Código de Instituciones y Procedimientos Electorales para el
Estado de Guanajuato, toda vez que no encontró en su análisis probatorio, hecho que pudiera
constituir irregularidad, en los términos del propio artículo invocado determinó considerar
infundada la queja planteada por el PRD, quien no probó sus afirmaciones, por lo que al no
encontrarse irregularidad alguna cometida por los sujetos querellados, entre ellos el Partido
Acción Nacional, declaró infundada la queja, lo que implica la no remisión de la misma al
Tribunal Electoral para su conocimiento.

Por lo que corresponde a la segunda parte de su agravio, específicamente aquella en donde
se refiere a que la autoridad resolutora sesgó las declaraciones periodísticas del presidente del
Partido Acción Nacional en Guanajuato, las aisló de sus confesiones, pronunciándose
únicamente sobre el escrito de informe y contestación que el presidente de Acción Nacional
rindió y no lo concatenó con las demás probanzas que obran en autos de este proceso a
efecto de arribar a la conclusión de que negaba los actos anticipados de precampaña; es de
señalarse que no le asiste la razón al recurrente, en principio porque tal y como obra en el
cuerpo de la resolución que combate el accionante, el Consejo General del Instituto Electoral
en el CONSIDERANDO NOVENO realizó un estudio exhaustivo tanto del contenido del
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informe que presentó el Partido Acción Nacional, como del presentado por quien suscribe en
calidad de Presidente de este Instituto Político y los vinculó con las probanzas ofrecidas por la
parte actora llegando a la conclusión de que las expresiones realizadas por Acción Nacional no
eran constitutivas de hechos irregulares, sino que dentro del contexto en el que fueron, en su
caso vertidas, constituyeron expresiones propias de la actividad institucional intrapartidista. Y
que además, de su contenido no se advierte que se trate de actos que hayan tenido por objeto
influir en la decisión de aquellos que integran el universo de votantes que eligen o designan a
los candidatos a cargos de elección popular,

En este tesitura el Consejo General arribó a la conclusión de que tales actos analizados tanto
de manera individual como en su conjunto, de acuerdo a las reglas de la lógica, la sana crítica
y las máximas de la experiencia constituyeron manifestaciones realizadas por el Partido Acción
Nacional y su dirigente Estatal en el ámbito del ejercicio pleno de sus atribuciones como
Instituto Político y como dirigente, sin que del caudal probatorio, se pudiera desprender
elemento alguno que permitiera vincularlo a la promoción de algún ciudadano o del Partido
Acción Nacional, tal y como el Partido de la Revolución Democrática lo expuso en su querella.

Por otra parte, es falso como lo pretende hacer ver el partido recurrente que las afirmaciones a
que hace referencia en el escrito de impugnación que se contesta en este momento,
identificadas del inciso a) al d) constituyen confesiones del dirigente estatal de Acción Nacional
mediante las que se corrobore la realización de actividades irregulares violatorias de la
normatividad local electoral, pues tal y como atinadamente lo resolvió el Consejo General, esas
expresiones dentro del contexto en el que se llevaron a cabo, materializaron el proceder
institucional dentro del marco de la legalidad.

TERCERO.- En síntesis el accionante se duele en este agravio de lo que a su parecer
constituye una violación al principio de exhaustividad, argumentando que la autoridad
resolutora valoró, aunque de manera errada, las probanzas que obran en autos, En especie,
consideró que la autoridad no se pronunció en forma alguna sobre la probanza que ofreció
como superviniente en su escrito de contestación a la vista, consistente en la documental de
tipo instrumental de actuaciones referente a todas y cada una de las contestaciones que
hicieron a través de sus informes los querellados. Al respecto cabe precisar que no le asiste la
razón al accionante toda vez que en principio la autoridad para resolver tomó en consideración
tal y como obra en la resolución ahora impugnada, todos y cada uno de los escritos que las
partes hicieron llegar en la sustanciación del procedimiento, inclusive el que la propia
recurrente denomina escrito de contestación a la vista. Tan es así, que en la resolución
combatida en el CONSIDERANDO SÉPTIMO, se hace referencia al documento señalado por
el Partido actor. Además contrario a lo que manifiesta el PRD, la autoridad resolutora sí se
pronunció sobre los escritos de contestación que los querellados hicieron, llegar a este
proceso, lo cual se puede corroborar con la simple lectura de los CONSIDERANDOS del
NOVENO a DECIMOTERCERO de la resolución combatida y en donde el Consejo General
llevó a cabo un análisis de lo expresado en cada uno de los escritos citados, inclusive el
correspondiente a quien aquí suscribe y los adminiculó además con todas y cada una de las
probanzas ofrecidas por la parte actora en su escrito primigenio de queja, llegando a la
conclusión de que en base a la lógica, la sana crítica y a la experiencia, no se logra desprender
elemento alguno por el que haya quedado acreditado la realización de alguna irregularidad en
términos de la normatividad electoral. No debe pasar desapercibido para esta autoridad el
hecho de que las expresiones formuladas por el recurrente en su tercer agravio, constituyen
apreciaciones genéricas y subjetivas, en donde no puntualiza en qué consistió la falta de
exhaustividad a que se refiere, así como de qué manera debieron haberse estudiado esos
elementos así como qué agravio en concreto o sobre qué elemento le depara perjuicio.

CUARTO.- El recurrente en este cuarto y último agravio se duele de lo que considera una
incorrecta valoración que la autoridad resolutora hizo de las pruebas existentes en este
procedimiento. Específicamente aduce que las pruebas debieron haber sido valoradas en su
conjunto y no de manera aislada como dice, se llevó a cabo, No le asiste la razón al accionante
toda vez que la autoridad resolutora en base al ejercicio de sus atribuciones al momento de
valorar las pruebas, consideró en principio, que las aportadas por las partes constituían
pruebas documentales privadas, sobre las cuales además se pronunció en cuanto a lo que
cada una de ellas alcanzaba a probar, aplicables además al hecho concreto que pretendían
demostrar y para lo cual fueron libremente ofrecidas por los actores en este procedimiento. En
este sentido, es incorrecta la apreciación sobre la que parte el recurrente, al afirmar que todas
las pruebas debieron de haberse adminiculado a efecto de que esta autoridad llegara a la
conclusión de que si existían irregularidades realizadas por los querellados. Se dice lo anterior
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porque no todas las pruebas tienen que ver con el o los mismos hechos y con el o con las
mismas personas”.

Por su parte, el ciudadano Miguel Márquez Márquez presentó su escrito de alegatos en los
siguientes términos:

"Por lo que doy contestación a los AGRAVIOS en el mismo orden en que se hace en el escrito
de Impugnación, siendo de la siguiente manera:

PRIMERO.- Por lo que hace al primero de los agravios, donde el impetrante hace valer como
concepto de violación lo que da en llamar una incorrecta valoración de pruebas hecha por el
presidente del Consejo General del IEEG, en el procedimiento de marras, y donde señala que
la autoridad resolutora debió según él, darle mayor valor indiciario a las notas periodísticas que
hizo llegar el director del periódico "Correo", en respuesta al requerimiento del IEEG y donde a
su parecer con la respuesta del director de dicho medio informativo se deben tener por
confirmados los hechos consignados en las notas periodísticas, por provenir, de lo que él le da
en llamar: un testigo de credibilidad, pues dice que éste nunca negó o afirmó que dichas notas
contuvieran hechos falsos o alejados de la realidad. En este sentido, el accionante llega a la
conclusión equivocada, de que la contestación rendida por el director del periódico en cita, le
concede a las notas periodísticas mayor valor indiciario y que tal situación opera a favor del
partido recurrente.

Vinculado a lo anterior, el partido de la Revolución Democrática, de nueva cuanta busca
confundir a esta autoridad, cuando señalando que de los informes rendidos por el Partido
Acción Nacional, su dirigente estatal y los cuatro militantes querellados, se desprenden lo que
él da en llamar, aceptaciones generales de los hechos querellados que aparecen consignados
en las notas periodísticas que sirvieron de base a la acción por ese partido intentada, y que
desde su óptica, se acredita que los eventos aludidos sí sucedieron en un tiempo y
circunstancia determinado, además de que en ningún momento tales situaciones fueron
negadas por cualquiera de los querellados.

Contrario a lo que manifiesta el accionante en su escrito de revocación, para dictar la
resolución la resolución que ahora es impugnada, el Consejo General del IEEG valoró todas y
cada una de las probanzas ofrecidas por las partes en el procedimiento especial que instruyó.

En especie, y correlativo a este agravio, el escrito en donde consta el informe que el director
del periódico el Correo hizo llegar a la presente causa, en donde señaló, que como parte de su
quehacer político y por tratarse de hechos generadores de noticias de interés popular, al
intervenir en ellos conocidos personajes que desempeñan cargos públicos, dio cobertura a los
eventos consignados en las notas periodísticas que obran en autos, y en donde además, fue
claro al señalar que las notas periodísticas es absoluta responsabilidad de la empresa que él
representa, sin que hayan sido ordenadas por ninguno de los que ahí aparecen, por sí, o por
intermedio de terceras personas, fue correctamente valorado por la autoridad que declaró
infundada la queja de mérito. Esto es porque el requerimiento que le fue formulado al director
del medio informativo multicitado, fue solamente para efectos de que remitiera en original las
notas periodísticas referidas en la queja, especificando, en el caso de cada una de ellas, si se
trató de notas cubiertas a solicitud o por invitación de alguna persona, precisando, en su caso,
el nombre de la persona o personas que hayan solicitado la cobertura de los hechos referidos
en las notas periodísticas; remisión y contestación que fue oportunamente hecha llegar a esta
causa por el director del medio precitado, y que fue debidamente incluida en la resolución a la
queja que ahora se impugna. Lo anterior es importante, toda vez que de ninguna manera el
requerimiento que le fue formulado al director en cita, lo fue para efectos de que contestara si
los hechos que aparecen consignados en esas notas periodísticas resultaban hechos falsos o
alejados de la realidad, y menos aún si su contenido era digno de credibilidad.

Por otra parte, el accionante es omiso al controvertir las razones por las cuales la autoridad
resolutora consideró que las probanzas ofrecidas por la parte actora, consistentes en
solamente notas periodísticas tienen tan solo un valor indiciario menor, resultando sus
argumentos, apreciaciones genéricas y subjetivas y no en argumentos y razonamientos lógico
jurídicos por los que logre desvirtuar las razones del a quo.

Por lo que corresponde a la parte del agravio en donde el accionante manifiesta que en los
escritos de informes rendidos por el Partido Acción Nacional, su dirigente estatal y los cuatro
militantes querellados, se desprende una aceptación general de los hechos tanto en el lugar
como en sus circunstancias, consignados en las notas periodísticas base de la acción
intentada, y sobre lo cual afirma el partido actor los querellados en ningún momento no
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negaron tal situación, cabe precisar que, contrario a lo que manifiesta el accionante, en todos y
cada uno de los informes que rindieron todos y cada uno de los querellados, se desprenden las
manifestaciones que oportunamente fueron hechas por los querellados, entre los que se
encuentra quien aquí suscribe, en el sentido de haber negado que lo consignado en esas
notas periodísticas constituyera actos anticipados de precampaña violatorios de la
normatividad electoral, En lo particular, manifesté los argumentos por los que afirmo no haber
violentado ninguna disposición legal en materia electoral por la cual sea merecedor de
cualquier tipo de sanción. Las expresiones por mí vertidas obran en autos de este proceso,
mismas que en obvio de repeticiones solicito se me tengan por aquí reproducidas como si a la
letra se insertaren. Por lo anterior, resulta falso que quien aquí suscribe haya aceptado de
manera general y se dice también de manera particular, la realización de algún hecho
considerado como acto anticipado de precampaña violatorio de los de la materia.

SEGUNDO.- En síntesis en el correlativo que se contesta el recurrente, se duele, en principio
de que al dictar su resolución el Consejo General del Instituto Electoral del Estado de
Guanajuato, aplicó en forma incorrecta según su parecer el principio de presunción de
inocencia, afirmando que éste principio no es propio del procedimiento "sui generis" que se
llevó en la presente bausa, sino que el mismo en todo caso debe ser considerado dentro del
procedimiento sancionador. En este sentido, tilda la resolución que ahora combate, de ilegal.

Sumado a lo anterior, afirma que la autoridad resolutora sesgó las declaraciones periodísticas
del presidente del Partido Acción Nacional en Guanajuato, las aisló de sus confesiones,
pronunciándose únicamente sobre el escrito de informe y contestación que el presidente de
Acción Nacional rindió y no lo concatenó con las demás probanzas que obran en autos de este
proceso a efecto de arribar a la conclusión de que negaba los actos anticipados de
precampaña.

En cuanto a que la autoridad resolutora aplicó en forma incorrecta el principio de presunción de
inocencia, cabe señalar que no le asiste la razón al recurrente toda vez que el hecho de que la
presente causa se haya llevado a través de un procedimiento de naturaleza administrativa sin
que lo sea propiamente el especial sancionador, ello no implica que las reglas del debido
proceso deban dejar de observarse, como pretende que así sea. Corrobora mi afirmación el
hecho de que inclusive desde el acuerdo CG-021/2010 de fecha veinticuatro de marzo del
presente año, mediante el cual se acordó admitir la queja que hoy es materia de este recurso,
se establecieron las reglas sobre las que se sujetaría la substanciación de la queja en cita. Lo
anterior a fin de respetar las garantías de audiencia y de defensa, tanto del Partido Acción
Nacional como de las personas querelladas. Esta circunstancia es visible en el
CONSIDERANDO SÉPTIMO del acuerdo en cita.

En este sentido, la pretensión buscada por el accionante, resulta infundada pues pretende que
su contraparte en la queja sea limitado en uno de sus derechos fundamentales que en el
debido proceso lo constituye, en la especie, el principio de presunción de inocencia, que
incluso es recogido en la tesis bajo el rubro: PRESUNCIÓN DE INOCENCIA. DEBE
RECONOCERSE ESTE DERECHO FUNDAMENTAL EN LOS PROCEDIMIENTOS
SANCIONADORES ELECTORALES, que esta autoridad electoral aplicó en forma correcta en
su resolución.

Es así, que la resolución dictada por ese Consejo General del Instituto Electoral del Estado de
Guanajuato, aplicó de manera correcta los principios generales garantistas al considerar a
efecto de dictar su fallo la inocencia de los querellados, lo cual sostuvo, toda vez que del
caudal probatorio que obra en este proceso, no se desprendió elemento alguno que de manera
lógica, crítica y en base a la experiencia, llevara a la autoridad en cita a tener la convicción de
que las conductas atribuibles a los sujetos querellados, entre ellos el que aquí suscribe,
constituyan efectivamente aquellas que son violatorias de la normatividad electoral,
específicamente la realización de actos anticipados de precampaña.

En virtud de lo anterior es que el A Quo aplicando de manera correcta lo dispuesto en el
artículo 364 del Código de Instituciones y procedimientos Electorales para el Estado de
Guanajuato, toda vez que no encontró en base al análisis del caudal probatorio, hecho que
pudiera constituir irregularidad, en los términos del propio artículo invocado, determinó
considerar infundada la queja planteada por el PRD, quien no probó sus afirmaciones, por lo
que al no encontrarse irregularidad alguna cometida por los sujetos querellados, entre ellos el
que aquí suscribe, declaró infundada la queja, lo que implica la no remisión de la misma al
Tribunal Electoral para su conocimiento.
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Por lo que corresponde a la segunda parte de su agravio, específicamente a aquella en donde
se refiere a que la autoridad resolutora sesgó las declaraciones periodísticas del presidente del
Partido Acción Nacional en Guanajuato, las aisló de sus confesiones, pronunciándose
únicamente sobre el escrito de informe y contestación que el presidente de Acción Nacional
rindió y no lo concatenó con las demás probanzas que obran en autos de este proceso a
efecto de arribar a la conclusión de que negaba los actos anticipados de precampaña; cabe
señalar que la expresión de este agravio en modo alguno va dirigida hacia mi persona, pues de
la simple lectura de su contenido se desprende que la persona contra la que se dirigen las
imputaciones ahí sostenidas, no es contra mí. Sin embargo, cabe señalar que de cualquier
manera lo expresado en esta parte del agravio, tampoco le genera alguna afectación jurídica al
recurrente, toda vez que contrario a lo que manifiesta lo expresado por el dirigente estatal de
mi Partido, en todo caso, siempre fue constreñido en el ámbito del apego a la legalidad,
cuidando en todo momento el actuar del Partido y de sus militantes.

TERCERO.- En síntesis el accionante se duele en este agravio de lo que a su parecer
constituye una violación al principio de exhaustividad, argumentando que la autoridad
resolutora valoró, aunque de manera errada, las probanzas que obran en autos. En especie,
consideró que la autoridad no se pronunció en forma alguna sobre la probanza que ofreció
como superviniente en su escrito de contestación a la vista, consistente en la documental de
tipo instrumental de actuaciones referente a todas y cada una de las contestaciones que
hicieron a través de sus informes los querellados. Al respecto cabe precisar que no le asiste la
razón al accionante toda vez que en principio la autoridad para resolver tomó en consideración
tal y como obra en la resolución ahora impugnada, todos y cada uno de los escritos que las
partes hicieron llegar en la sustanciación del procedimiento, inclusive el que la propia
recurrente denomina escrito de contestación a la vista. Tan es así, que en la resolución
combatida en el CONSIDERANDO SÉPTIMO, se hace referencia al documento señalado por
el Partido actor. Además contrario a lo que manifiesta el PRD, la autoridad resolutora sí se
pronunció sobre los escritos de contestación que los querellados hicieron llegar a este proceso,
lo cual se puede corroborar con la simple lectura de los CONSIDERANDOS del NOVENO a
DECIMOTERCERO de la resolución combatida y en donde el Consejo General llevó a cabo un
análisis de lo expresado en cada uno de los escritos citados, inclusive el correspondiente a
quien aquí suscribe y los adminiculó además con todas y cada una de las probanzas ofrecidas
por la parte actora en su escrito primigenio de queja, llegando a la conclusión de que en base a
la lógica, la sana crítica y a la experiencia, no se logra desprender elemento alguno por el que
haya quedado acreditado la realización de alguna irregularidad en términos de la normatividad
electoral. No debe pasar desapercibido para esta autoridad el hecho de que las expresiones
formuladas por el recurrente en su tercer agravio, constituyen apreciaciones genéricas y
subjetivas, en donde no puntualiza en qué consistió la falta de exhaustividad a que se refiere,
así como de qué manera debieron haberse estudiado esos elementos así como qué agravio en
concreto o sobre qué elemento le depara perjuicio.

CUARTO.- El recurrente en este cuarto y último agravio se duele de lo que considera una
incorrecta valoración que la autoridad resolutora hizo de las pruebas existentes en este
procedimiento. Específicamente aduce que las pruebas debieron haber sido valoradas en su
conjunto y no de manera aislada como dice, se llevó a cabo. No le asiste la razón al accionante
toda vez que la autoridad resolutora en base al ejercicio de sus atribuciones al momento de
valorar las pruebas, consideró en principio, que las aportadas por las partes constituían
pruebas documentales privadas, sobre las cuales además se pronunció en cuanto a lo que
cada una de ellas alcanzaba a probar, aplicables además al hecho concreto que pretendían
demostrar y para lo cual fueron libremente ofrecidas por los actores en este procedimiento. En
este sentido, es incorrecta la apreciación sobre la que parte el recurrente, al afirmar que todas
las pruebas debieron de haberse adminiculado a efecto de que esta autoridad llegara a la
conclusión de que sí existían irregularidades realizadas por los querellados. Se dice lo anterior
porque no todas las pruebas tienen que ver con el o los mismos hechos y con el o las mismas
personas."

El ciudadano José Ángel Córdova Villalobos, en vía de alegatos, manifestó lo siguiente:

"A LOS AGRAVIOS.
Primero.- En síntesis, el accionante indica que le para perjuicio, lo que a su parecer constituye
una incorrecta valoración de las pruebas hecha por el presidente del Consejo General del
Instituto Electoral del Estado de Guanajuato, en el procedimiento especial 1/2010/PS.

Señala que la autoridad resolutora debió darle mayor valor indiciario a las notas periodísticas
que hizo llegar el director del periódico el Correo, en su escrito de contestación al
requerimiento que el Consejo General del Instituto Electoral del Estado de Guanajuato, le



14

formuló en la presente causa. Según el recurrente, con la contestación del director del citado
medio de comunicación escrito, se deben de tener por confirmados los hechos consignados en
las notas de referencia, por provenir, dice él refiriéndose al director del citado medio, de un
testigo de credibilidad, pues nunca negó o afirmó que dichas notas contuvieran hechos falsos o
alejados de la realidad. En este sentido, el accionante llega a la conclusión equivocada, de que
la contestación rendida por el director del periódico en cita, le concede a las notas periodísticas
mayor valor indiciario y que tal situación opera a favor del partido recurrente.

Vinculado a lo anterior, el partido de la Revolución Democrática, de nueva cuenta busca
confundir a esta autoridad, cuando señala que de los informes rendidos por el Partido Acción
Nacional, su dirigente estatal y los cuatro militantes querellados, se desprenden lo que él da en
llamar, aceptaciones generales de los hechos querellados que aparecen consignados en las
notas periodísticas que sirvieron de base a la acción por ese partido intentada, y que desde su
óptica, se acredita que los eventos aludidos si sucedieron en un tiempo y circunstancia
determinado, además de que en ningún momento tales situaciones fueron negadas por
cualquiera de los querellados.

Contrario a lo que manifiesta el accionante en su escrito de revocación, para dictar la
resolución que ahora es impugnada, este Consejo General valoró todas y cada una de las
probanzas ofrecidas por las partes en el procedimiento especial que instruyó.

En especie, y correlativo a este agravio, el escrito en donde consta el informe que el director
del periódico el Correo hizo llegar a la presente causa, en donde señaló, que como parte de su
quehacer político y por tratarse de hechos generadores de noticias de interés popular, al
intervenir en ellos conocidos personajes que desempeñan cargos públicos, dio cobertura a los
eventos consignados en las notas periodísticas que obran en autos, y en donde además, fue
claro al señalar que las notas periodísticas es absoluta responsabilidad de la empresa que él
representa, sin que hayan sido ordenadas por ninguno de los que ahí aparecen, por sí, o por
intermedio de terceras personas, fue correctamente valorado por la autoridad que declaró
infundada la queja de mérito.

Se dice lo anterior, porque el requerimiento que le fue formulado al director del medio de
comunicación multicitado, fue solamente para efectos de que remitiera en original las notas
periodísticas referidas en la queja, especificando, en el caso de cada una de ellas, si se trató
de notas cubiertas a solicitud o por invitación de alguna persona, precisando en su caso, el
nombre de la persona o personas que hayan solicitad la cobertura de los hechos referidos en
las notas periodísticas, remisión y contestación que fue oportunamente hecha llegar a esta
causa por el director del medio precitado, y que fue debidamente incluida en la resolución a la
queja que ahora se impugna. Lo anterior es importante toda vez que de ninguna manera el
requerimiento que le fue formulado al director en cita, lo fue para efectos de que contestara si
los hechos que aparecen consignados en esas notas periodísticas resultaban hechos falsos o
alejados de la realidad, y menos aún si su contenido era digno de credibilidad.

Por otra parte, el accionante es omiso al controvertir las razones por las cuales la autoridad
resolutora consideró que las probanzas ofrecidas por la parte actora, consistentes en
solamente notas periodísticas tienen tan solo un valor indiciario menor, resultando sus
argumentos, apreciaciones genéricas y subjetivas y no en argumentos y razonamientos lógico
jurídicos por los que logre desvirtuar las razones del a quo.

Por lo que corresponde a la parte del agravio en donde el accionante manifiesta que en los
escritos de informes rendidos por el Partido Acción Nacional, su dirigente estatal y los cuatro
militantes querellados, se desprende una aceptación general de los hechos tanto en el lugar
como en sus circunstancias, consignados en las notas periodísticas base de la acción
intentada, y sobre lo cual afirma el partido actor los querellados en ningún momento no
negaron tal situación, cabe precisar que, contrario a lo que manifiesta el accionante, en todos y
cada uno de los informes que rindieron todos y cada uno de los querellados, se desprenden las
manifestaciones que oportunamente fueron hechas por los querellados, entre los que se
encuentra quien aquí suscribe, en el sentido de haber negado que lo consignado en esas
notas periodísticas constituyera actos anticipados de precampaña violatorios de la
normatividad electoral. En lo particular, expresé los argumentos por los que afirmo no haber
violentado ninguna disposición legal en materia electoral por la cual sea merecedor de
cualquier tipo de sanción. Mis manifestaciones obran en autos de este proceso, mismas que
en obvio de inútiles repeticiones solicito se me tengan por aquí reproducidas como si a la letra
se insertaren. Por lo anterior, resulta falso que el suscrito haya aceptado de manera general y
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se dice también de manera particular, la realización de algún hecho considerado como acto
anticipado de precampaña.

Segundo.- En síntesis en el correlativo que se contesta el recurrente se duele, en principio, de
que para dictar su resolución el Consejo General del Instituto Electoral del Estado de
Guanajuato, aplicó en forma incorrecta, según su parecer el principio de presunción de
inocencia, afirmando que éste principio no es propio del procedimiento "sui generis" que se
llevó en la presente causa, sino que el mismo en todo caso debe ser considerado dentro del
procedimiento sancionador. En este sentido, tilda la resolución que ahora combate, de ilegal.

Sumado a lo anterior, afirma que la autoridad resolutora sesgó las declaraciones periodísticas
del presidente del Partido Acción Nacional en Guanajuato, las aisló de sus confesiones,
pronunciándose únicamente sobre el escrito de informe y contestación que el presidente de
Acción Nacional rindió y no lo concatenó con las demás probanzas que obran en autos de este
proceso a efecto de arribar a la conclusión de que negaba los actos anticipados de
precampaña.

En cuanto a que la autoridad resolutora aplicó en forma incorrecta el principio de presunción de
inocencia, cabe señalar que no le asiste la razón al recurrente toda vez que el hecho de que la
presente causa se haya llevado a través de un procedimiento de naturaleza administrativa sin
que lo sea propiamente el especial sancionador, ello no implica que las reglas del debido
proceso deban dejar de observarse, como pretende que así sea. Corrobora mi afirmación el
hecho de que inclusive desde el acuerdo CG-021/2010 de fecha veinticuatro de marzo del
presente año, mediante el cual se acordó admitir la queja que hoy es materia de este recurso,
se establecieron las reglas sobre las que se sujetaría la substanciación de la queja en cita. Lo
anterior a fin de respetar las garantías de audiencia y de defensa, tanto del Partido Acción
Nacional como de las personas querelladas. Esta circunstancia es visible en el
CONSIDERANDO SÉPTIMO del acuerdo mencionado.

En este sentido, la pretensión buscada por el accionante, resulta ineficaz pues pretende que su
contraparte en la queja sea limitado en uno de sus derechos fundamentales que en el debido
proceso lo constituye, en la especie, el principio de presunción de inocencia, que incluso es
recogido en la tesis bajo el rubro: PRESUNCIÓN DE INOCENCIA. DEBE RECONOCERSE
ESTE DERECHO FUNDAMENTAL EN LOS PROCEDIMIENTOS SANCIONADORES
ELECTORALES, que esta autoridad electoral aplicó en forma correcta en su resolución.

Es así, que la resolución dictada por ese Consejo General del Instituto Electoral del Estado de
Guanajuato, aplicó de manera correcta los principios generales garantistas al considerar a
efecto de dictar su fallo la inocencia de los querellados, lo cual sostuvo, toda vez que del
caudal probatorio que obra en este proceso, no se desprendió elemento alguno que de manera
lógica, crítica y en base a la experiencia, llevara a la autoridad en cita a tener la convicción de
que las conductas atribuibles a los sujetos querellados, entre ellos el que aquí suscribe,
constituyan efectivamente aquellas que son violatorias de la normatividad electoral,
específicamente la realización de actos anticipados de precampaña.

En virtud de lo anterior es que el A Quo aplicando de manera correcta lo dispuesto en el
artículo 364 del Código de Instituciones y procedimientos Electorales para el Estado de
Guanajuato, toda vez que no encontró en base al análisis del caudal probatorio, hecho que
pudiera constituir irregularidad, en los términos del propio artículo invocado, determinó
considerar infundada la queja planteada por el PRD, quien no probó sus afirmaciones, por lo
que al no encontrarse irregularidad alguna cometida por los sujetos querellados, entre ellos el
que aquí suscribe, declaró infundada la queja, lo que implica la no remisión de la misma al
Tribunal Electoral para su conocimiento.

Por lo que corresponde a la segunda parte de su agravio, específicamente a aquella en donde
se refiere a que la autoridad resolutora sesgó las declaraciones periodísticas del presidente del
Partido Acción Nacional en Guanajuato, las aisló de sus confesiones, pronunciándose
únicamente sobre el escrito de informe y contestación que el presidente de Acción Nacional
rindió y no lo concatenó con las demás probanzas que obran en autos de este proceso a
efecto de arribar a la conclusión de que negaba los actos anticipados de precampaña; cabe
señalar que la expresión de este agravio en modo alguno va dirigida hacia mi persona, pues de
la simple lectura de su contenido se desprende que no es contra mí a la persona que se
dirigen las imputaciones ahí sostenidas. Sin embargo, cabe señalar que de cualquier manera
lo expresado en esta parte del agravio, tampoco le genera alguna afectación jurídica al
recurrente, toda vez que contrario a lo que manifiesta lo expresado por el dirigente estatal de
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mi Partido, en todo caso, siempre fue constreñido en el ámbito del apego a la legalidad,
cuidando en todo momento el actuar del Partido y de sus militantes.

Tercero.- En síntesis el accionante se duele en este agravio de lo que a su parecer constituye
una violación al principio de exhaustividad, argumentando que la autoridad resolutora valoró,
aunque de manera errada, las probanzas que obran en autos. Considerando que la autoridad
no se pronunció en forma alguna sobre la probanza que ofreció como superviniente en su
escrito de contestación a la vista, consistente en la documental de tipo instrumental de
actuaciones referente a todas y cada una de las contestaciones que hicieron a través de sus
informes los querellados. Al respecto cabe precisar que no le asiste la razón al accionante toda
vez que en principio la autoridad para resolver tomó en consideración tal y como obra en la
resolución ahora impugnada, todos y cada uno de los escritos que las partes hicieron llegar en
la sustanciación del procedimiento, inclusive el que la propia recurrente denomina escrito de
contestación a la vista. Tan es así, que en la resolución combatida en el CONSIDERANDO
SÉPTIMO, se hace referencia al documento señalado por el partido actor. Además contrario a
lo que manifiesta el PRD, la autoridad resolutora sí se pronunció sobre los escritos de
contestación que los querellados hicieron llegar a este proceso, lo cual se puede corroborar
con la simple lectura de los CONSIDERANDOS del NOVENO a DECIMOTERCERO de la
resolución combatida y en donde el Consejo General llevó a cabo un análisis de lo expresado
en cada uno de los escritos citados, inclusive el correspondiente a quien aquí suscribe y los
adminiculó además con todas y cada una de las probanzas ofrecidas por la parte actora en su
escrito primigenio de queja, llegando a la conclusión de que en base a la lógica, la sana crítica
y a la experiencia, no se logra desprender elemento alguno por el que haya quedado
acreditado la realización de alguna irregularidad en términos de la normatividad electoral. No
debe pasar desapercibido para esta autoridad el hecho de que las expresiones formuladas por
el recurrente en su tercer agravio, constituyen apreciaciones genéricas y subjetivas, en donde
no puntualiza en qué consistió la falta de exhaustividad a que se refiere, ni de qué manera
debieron haberse estudiado esos elementos, así como qué agravio en concreto o sobre qué
elemento le depara perjuicio.

Cuarto.- El recurrente en este cuarto y último agravio se duele de lo que considera una
incorrecta valoración que la autoridad resolutora hizo de las pruebas existentes en este
procedimiento. Específicamente aduce que las pruebas debieron haber sido valoradas en su
conjunto y no de manera aislada como dice, se llevó a cabo. No le asiste la razón al accionante
toda vez que la autoridad resolutora conforme a sus atribuciones al momento de valorar las
pruebas, consideró en principio, que las aportadas por las partes constituían pruebas
documentales privadas, sobre las cuales además se pronunció en cuanto a lo que cada una de
ellas alcanzaba a probar, aplicables además al hecho concreto que pretendían demostrar y
para lo cual fueron libremente ofrecidas por los actores en este procedimiento. En este sentido,
es incorrecta la apreciación sobre la que parte el recurrente, al afirmar que todas las pruebas
debieron de haberse adminiculado a efecto de que esta autoridad llegara a la conclusión de
que sí existían irregularidades realizadas por los querellados. Se dice lo anterior porque no
todas las pruebas tienen que ver con el o los mismos hechos y con el o las mismas personas."

El ciudadano Ricardo Torres Origel, expuso en su escrito de alegatos lo siguiente:

"Por lo que doy contestación a todos y cada uno de los agravios bajo el mismo orden en que
se hace en el escrito de impugnación, siendo de la siguiente manera:

PRIMERO.- Por lo que hace al primero de los agravios, donde el impetrante hace valer como
concepto de violación lo que da en llamar una incorrecta valoración de pruebas hecha por el
presidente del Consejo General del IEEG, en el procedimiento de marras, y donde señala que
la autoridad resolutora debió según él, darle mayor valor indiciario a las notas periodísticas que
hizo llegar el director del periódico "Correo", en respuesta al requerimiento del IEEG y donde a
su parecer con la respuesta del director de dicho medio informativo se deben tener por
confirmados los hechos consignados en las notas periodísticas, por provenir, de lo que él le da
en llamar: un testigo de credibilidad, pues dice que éste nunca negó o afirmó que dichas notas
contuvieran hechos falsos o alejados de la realidad. En este sentido, el accionante llega a la
conclusión equivocada, de que la contestación rendida por el director del periódico en cita, le
concede a las notas periodísticas mayor valor indiciario y que tal situación opera a favor del
partido recurrente.

Vinculado a lo anterior, el partido de la Revolución Democrática, de nueva cuanta busca
confundir a esta autoridad, cuando señalando que de los informes rendidos por el Partido
Acción Nacional, su dirigente estatal y los cuatro militantes querellados, se desprenden lo que
él da en llamar, aceptaciones generales de los hechos querellados que aparecen consignados



17

en las notas periodísticas que sirvieron de base a la acción por ese partido intentada, y que
desde su óptica, se acredita que los eventos aludidos sí sucedieron en un tiempo y
circunstancia determinado, además de que en ningún momento tales situaciones fueron
negadas por cualquiera de los querellados.

Contrario a lo que manifiesta el accionante en su escrito de revocación, para dictar la
resolución que ahora es impugnada, el Consejo General del IEEG valoró todas y cada una de
las probanzas ofrecidas por las partes en el procedimiento especial que instruyó.

En especie, y correlativo a este agravio, el escrito en donde consta el informe que el director
del periódico el Correo hizo llegar a la presente causa, en donde señaló, que como parte de su
quehacer político y por tratarse de hechos generadores de noticias de interés popular, al
intervenir en ellos conocidos personajes que desempeñan cargos públicos, dio cobertura a los
eventos consignados en las notas periodísticas que obran en autos, y en donde además, fue
claro al señalar que las notas periodísticas es absoluta responsabilidad de la empresa que él
representa, sin que hayan sido ordenadas por ninguno de los que ahí aparecen, por sí, o por
intermedio de terceras personas, fue correctamente valorado por la autoridad que declaró
infundada la queja de mérito. Esto es porque el requerimiento que le fue formulado al director
del medio informativo multicitado, fue solamente para efectos de que remitiera en original las
notas periodísticas referidas en la queja, especificando, en el caso de cada una de ellas, si se
trató de notas cubiertas a solicitud o por invitación de alguna persona, precisando, en su caso,
el nombre de la persona o personas que hayan solicitado la cobertura de los hechos referidos
en las notas periodísticas; remisión y contestación que fue oportunamente hecha llegar a esta
causa por el director del medio precitado, y que fue debidamente incluida en la resolución a la
queja que ahora se impugna. Lo anterior es importante, toda vez que de ninguna manera el
requerimiento que le fue formulado al director en cita, lo fue para efectos de que contestara si
los hechos que aparecen consignados en esas notas periodísticas resultaban hechos falsos o
alejados de la realidad, y menos aún si su contenido era digno de credibilidad.

Por otra parte, el accionante es omiso al controvertir las razones por las cuales la autoridad
resolutora consideró que las probanzas ofrecidas por la parte actora, consistentes en
solamente notas periodísticas tienen tan solo un valor indiciario menor, resultando sus
argumentos, apreciaciones genéricas y subjetivas y no en argumentos y razonamientos lógico
jurídicos por los que logre desvirtuar las razones del a quo.

Por lo que corresponde a la parte del agravio en donde el accionante manifiesta que en los
escritos de informes rendidos por el Partido Acción Nacional, su dirigente estatal y los cuatro
militantes querellados, se desprende una aceptación general de los hechos tanto en el lugar
como en sus circunstancias, consignados en las notas periodísticas base de la acción
intentada, y sobre lo cual afirma el partido actor los querellados en ningún momento no
negaron tal situación, cabe precisar que, contrario a lo que manifiesta el accionante, en todos y
cada uno de los informes que rindieron todos y cada uno de los querellados, se desprenden las
manifestaciones que oportunamente fueron hechas por los querellados, entre los que se
encuentra quien aquí suscribe, en el sentido de haber negado que lo consignado en esas
notas periodísticas constituyera actos anticipados de precampaña violatorios de la
normatividad electoral. En lo particular, manifesté los argumentos por los que afirmo no haber
violentado ninguna disposición legal en materia electoral por la cual sea merecedor de
cualquier tipo de sanción. Las expresiones por mí vertidas obran en autos de este proceso,
mismas que en obvio de repeticiones solicito se me tengan por aquí reproducidas como si a la
letra se insertaren. Por lo anterior, resulta falso que quien aquí suscribe haya aceptado de
manera general y se dice también de manera particular, la realización de algún hecho
considerado como acto anticipado de precampaña violatorio de los de la materia.

SEGUNDO.- En síntesis en el correlativo que se contesta el recurrente se duele, en principio,
de que para dictar su resolución el Consejo General del Instituto Electoral del Estado de
Guanajuato, aplicó en forma incorrecta, según su parecer el principio de presunción de
inocencia, afirmando que éste principio no es propio del procedimiento "sui generis" que se
llevó en la presente causa, sino que el mismo en todo caso debe ser considerado dentro del
procedimiento sancionador. En este sentido, tilda la resolución que ahora combate, de ilegal.

Sumado a lo anterior, afirma que la autoridad resolutora sesgó las declaraciones periodísticas
del presidente del Partido Acción Nacional en Guanajuato, las aisló de sus confesiones,
pronunciándose únicamente sobre el escrito de informe y contestación que el presidente de
Acción Nacional rindió y no lo concatenó con las demás probanzas que obran en autos de este
proceso a efecto de arribar a la conclusión de que negaba los actos anticipados de
precampaña.
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En cuanto a que la autoridad resolutora aplicó en forma incorrecta el principio de presunción de
inocencia, cabe señalar que no le asiste la razón al recurrente toda vez que el hecho de que la
presente causa se haya llevado a través de un procedimiento de naturaleza administrativa sin
que lo sea propiamente el especial sancionador, ello no implica que las reglas del debido
proceso deban dejar de observarse, como pretende que así sea. Corrobora mi afirmación el
hecho de que inclusive desde el acuerdo CG-021/2010 de fecha veinticuatro de marzo del
presente año, mediante el cual se acordó admitir la queja que hoy es materia de este recurso,
se establecieron las reglas sobre las que se sujetaría la substanciación de la queja en cita. Lo
anterior a fin de respetar las garantías de audiencia y de defensa, tanto del Partido Acción
Nacional como de las personas querelladas. Esta circunstancia es visible en el
CONSIDERANDO SÉPTIMO del acuerdo en cita.

En este sentido, la pretensión buscada por el accionante, resulta infundada pues pretende que
su contraparte en la queja sea limitado en uno de sus derechos fundamentales que en el
debido proceso lo constituye, en la especie, el principio de presunción de inocencia que incluso
es recogido en la tesis bajo el rubro: PRESUNCIÓN DE INOCENCIA. DEBE RECONOCERSE
ESTE DERECHO FUNDAMENTAL EN LOS PROCEDIMIENTOS SANCIONADORES
ELECTORALES, que esta autoridad electoral aplicó en forma correcta en su resolución.

Es así, que la resolución dictada por ese Consejo General del Instituto Electoral del Estado de
Guanajuato, aplicó de manera correcta los principios generales garantistas al considerar a
efecto de dictar su fallo la inocencia de los querellados, lo cual sostuvo, toda vez que del
caudal probatorio que obra en este proceso, no se desprendió elemento alguno que de manera
lógica, crítica y en base a la experiencia, llevara a la autoridad en cita a tener la convicción de
que las conductas atribuibles a los sujetos querellados, entre ellos el que aquí suscribe,
constituyan efectivamente aquellas que son violatorias de la normatividad electoral,
específicamente la realización de actos anticipados de precampaña.

En virtud de lo anterior es que el A Quo aplicando de manera correcta lo dispuesto en el
artículo 364 del Código de Instituciones y procedimientos Electorales para el Estado de
Guanajuato, toda vez que no encontró en base al análisis del caudal probatorio, hecho que
pudiera constituir irregularidad, en los términos del propio artículo invocado, determinó
considerar infundada la queja planteada por el PRD, quien no probó sus afirmaciones, por lo
que al no encontrarse irregularidad alguna cometida por los sujetos querellados, entre ellos el
que aquí suscribe, declaró infundada la queja, lo que implica la no remisión de la misma al
Tribunal Electoral para su conocimiento .

Por lo que corresponde a la segunda parte de su agravio, específicamente a aquella en donde
se refiere a que la autoridad resolutora sesgó las declaraciones periodísticas del presidente del
Partido Acción Nacional en Guanajuato, las aisló de sus confesiones, pronunciándose
únicamente sobre el escrito de informe y contestación que el presidente de Acción Nacional
rindió y no lo concatenó con las demás probanzas que obran en autos de este proceso a
efecto de arribar a la conclusión de que negaba los actos anticipados de precampaña; cabe
señalar que la expresión de este agravio en modo alguno va dirigida hacia mi persona, pues de
la simple lectura de su contenido se desprende que la persona contra la que se dirigen las
imputaciones ahí sostenidas, no es contra mí, Sin embargo, cabe señalar que de cualquier
manera lo expresado en esta parte del agravio, tampoco le genera alguna afectación jurídica al
recurrente, toda vez que contrario a lo que manifiesta lo expresado por el dirigente estatal de
mi Partido, en todo caso, siempre fue constreñido en el ámbito del apego a la legalidad,
cuidando en todo momento el actuar del Partido y de sus militantes.

TERCERO.- En síntesis el accidente se duele en este agravio de lo que a su parecer
constituye una violación al principio de exhaustividad, argumentando que la autoridad
resolutora valoró, aunque de manera errada, las probanzas que obran en autos. En especie,
consideró que la autoridad no se pronunció en forma alguna sobre la probanza que ofreció
como superviniente en su escrito de contestación a la vista, consistente en la documental de
tipo instrumental de actuaciones referente a todas y cada una de las contestaciones que
hicieron a través de sus informes los querellados. Al respecto cabe precisar que no le asiste la
razón al accionante toda vez que en principio la autoridad para resolver tomó en consideración
tal y como obra en la resolución ahora impugnada, todos y cada uno de los escritos que las
partes hicieron llegar en la sustanciación del procedimiento, inclusive el que la propia
recurrente denomina escrito de contestación a la vista. Tan es así, que en la resolución
combatida en el CONSIDERANDO SÉPTIMO, se hace referencia al documento señalado por
el Partido actor. Además contrario a lo que manifiesta el PRD, la autoridad resolutora sí se
pronunció sobre los escritos de contestación que los querellados hicieron llegar a este proceso,
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lo cual se puede corroborar con la simple lectura de los CONSIDERANDOS del NOVENO a
DECIMOTERCERO de la resolución combatida y en donde el Consejo General llevó a cabo un
análisis de lo expresado en cada uno de los escritos citados, inclusive el correspondiente a
quien aquí suscribe y los adminiculó además con todas y cada una de las probanzas ofrecidas
por la parte actora en su escrito primigenio de queja, llegando a la conclusión de que en base a
la lógica, la sana crítica y a la experiencia, no se logra desprender elemento alguno por el que
haya quedado acreditado la realización de alguna irregularidad en términos de la normatividad
electoral. No debe pasar desapercibido para esta autoridad el hecho de que las expresiones
formuladas por el recurrente en su tercer agravio, constituyen apreciaciones genéricas y
subjetivas, en donde no puntualiza en qué consistió la falta de exhaustividad a que se refiere,
así como de qué manera debieron haberse estudiado esos elementos así como qué agravio en
concreto o sobre qué elemento le depara perjuicio.

CUARTO.- El recurrente en este cuarto y último agravio se duele de lo que considera una
incorrecta valoración que la autoridad resolutora -hizo de las pruebas existentes en este
procedimiento. Específicamente aduce que las pruebas debieron haber sido valoradas en su
conjunto y no de manera aislada como dice, se llevó a cabo. No le asiste la razón al accionante
toda vez que la autoridad resolutora en base al ejercicio de sus atribuciones al momento de
valorar las pruebas, consideró en principio, que las aportadas por las partes constituían
pruebas documentales privadas, sobre las cuales además se pronunció en cuanto a lo que
cada una de ellas alcanzaba a probar, aplicables además al hecho concreto que pretendían
demostrar y para lo cual fueron libremente ofrecidas por los actores en este procedimiento. En
este sentido, es incorrecta la apreciación sobre la que parte el recurrente, al afirmar que todas
las pruebas debieron de haberse adminiculado a efecto de que esta autoridad llegara a la
conclusión de que sí existían irregularidades realizadas por los querellados. Se dice lo anterior
porque no todas las pruebas tienen que ver con el o los mismos hechos y con el o las mismas
personas."

Finalmente, el ciudadano Francisco Ricardo Sheffield Padilla, presentó alegatos en los
siguientes términos:

"Lic. Francisco Ricardo Sheffield Padilla, con el carácter acreditado en los autos del
expediente al rubro, señalando como domicilio para recibir notificaciones el ubicado en calle
Jardín Húngaro 102 del fraccionamiento Gran Jardín, en la ciudad de León, Guanajuato, vengo
en tiempo y forma a dar contestación como tercero Interesado, al infundado recurso de
revocación, interpuesto por el Partido de la Revolución Democrática (PRD), en el que impugna
la resolución de fecha nueve de junio del año en curso, dictada por el Consejo General del
Instituto Electoral del Estado de Guanajuato (IEEG), dentro del procedimiento 1/2010 PS.

Por lo que doy contestación a los AGRAVIOS en el mismo orden en que se hace en el escrito
de impugnación, siendo de la siguiente manera:

PRIMERO.- Por lo que hace al primero de los agravios, donde el impetrante hace valer como
concepto de violación lo que da en llamar una incorrecta valoración de pruebas hecha por el
presidente del Consejo General del IEEG, en el procedimiento de marras, y donde señala que
la autoridad resolutora debió según él, darle mayor valor indiciario a las notas periodísticas que
hizo llegar el director del periódico "Correo", en respuesta al requerimiento del IEEG y donde a
su parecer con la respuesta del director de dicho medio informativo se deben tener por
confirmados los hechos consignados en las notas periodísticas, por provenir, de lo que él le da
en llamar: un testigo de credibilidad, pues dice que éste nunca negó o afirmó que dichas notas
contuvieran hechos falsos o alejados de la realidad. En este sentido, el accionante llega a la
conclusión equivocada, de que la contestación rendida por el director del periódico en cita, le
concede a las notas periodísticas mayor valor indiciario y que tal situación opera a favor del
partido recurrente.

Vinculado a lo anterior, el partido de la Revolución Democrática, de nueva cuenta busca
confundir a esta autoridad, cuando señalando que de los informes rendidos por el Partido
Acción Nacional, su dirigente estatal y los cuatro militantes querellados, se desprenden lo que
él da en llamar, aceptaciones generales de los hechos querella dos que aparecen consignados
en las notas periodísticas que sirvieron de base a la acción por ese partido intentada, y que
desde su óptica, se acredita que los eventos aludidos sí sucedieron en un tiempo y
circunstancia determinado, además de que en ningún momento tales situaciones fueron
negadas por cualquiera de los querellados.
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Contrario a lo que manifiesta el accionante en su escrito de revocación, para dictar la
resolución que ahora es impugnada, el Consejo General del IEEG valoró todas y cada una de
las probanzas ofrecidas por las partes en el procedimiento especial que instruyó.

En especie, y correlativo a este agravio, el escrito en donde consta el informe que el director
del periódico el Correo hizo llegar a la presente causa, en donde señaló, que como parte de su
quehacer político y por tratarse de hechos generadores de noticias de interés popular, al
intervenir en ellos conocidos personajes que desempeñan cargos públicos, dio cobertura a los
eventos consignados en las notas periodísticas que obran en autos, y en donde además, fue
claro al señalar que las notas periodísticas es absoluta responsabilidad de la empresa que él
representa, sin que hayan sido ordenadas por ninguno de los que ahí aparecen, por sí, o por
intermedio de terceras personas, fue correctamente valorado por la autoridad que declaró
infundada la queja de mérito. Esto es porque el requerimiento que le fue formulado al director
del medio informativo multicitado, fue solamente para efectos de que remitiera en original las
notas periodísticas referidas en la queja, especificando, en el caso de cada una de ellas, si se
trató de notas cubiertas a solicitud o por invitación de alguna persona, precisando, en su caso,
el nombre de la persona o personas que hayan solicitado la cobertura de los hechos referidos
en las notas periodísticas; remisión y contestación que fue oportunamente hecha llegar a esta
causa por el director del medio precitado, y que fue debidamente incluida en la resolución a la
queja que ahora se impugna. Lo anterior es importante, toda vez que de ninguna manera el
requerimiento que le fue formulado al director en cita, lo fue para efectos de que contestara si
los hechos que aparecen consignados en esas notas periodísticas resultaban hechos falsos o
alejados de la realidad, y menos aún si su contenido era digno de credibilidad. Por otra parte,
el accionante es omiso al controvertir las razones por las cuales la autoridad resolutora
consideró que las probanzas ofrecidas por la parte actora, consistentes en solamente notas
periodísticas tienen tan solo un valor indiciario menor, resultando sus argumentos,
apreciaciones genéricas y subjetivas y no en argumentos y razonamientos lógico jurídicos por
los que logre desvirtuar las razones del a qua.

Por lo que corresponde a la parte del agravio en donde el accionante manifiesta que en los
escritos de informes rendidos por el Partido Acción Nacional, su dirigente estatal y los cuatro
militantes querellados, se desprende una aceptación general de los hechos tanto en el lugar
como en sus circunstancias, consignados en las notas periodísticas base de la acción
intentada, y sobre lo cual afirma el partido actor los querellados en ningún momento no
negaron tal situación, cabe precisar que, contrario a lo que manifiesta el accionante, en todos y
cada uno de los informes que rindieron todos y cada uno de los querellados, se desprenden las
manifestaciones que oportunamente fueron hechas por los querellados, entre los que se
encuentra quien aquí suscribe, en el sentido de haber negado que lo consignado en esas
notas periodísticas constituyera actos anticipados de precampaña violatorios de la
normatividad electoral. En lo particular, manifesté los argumentos por los que afirmo no haber
violentado ninguna disposición legal en materia electoral por la cual sea merecedor de
cualquier tipo de sanción. Las expresiones por mí vertidas obran en autos de este proceso,
mismas que en obvio de repeticiones solicito se irme tengan por aquí reproducidas como si a
la letra se insertaren. Por lo anterior, resulta falso que quien aquí suscribe haya aceptado de
manera general y se dice también de manera particular, la realización de algún hecho
considerado como acto anticipado de precampaña violatorio de los de la materia.

SEGUNDO.- En síntesis en el correlativo que se contesta el recurrente se duele, en principio,
de que para dictar su resolución el Consejo General del Instituto Electoral del Estado de
Guanajuato, aplicó en forma incorrecta, según su parecer el principio de presunción de
Inocencia, afirmando que éste principio no es propio del procedimiento "sui generis" que se
llevó en la presente causa, sino que el mismo en todo caso debe ser considerado dentro del
procedimiento sancionador. En este sentido, tilda la resolución que ahora combate, de ilegal.

Sumado a lo anterior, afirma que la autoridad resolutora sesgó las declaraciones periodísticas
del presidente del Partido Acción Nacional en Guanajuato, las aisló de sus confesiones,
pronunciándose únicamente sobre el escrito de informe y contestación que el presidente de
Acción Nacional rindió y no lo concatenó con las demás probanzas que obran en autos de este
proceso a efecto de arribar a la conclusión de que negaba los actos anticipados de
precampaña.

En cuanto a que la autoridad resolutora aplicó en forma incorrecta el principio de presunción de
inocencia, cabe señalar que no le asiste la razón al recurrente toda vez que el hecho de que la
presente causa se haya llevado a través de un procedimiento de naturaleza administrativa sin
que lo sea propiamente el especial sancionador, ello no implica que las reglas del debido
proceso deban dejar de observarse, como pretende que así sea. Corrobora mi afirmación el
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hecho de que inclusive desde el acuerdo CG-021/2010 de fecha veinticuatro de marzo del
presente año, mediante el cual se acordó admitir la queja que hoy es materia de este recurso,
se establecieron las reglas sobre las que se sujetaría la substanciación de la queja en cita. Lo
anterior a fin de respetar las garantías de audiencia y de defensa, tanto del Partido Acción
Nacional como de las personas querelladas, Esta circunstancia es visible en el
CONSIDERANDO SÉPTIMO del acuerdo en cita.

En este sentido, la pretensión buscada por el accionante, resulta infundada pues pretende que
su contraparte en la queja sea limitado en uno de sus derechos fundamentales que en el
debido proceso lo constituye, en la especie, el principio de presunción de inocencia, que
incluso es recogido en la tesis bajo el rubro: PRESUNCIÓN DE INOCENCIA, DEBE
RECONOCERSE ESTE DERECHO FUNDAMENTAL EN LOS PROCEDIMIENTOS
SANCIONADORES ELECTORALES, que esta autoridad electoral aplicó en forma correcta en
su resolución.

Es así, que la resolución dictada por ese Consejo General del Instituto Electoral del Estado de
Guanajuato, aplicó de manera correcta los principios generales garantistas al considerar a
efecto de dictar su fallo la inocencia de los querellados, lo cual sostuvo, toda vez que del
caudal probatorio que obra en este proceso, no se desprendió elemento alguno que de manera
lógica, crítica y en base a la experiencia, llevara a la autoridad en cita a tener la convicción de
que las conductas atribuibles a los sujetos querellados, entre ellos el que aquí suscribe,
constituyan efectivamente aquellas que son violatorias de la normatividad electoral,
específicamente la realización de actos anticipados de precampaña,

En virtud de lo anterior es que el A Quo aplicando de manera correcta lo dispuesto en el
artículo 364 del Código de Instituciones y procedimientos Electorales para el Estado de
Guanajuato, toda vez que no encontró en base al análisis del caudal probatorio, hecho que
pudiera constituir irregularidad, en los términos del propio artículo invocado, determinó
considerar infundada la queja planteada por el PRD, quien no probó sus afirmaciones, por lo
que al no encontrarse irregularidad alguna cometida por los sujetos querellados, entre ellos el
que aquí suscribe, declaró infundada la queja, lo que implica la no remisión de la misma al
Tribunal Electoral para su conocimiento.

Por lo que corresponde a la segunda parte de su agravio, específicamente a aquella en donde
se refiere a que la autoridad resolutora sesgó las declaraciones periodísticas del presidente del
Partido Acción Nacional en Guanajuato, las aisló de sus confesiones, pronunciándose
únicamente sobre el escrito de informe y contestación que el presidente de Acción Nacional
rindió y no lo concatenó con las demás probanzas que obran en autos de este proceso a
efecto de arribar a la conclusión de que negaba los actos anticipados de precampaña; cabe
señalar que la expresión de este agravio en modo alguno va dirigida hacia mi persona, pues de
la simple lectura de su contenido se desprende que la persona contra la que se dirigen las
imputaciones ahí sostenidas, no es contra mí, Sin embargo, cabe señalar que de cualquier
manera lo expresado en esta parte del agravio, tampoco le genera alguna afectación jurídica al
recurrente, toda vez que contrario a lo que manifiesta lo expresado por el dirigente estatal de
mi Partido, en todo caso, siempre fue constreñido en el ámbito del apego a la legalidad,
cuidando en todo momento el actuar del Partido y de sus militantes.

TERCERO.- En síntesis el accionante se duele en este agravio de lo que a su parecer
constituye una violación al principio de exhaustividad, argumentando que la autoridad
resolutora valoró, aunque de manera errada, las probanzas que obran en autos. En especie,
consideró que la autoridad no se pronunció en forma alguna sobre la probanza que ofreció
como superviniente en su escrito de contestación a la vista, consistente en la documental de
tipo instrumental de actuaciones referente a todas y cada una de las contestaciones que
hicieron a través de sus informes los querellados. Al respecto cabe precisar que no le asiste la
razón al accionante toda vez que en principio la autoridad para resolver tomó en consideración
tal y como obra en la resolución ahora impugnada, todos y cada uno de los escritos que las
partes hicieron llegar en la sustanciación del procedimiento, inclusive el que la propia
recurrente denomina escrito de contestación a la vista. Tan es así, que en la resolución
combatida en el CONSIDERANDO SÉPTIMO, se hace referencia al documento señalado por
el Partido actor. Además contrario a lo que manifiesta el PRD, la autoridad resolutora sí se
pronunció sobre los escritos de contestación que los querellados hicieron llegar a este proceso,
lo cual se puede corroborar  con la simple lectura de los CONSIDERANDOS del NOVENO a
DECIMOTERCERO de la resolución combatida y en donde el Consejo General llevó a cabo un
análisis de lo expresado en cada uno de los escritos citados, inclusive el correspondiente a
quien suscribe y los adminiculó además con todas y cada una de las probanzas ofrecidas por
la parte actora en su escrito primigenio de queja, llegando a la conclusión de que en base a la
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lógica, la sana crítica  y a la experiencia, no se logra desprender elemento alguno por el que
haya quedado acreditado la realización de alguna irregularidad en términos de la normatividad
electoral. No debe pasar desapercibido para esta autoridad el hecho de que las expresiones
formuladas por el recurrente en su tercer agravio, constituyen apreciaciones genéricas y
subjetivas, en donde no puntualiza en qué consistió la falta de exhaustividad a que se refiere,
así como de qué manera debieron haberse estudiado elementos así como qué agravio en
concreto o sobre qué elemento le depara perjuicio.

CUARTO.- El recurrente en este cuarto y último agravio se duele de lo que considera una
incorrecta valoración que la autoridad resolutora hizo de las pruebas existentes en este
procedimiento. Específicamente aduce que las pruebas debieron haber sido valoradas en su
conjunto y no de manera aislada como dice, se llevó a cabó. No le asiste la razón al accionante
toda vez que la autoridad resolutora en base al ejercicio de sus atribuciones al momento de
valorar las pruebas, consideró en principio, que las aportadas por las partes constituían
pruebas documentales privadas, sobre las cuales además se pronunció en cuanto a lo que
cada una de ellas alcanzaba a probar, aplicables además al hecho concreto que pretendían
demostrar y para lo cual fueron libremente ofrecidas por los actores en este procedimiento. En
este sentido, es incorrecta la apreciación sobre la que parte el recurrente, al afirmar que todas
las pruebas debieron de haberse adminiculado a efecto de que esta autoridad llegara a la
conclusión de que sí existían irregularidades realizadas por los querellados. Se dice lo anterior
porque no todas las pruebas tienen que ver con el o los mismos hechos y con el o las mismas
personas."

CUARTO. En esencia, en el PRIMER AGRAVIO se afirma lo siguiente:

a) Que el Consejo General de este Instituto realizó una incorrecta valoración de las pruebas,
en razón de que, desde la perspectiva del recurrente, no se concatenaron debidamente las
notas periodísticas presentadas con la queja, los escritos de respuesta a la denuncia,
presentados por el instituto político y los ciudadanos denunciados, y el informe rendido por el
Director del Periódico Correo.

b) El argumento específico contenido en este primer agravio, es que el informe rendido por el
medio de comunicación antes mencionado era relevante, justipreciado en conjunto con las
demás pruebas, para conceder mayor valor indiciario a las notas periodísticas presentadas con
la denuncia y, así, considerar probados los actos anticipados de precampaña atribuidos a los
denunciados.

Este Consejo General considera que el motivo de agravio identificado con el inciso a) es
inoperante, en tanto que el señalado en el inciso b) se estima infundado, por las siguientes
razones:

Estudio del motivo de inconformidad sintetizado en el inciso a)

Es inoperante el motivo de disenso relativo a la incorrecta valoración de las pruebas, pues el
inconforme no controvirtió los razonamientos de la resolución combatida, expresados al
efectuar la valoración de las pruebas, sino que sólo asevera, en forma genérica, que éstas
fueron justipreciadas inadecuadamente, sin proponer argumentos lógico-jurídicos sobre el error
o errores supuestamente cometidos por este Consejo General, ni respecto a la forma en que
debieron ser valoradas.

Estudio del motivo de disenso sintetizado en el inciso b)
Por otra parte, es infundado el concepto de agravio en el que se sostiene que el informe
rendido por el Director del Periódico Correo  valorado en conjunto con las demás probanzas
del expediente, era relevante para dar mayor eficacia demostrativa a las notas periodísticas en
que se apoyó la denuncia.

Se sostiene lo anterior, ya que el contenido del informe rendido por el Director del Periódico
Correo no es idóneo para demostrar la veracidad del contenido de las notas periodísticas base
de la denuncia, porque a través de dicho informe sólo se comunicó a este Consejo General lo
siguiente: a) que como parte del quehacer periodístico de ese medio de comunicación, se dio
cobertura a los eventos referidos en las notas periodísticas, por tratarse de hechos
generadores de noticia de interés popular, al intervenir en ellos personajes que desempeñan
cargos públicos; y, b) que la publicación de la notas fue absoluta responsabilidad de ese medio
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de comunicación, sin que hayan sido ordenadas por ninguno de los que aparecen, por sí o por
intermedio de personas.

Como puede verse, el informe del Periódico Correo no tiene ninguna manifestación de la que
pueda inferirse que el Director de ese medio de comunicación se haya referido al contenido
propiamente dicho de las notas periodísticas, que vinculara a este Consejo General a estudiar
en forma distinta la aludida prueba documental privada (informe del Correo) en sí misma, así
como en concatenación con el resto del material probatorio.

Por lo anterior, y ante la ausencia de algún otro argumento tendiente a refutar la valoración de
dicha prueba en el fallo primigenio; -tanto en forma aislada como concatenándola con el resto
de probanzas-, debe subsistir el valor que se concedió al informe del Director del Periódico
Correo.

En el SEGUNDO AGRAVIO, el impugnante se duele de lo siguiente:

a) Que el Consejo General aplicó indebidamente el principio de presunción de inocencia dentro
del procedimiento instaurado con motivo de la queja, que es la etapa instructiva, cuando dicho
principio sólo es aplicable al momento de la imposición e individualización de la sanción, es
decir, en el procedimiento sancionador propiamente dicho.

b) Que en los informes que rindió el dirigente estatal del Partido Acción Nacional, éste
reconoció diversos hechos que, relacionados con los que, a juicio del inconforme, fueron
admitidos por tres de los militantes del mencionado instituto político -no se señala al ciudadano
Francisco Ricardo Sheffield Padilla-, demuestran la realización de los actos anticipados de
precampaña que se atribuyen a los denunciados.

Afirma el recurrente que esos hechos reconocidos por el dirigente partidista no fueron
considerados por este Consejo General al emitir la resolución combatida, lo que implicó una
inadecuada valoración de las probanzas por no haber concatenado esos hechos con el resto
de las pruebas.

Este órgano de dirección considera que el motivo de agravio descrito en el inciso a) es
infundado, y el señalado en el inciso b) se estima infundado y, además, inoperante, según se
explicará a continuación:

Estudio del motivo de inconformidad sintetizado en el inciso a)

Se estima infundado el agravio referido, en virtud de que, contrariamente a lo sostenido por el
recurrente, los sujetos al procedimiento sancionatorio electoral gozan en todas la etapas de
éste del derecho fundamental de presunción de inocencia -tal como se señala en la parte final
de la tesis invocada en la página 22 de la resolución recurrida-, precisamente por tratarse de
un derecho de rango constitucional que, por ende, debe observarse por parte de todas las
autoridades, las que no pueden establecer excepciones a su observancia.

Por otra parte, no existe ninguna razón jurídica para considerar que el derecho fundamental
referido sólo sea aplicable en una etapa determinada del procedimiento sancionatorio electoral.

Además, es relevante decir, con base en la simple lectura de los preceptos contenidos en el
Capítulo Tercero (Del Procedimiento Sancionador) del Libro Séptimo del código electoral local,
que este Consejo General debe observar todas las formalidades del procedimiento en la etapa
instructiva, pues en ésta es en la que, por mandato del artículo 364 del citado ordenamiento
legal, se determina la existencia de las irregularidades electorales, y aunque el Tribunal
Electoral del Estado no se encuentra vinculado por las resoluciones que pronuncie el Consejo
General, las garantías de seguridad jurídica de los sujetos al procedimiento -entre las que se
encuentra el derecho fundamental de presunción de inocencia- deben observarse teniendo en
cuenta que si con el solo inicio del procedimiento sancionatorio (en su etapa instructiva)
pueden generarse múltiples actos de molestia a los gobernados, con mayor razón se podría
afectar su esfera jurídica con la determinación de tener por demostrada una irregularidad y con
la consecuente comunicación al Tribunal Electoral local.
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Estudio del motivo de disenso sintetizado en el inciso b)

Es infundado el motivo de agravio que se hizo consistir en que este Consejo General omitió
valorar los reconocimientos que el dirigente estatal del Partido Acción Nacional hizo al
contestar la denuncia.

Lo infundado deviene de que, contrario a lo aducido por el inconforme, todos los hechos
narrados -incluyendo los que en apariencia le eran adversos al Partido Acción Nacional- por el
mencionado dirigente partidista en sus diversos escritos que obran en el expediente, fueron
debidamente estudiados y valorados, aunque no en la forma que en su escrito recursal
propone el impugnante.

Cuestión diferente es que el análisis de tales hechos se haya efectuado en forma distinta a la
que propone el recurrente, situación que en forma alguna puede, por sí misma, perjudicar al
partido político denunciante.

Se reitera que incluso los hechos que este órgano resolutor tuvo por admitidos por parte del
dirigente del Partido Acción Nacional, fueron considerados al momento de valorar las pruebas,
llegándose a la conclusión de que, por el contexto en que se dieron las declaraciones del líder
del partido denunciado, no se actualizaba la infracción que el denunciante imputó al referido
partido y que, además, tales declaraciones no podían servir para tener por demostrados los
hechos atribuidos a cuatro de sus militantes.

Tales consideraciones torales del fallo combatido -las relativas al contexto en que se dieron las
declaraciones del dirigente del partido denunciado-, no fueron controvertidas por el recurrente,
razón por la que el motivo de inconformidad que se analiza es, además, inoperante.

Por consiguiente, la ausencia de impugnación de esas consideraciones, que fueron esenciales
para arribar a la conclusión de que no se llevaron a cabo actos anticipados de precampaña por
parte del partido político denunciado y que, en forma indirecta, sirvieron de sustento para
considerar como no actualizada la imputación que se hizo a los restantes sujetos a
procedimiento, conduce a este Consejo General a dejar intactos esos razonamientos.

Respecto al TERCER AGRAVIO hecho valer por el recurrente, concerniente a que en la
resolución recurrida no se hace ningún pronunciamiento sobre la prueba superveniente por él
ofrecida en su escrito de contestación a la vista, consistente en la documental de tipo
instrumental de actuaciones, y que no se valoraron las contestaciones rendidas por las
personas sujetas al procedimiento de que se trata, dicho concepto de agravio deviene
infundado.

Sobre el particular, debe decirse que la prueba instrumental de actuaciones no tiene por sí
misma desahogo, sino que se constituye por la totalidad de las pruebas recabadas en un
procedimiento, por lo que, técnicamente, se refiere a la obligación de analizar la totalidad de
las actuaciones realizadas, al resolverse el fondo del asunto. Así, la prueba consistente en la
instrumental de actuaciones, dada su naturaleza, no posee valor probatorio en sí misma, sino
en razón del cúmulo de pruebas que obren en el sumario y que deben ser valoradas
integralmente.

En el caso, el impugnante efectivamente ofreció, en su escrito de contestación a la vista que le
fuera dada mediante auto del trece de abril de dos mil diez, la prueba instrumental de
actuaciones, ofrecimiento al que recayó el auto de veinte de abril del año dos mil diez, en el
que en lo conducente se señaló: “En lo concerniente a las pruebas que ofrece, dígasele que
las mismas obran en el expediente en el que se actúa, por lo que serán tomadas en cuenta, al
igual que la totalidad de las actuaciones, al emitirse la resolución correspondiente".

Así, dicha probanza no ameritó pronunciamiento alguno en la resolución que aquí se combate,
pues, como se advierte, fue admitida, y en su momento las actuaciones obrantes en el sumario
fueron analizadas y tomadas en cuenta para resolver el fondo del asunto.

Sirve de apoyo a lo anterior, aplicada por identidad, la tesis de jurisprudencia emitida por el
Primer Tribunal Colegiado del Séptimo Circuito, del siguiente texto y rubro:
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"PRUEBAS, OMISIÓN DE ANÁLISIS DE LAS PRUEBAS PRESUNCIONAL E
INSTRUMENTAL DE ACTUACIONES. Carece de trascendencia jurídica que la junta no
analice expresamente las pruebas presuncional e instrumental de actuaciones, si el estudio de
las mismas se encuentra implícito en el que se hizo de las demás consideradas en el laudo
combatido."

El argumento expresado en la segunda parte del agravio que aquí se analiza, relativo a que no
se valoraron las contestaciones rendidas por las personas sujetas al procedimiento de que se
trata, resulta infundado, pues como se advierte de los considerandos noveno, décimo,
undécimo, duodécimo y décimo tercero, tal valoración sí se realizó, analizándose, en el caso
de cada persona, las contestaciones rendidas y los hechos que de las mismas se
deprendieron.

El CUARTO AGRAVIO propuesto por el Partido de la Revolución Democrática, relativo a que
este Consejo General se equivocó al aislar las notas periodísticas aportadas por el
denunciante de las demás pruebas que obran en autos, se estima parcialmente fundado pero
inoperante

En efecto, en los considerandos undécimo, duodécimo y decimotercero de la resolución
impugnada, se omitió adminicular las notas periodísticas identificadas con los números 7 y 8
del considerando séptimo del propio fallo, con las pruebas relacionadas con tres de los
ciudadanos denunciados; sin embargo, tal omisión ningún perjuicio generó al inconforme, en
razón de que, en el considerando décimo del fallo combatido, al adminicularse dichas pruebas
con las concernientes a los hechos atribuidos al ciudadano Miguel Márquez Márquez, se
determinó que tales notas periodísticas carecían del alcance probatorio que el denunciante les
pretende dar.

Considerando la similitud entre las imputaciones que el denunciante hizo a cuatro militantes del
Partido Acción Nacional, puede sostenerse que, de haberse llevado a cabo la concatenación
de pruebas omitida por este Consejo General, aun así se hubiera arribado a la misma
conclusión sobre la no demostración de los actos anticipados de precampaña denunciados por
el aquí recurrente.

QUINTO. Al haberse desestimado el recurso interpuesto por el Partido de la Revolución
Democrática, se estima innecesario hacer pronunciamiento alguno respecto de los alegatos
rendidos por los terceros interesados.

Por los razonamientos expuestos, y con fundamento, además, en los artículos 63, fracciones
XIII y XXV, 65, fracción IV, 294, 295, 296, 297, 327 y 328 del Código de Instituciones y
Procedimientos Electorales para el Estado de Guanajuato, se resuelve:

PRIMERO. Este Consejo General resultó competente para conocer y resolver el presente
recurso de revocación.

SEGUNDO. Por las razones expuestas en el considerando cuarto de este fallo, se confirma la
resolución CG/038/2010 del Consejo General del Instituto Electoral del Estado de Guanajuato.

TERCERO. Notifíquese personalmente al partido impugnante y a los terceros interesados.

Así lo resolvió por unanimidad el Consejo General del Instituto Electoral del Estado de
Guanajuato, y firman la presente resolución el Presidente del mismo y el Secretario que da fe.
Doy fe.”

SEGUNDO.- Inconforme con la resolución que antecede,

el Partido de la Revolución Democrática, por conducto de su

Presidente del Secretariado Estatal ante el Consejo General del

Instituto Electoral del Estado de Guanajuato, interpuso recurso de

revisión.-----------------------------------------------------------------------
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TERCERO.- El trece de julio de dos mil diez, se recibió en

esta Cuarta Sala Unitaria del Tribunal Electoral del Estado de

Guanajuato el recurso interpuesto por el Partido de la Revolución

Democrática, ordenándose formar el expediente respectivo, bajo el

número 01/2010-IV; una vez admitido, en la misma fecha se

notificó por estrados a los posibles terceros interesados y a la

autoridad señalada como responsable por oficio; así como a los

indicados por el recurrente como terceros interesados de manera

personal y de igual forma al impugnante.-------------------------------

En el acuerdo mencionado, se solicitó al Consejo General

del Instituto Electoral del Estado de Guanajuato, la remisión de

los expedientes formados con motivo de la Queja formulada por el

Presidente del Secretariado Estatal del Partido de la Revolución

Democrática, en contra del Partido Acción Nacional y de los

ciudadanos Fernando Torres Graciano, José Ángel Córdova

Villalobos, Ricardo Torres Origel, Francisco Ricardo Sheffield

Padilla y Miguel Márquez Márquez; así como del diverso formado

con motivo del recurso de revocación interpuesto por el Partido de

la Revolución Democrática, en contra de la resolución

CG/038/2010, aprobada en la sesión extraordinaria de fecha

nueve de junio del año en curso, celebrada por dicho organismo

administrativo electoral, identificado con el número

001/RR/2010.---------------------------------------------------------------

El anterior requerimiento fue cumplido por el

mencionado organismo administrativo electoral, en fecha catorce

de julio del año en curso. --------------------------------------------------

Además, en el mencionado proveído se admitieron como

pruebas del recurrente, las siguientes:----------------------------------

a) Certificación en 01 foja frente, suscrita por el Licenciado

Juan Carlos Cano Martínez, Secretario del Consejo General del

Instituto Electoral del Estado de Guanajuato, de fecha veintisiete

de enero de dos mil nueve; ------------------------------------------------
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b) Copias certificadas de la sesión extraordinaria efectuada

por el Consejo General del Instituto Electoral del Estado de

Guanajuato, celebrada con fecha nueve de junio de dos mil diez,

en la que se emitió la resolución a la queja interpuesta por el hoy

inconforme, en contra del Partido Acción Nacional y de los

ciudadanos Fernando Torres Graciano, José Ángel Córdova

Villalobos, Ricardo Torres Origel, Francisco Ricardo Sheffield

Padilla y Miguel Márquez Márquez, por la comisión de presuntas

irregularidades en materia electoral; y,----------------------------------

c) Copias certificadas de la resolución emitida por el Consejo

General del Instituto Electoral del Estado de Guanajuato, con

fecha treinta de junio de dos mil diez, en la que pronunció

resolución respecto del recurso de revocación interpuesto por el

hoy recurrente, en contra de la diversa recaída en fecha nueve de

junio del año en curso dentro de los autos de la queja instada por

éste, en contra del Partido Acción Nacional y de los ciudadanos

Fernando Torres Graciano, José Ángel Córdova Villalobos, Ricardo

Torres Origel, Francisco Ricardo Sheffield Padilla y Miguel

Márquez Márquez, por la comisión de presuntas irregularidades

en materia electoral.--------------------------------------------------------

En el auto de radicación se requirió al Partido Acción

Nacional, a los ciudadanos Fernando Torres Graciano, José Ángel

Córdova Villalobos, Ricardo Torres Origel, Francisco Ricardo

Sheffield Padilla y Miguel Márquez Márquez, así como a los demás

posibles interesados para que comparecieran a aportar pruebas o

alegaciones que estimaran pertinentes.---------------------------------

El quince de julio de dos mil nueve, los ciudadanos

Fernando Torres Graciano, José Ángel Córdova Villalobos, Ricardo

Torres Origel, Francisco Ricardo Sheffield Padilla, Miguel Márquez

Márquez y Fernando Torres Graciano, ostentándose éste último

como Presidente del Comité Directivo Estatal en Guanajuato, del

Partido Acción Nacional, comparecieron al sumario a expresar las

consideraciones que estimaron pertinentes en relación  al recurso
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interpuesto por el Partido de la Revolución Democrática, lo que

fue proveído de conformidad en esa misma fecha. --------------------

El ciudadano Fernando Torres Graciano manifestó lo

siguiente: ---------------------------------------------------------------------
“IV. ANTECEDENTES DEL ACTO O RESOLUCIÓN DE LOS QUE TENGA

CONOCIMIENTO EL PROMOVENTE.

1. Que en la sesión ordinaria de fecha 9 de junio de 2010, el Consejo General del Instituto
Electoral del Estado de Guanajuato aprobó la resolución CG/038/2010 recaída a la queja
presentada por el Partido de la Revolución Democrática en contra del Partido Acción
Nacional, de su dirigente estatal: Fernando Torres Graciano y de los ciudadanos Miguel
Márquez Márquez, José Ángel Córdova Villalobos, Ricardo Torres Origel y Francisco Ricardo
Sheffield Padilla, por presuntas irregularidades en materia electoral. La que de manera
acertada determinó como INFUNDADA.

2. Inconforme con el resultado del acuerdo o resolución  dictado con motivo de su queja, el
Partido de la Revolución Democrática interpuso el Recurso de Revocación en fecha 11 de
junio de 2010, al que recayó resolución dictada en fecha 30 de junio de 2010 por el Consejo
General del Instituto Electoral del Estado de Guanajuato, dentro del expediente 001/RR/2010
confirmando la resolución CG/038/2010 por las razones y fundamentos expresados en dicha
resolución.

V. RESPECTO A LA INDICACIÓN DE LOS PRECEPTOS LEGALES QUE CONSIDERA
VIOLADOS EL ACTOR.

La Autoridad señalada como responsable, no viola ninguna norma legal en agravio del
Partido accionante.

Sostenemos además que en base a la queja que origina el presente asunto, nunca quedó
acreditado, ni demostrado con plena eficaz y atingente en las actuaciones que conforman los
expedientes en que se actúa, que el Partido Acción Nacional o los CC. Miguel Márquez
Márquez, José Ángel Córdova Villalobos, Ricardo Torres Origel o Ricardo Sheffield Padilla,
así como el dirigente estatal del mismo Fernando Torres Graciano, en los actos públicos a
los que asisten, hayan realizado pronunciamientos tendientes a llamar a la ciudadanía o a
sus simpatizantes a apoyar su postulación para la elección de Gobernador del Estado de
Guanajuato en el año 2012, y que por ende, se haya violentado dispositivo legal comicial
alguno, no hay evidencia que alguno de los supra mencionados haya con conducta alguna
intentado “influir de manera ventajosa en la equidad de la competencia electoral” y que
“resulten sus actos en violación a los tiempos legales fijados para actividades de
precampaña o campaña”, por lo que debe desestimarse el recurso que presenta el partido
político impugnante.

VI. RESPECTO A LOS AGRAVIOS QUE MANIFIESTA EL ACTOR EN CUANDO A LA
RESOLUCIÓN IMPUGNADA.

Me permito dar contestación a los supuestos agravios que en forma deficiente y repetitiva
fueron esgrimidos por el Partido de la Revolución Democrática, formulando diversas
consideraciones en la vía de ALEGATOS, que a continuación se hacen valer:
1.- La parte actora NO SE MANIFIESTA CONCRETAMENTE RESPECTO A QUE LE
CAUSE AGRAVIO ALGÚN PUNTO RESOLUTIVO de la resolución dictada en fecha 30 de
junio del 2010 por el Consejo General del Instituto Electoral del Estado de Guanajuato,
dentro del expediente 001/RR/2010, no expresa razonamientos que tiendan a atacar los
fundamentos del fallo que pretende combatir, y no puede considerarse como expresión de
agravio, la simple manifestación de inconformidad a que alude su escrito aquí analizado, por
lo que, debe tenerse que tácitamente los ha consentido.

2.- Así mismo, en lo general y en relación a los supuestos agravios presentados por la parte
incoante, que versan sobre el hecho de que el Órgano Administrativo Electoral, no analiza de
manera correcta los agravios esgrimidos por el recurrente, es de considerarse que los
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argumentos presentados por el Partido actor, no son tales, esto es, no constituyen
verdaderos agravios, que como razonamientos legales ataquen el fundamento y motivación
de la resolución que pretenden combatir, sin embargo, sus apreciaciones fueron plenamente
analizados en la resolución recurrida 001/RR/2010, de manera exhaustiva, pues de la
adecuada lectura del contenido de la resolución recaída al recurso de revocación
001/RR/2010, se desprende de manera clara que ese acto administrativo electoral, se
encuentra debidamente fundado y motivado, y se expidió con apego a la exacta aplicación
de las disposiciones electorales contenidas en el Código de Instituciones y Procedimientos
Electorales para el Estado de Guanajuato, lo que da luz y razón a la sentencia emitida por el
Consejo General del Instituto Electoral del Estado de Guanajuato. Además de que el partido
inconforme, al presentar sus supuestos agravios, no los esgrime en el sentido de demostrar
la ilegalidad del acto reclamado, pues no ataca en sus puntos esenciales el acto o resolución
impugnada.

Ahora bien, es de señalarse también que en cuanto a su expresión de agravios, el Partido
inconforme, repite los que considera sus agravios, y que ya que fueron vertidos ante el
Consejo General del Instituto Electoral del Estado de Guanajuato.

Es importante resaltar que la Jurisprudencia definida por los Tribunales Federales, aplicable
respecto al tema, señala que el agravio es la parte del fallo que ofende del derecho del
recurrente, ofensa que no existiría si no envolviera la violación de un derecho, no en términos
generales o como subjetivamente lo estime el agraviado, sino de un derecho precisamente
consignado en la ley a su favor; y de aquí surge la necesidad que el recurrente tiene de
señalar es derecho y el motivo por el cual se causa agravio. Las resoluciones no pueden
objetarse en términos generales, y la falta de señalamiento, por el recurrente, de las normas
legales que en  su concepto fueran violadas por el Consejo General del Instituto Electoral del
Estado de Guanajuato, lo que imposibilita al H. Tribunal Electoral para pronunciar
resoluciones concretas sobre puntos que no le han sido sometidos, también de una manera
concreta.
Así las cosas, la expresión de agravios planteada por el ocursante, que repiten los vertidos
en el Recurso de Revocación, deben calificarse como inoperantes en observancia de la tesis
de la Novena Época, número 186809 visible en la página ciento 447, del Semanario Judicial
de la Federación de junio del año 2002 cuyo texto a continuación se transcribe:

AGRAVIOS EN RECONSIDERACIÓN. SON INOPERANTES SI REPRODUCEN LOS DEL
JUICIO DE INCONFORMIDAD.- Son inoperantes los argumentos que se expresen para
combatir la sentencia dictada en el juicio de inconformidad mediante recurso de
reconsideración cuando sólo constituyen la reproducción textual de los agravios expuestos
en primera instancia, en razón de que el cometido legal del recurso de reconsideración
consiste en analizar la constitucionalidad y la legalidad de las resoluciones de fondo emitidas
en el recurso de inconformidad, y que el medio técnico para ese objetivo radica en la
exposición de argumentos enderezados a demostrar ante el tribunal ad quem que la
resolución de primera instancia incurrió en infracciones por sus actitudes y omisiones, en la
apreciación de los hechos y de las pruebas, o en la aplicación del derecho, lo cual no se
satisface con una mera reiteración de lo manifestado como agravios en el juicio de
inconformidad, porque esta segunda instancia no es una repetición o renovación de la
primera, sino sólo una continuación de aquélla que se inicia precisamente con la solicitud del
ente legitimado en la forma que la ley, y la exposición de los motivos fundados que tiene para
no compartir la del a quo, estableciéndose así la materia de la decisión entre el fallo
combatido, por una parte, y la sentencia impugnada por el otro, y no entre la pretensión
directa del partido que fue actor, frente al acto de la autoridad electoral.

Además el promovente, persiste en la omisión de combatir frontal y razonadamente a través
de argumentos lógicos jurídicos las consideraciones legales que sustentan la resolución
reclamada, razón que provoca el que tales manifestaciones sean consideradas como
inoperantes de conformidad con lo establecido en la jurisprudencia número 173 aprobada por
la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en la página ciento 116, del Tomo VI, del
Apéndice al Semanario Judicial de la Federación que expresa lo siguiente:

CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. SON INOPERANTES SI NO ATACAN LOS
FUNDAMENTOS DEL FALLO RECLAMADOS. Si los conceptos de violación no atacan los
fundamentos del fallo impugnado, la Suprema Corte de Justicia no está en condiciones de
poder estudiar la inconstitucionalidad de dicho fallo, pues hacerlo equivaldría a suplir las
deficiencias de la queja en un caso no permitido legal ni constitucionalmente , si no se está
en los que autoriza la fracción II del artículo 107 reformado, de la Constitución Federal, y los
dos últimos párrafos del 76, también reformado, de la Ley de Amparo, cuando el acto
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reclamado no se funda en leyes declaradas inconstitucionales por la jurisprudencia de la
Suprema Corte, ni tampoco se trate de una queja en materia penal o en materia obrera en
que se encontrare que hubiere habido en contra del agraviado una violación manifiesta de la
ley que lo hubiera dejado sin defensa, ni menos se trate de un caso en materia penal en que
se hubiera juzgado al quejoso por una ley inexactamente aplicable.

3.- En especial y en el mismo orden presentados por el Partido actor, me permito manifestar
lo siguiente;

a) Tal como lo he manifestado, resulta incongruente de reclamaciones del actor, que éste
expresa como agravio primero, el que los considerandos primero, segundo y tercero de la
resolución impugnada no le causan agravios.

b) Como agravio segundo y su relacionado agravio quinto señala el actor, una falta de
exhaustividad en el considerando cuarto por una incompleta apreciación de los supuestos
argumentos hachos valer en sus recurso de revocación, empero tal como lo expresa el
Consejo General del Instituto Electoral del Estado de Guanajuato, no controvirtió los
razonamientos fundatorios y la motivación de la resolución CG/038/2010, por lo que de
manera adecuada el Pleno del Consejo General del Instituto Electoral, confirmó su resolución
impugnada. Lo que desde nuestra óptica es correcto con base en lo expuesto en diversas
ejecutorias de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de las cuales me permito citar la
jurisprudencia con número de registro 177264 de la Novena época, visible en la página 143
del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta número XXII de Septiembre del 2005
con el siguiente contenido:

LEYES. LA EXPRESIÓN DE LA CAUSA DE PEDIR NO BASTA PARA DESVIRTUAR LA
PRESUNCIÓN DE SU CONSTITUCIONALIDAD. La Suprema Corte de Justicia de la Nación
ha establecido para el estudio de los conceptos de violación o de loa agravios, según se
trate, basta con expresar la causa de pedir; sin embargo, ello no significa que los quejosos o
recurrentes puedan limitarse a realizar afirmaciones sin sustento, pues a ellos corresponde
exponer las razones por las cuales estiman inconstitucionales los actos reclamados. Por
tanto, en virtud de que toda ley goza de la presunción de constitucionalidad que es preciso
desvirtuar, en razón de la legitimidad de los órganos que la emiten, corresponde a quienes la
impugnan, la carga de la prueba, pues sólo así es posible analizar si la ley reclamada
contraviene o no la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Como se aprecia en el segundo agravio, el incoante, continúa realizando diversas
transcripciones de la resolución sin exponer algún argumento que desvirtúe y ataque
eficientemente tal acto de autoridad, esto es, no propone razonamientos lógico jurídicos
tendentes a atacar de manera fehaciente los actos de autoridad administrativa electoral, que
según dice, le causan agravio, sin aportar demostración alguna, y sólo realizando diversas
afirmaciones generales que nada prueban a su favor.

A mayor abundamiento, es menester señalar que en la página 6 de su escrito, el recurrente
señala que la autoridad administrativa electoral señalada como responsable, omite
pronunciarse sobre la certeza o falsedad de los hechos consignados en las notas
periodísticas, las que fueron calificadas de ineficaces por carecer de valor probatorio según
se observa ello de la resolución CG/038/2010, y por ello se deduce que este simple
argumento del actor, es inatendible, pues si bien el documento carece de valor probatorio y
en base a ello es calificado como inocuo probatoriamente por la autoridad, por mayoría de
razón se debe entender que no se hace calificación de un supuesto hecho consignado en el
mismo documento, como pretende hacer ver el actor confundiendo el contenido y el valor del
continente, aunado a que sustentó su queja en la sola existencia de notas periodísticas,
dando por válido y justificado lo ahí consignado, sin ningún otro elemento de apoyo que lo
expresado tales notas y por el director del diario Correo, lo que se aborda en el siguiente
punto, pues es parte del supuesto agravio que signa como tercero recurrente.

El Partido Actor solo expresa de nueva cuenta o repite sus conceptos de agravios vertidos en
el Agravio Tercero de su Recurso de Revocación, pues dicho Partido de la Revolución
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Democrática, de nueva cuenta pretende crear confusión en esta autoridad jurisdiccional,
cuando señala que de los informes rendidos por el Partido Acción Nacional, su dirigente
estatal y los cuatro militantes querellados, se desprenden lo que él da en llamar,
aceptaciones generales de los hechos querellados que aparecen consignados en las notas
periodísticas que sirvieron de base a la acción intentada por ese partido, y que desde su
ilegal pretensión y distorsión perceptiva, se acredita que los eventos aludidos sí sucedieron
en un tiempo y circunstancia determinado. Contrario a lo que manifiesta el accionante en su
escrito de revocación, para dictar la resolución que ahora es impugnada mediante este
Recurso de Revisión, el Consejo General del Instituto Electoral, valoró todas y cada una de
las probanzas ofrecidas por las partes en el procedimiento especial que instruyó.

Cabe precisar que se ha negado categóricamente que lo consignado en esas notas
periodísticas constituyeran actos anticipados de precampaña violatorios de la normatividad
electoral. Expresándose los argumentos por los que se afirmó no haber violentado ninguna
disposición legal en materia electoral por la cual los referidos querellados sean merecedores
de cualquier tipo de sanción. Por lo anterior, resulta falso que por cualquiera de ellos se haya
aceptado de manera general y se dice también de manera particular, la realización de algún
hecho considerado como acto anticipado de precampaña

c) El actor, en repetición de lo expuesto en su Recurso de Revocación, expresa ahora en este
Recurso de Revisión, en su punto de agravio tercero, que la autoridad resolutora debió
darle mayor valor indiciario a las notas periodísticas que hizo llegar el director del periódico el
Correo, en su escrito de contestación al requerimiento que el Consejo General del Instituto
Electoral del Estado de Guanajuato, le formuló en el procedimiento de queja, Pues según el
recurrente, con la contestación del director del citado medio de comunicación escrito, se
deben de tener por confirmados los hechos consignados en las notas de referencia, por
provenir, dice él refiriéndose al director del citado medio, de un testigo digno de credibilidad,
pues nunca negó o afirmó que dichas notas contuvieran hechos falsos o alejados  de la
realidad. En este sentido, el accionante llega a la conclusión equivocada, de que la
contestación rendida por el director del periódico en cita, le concede a las notas periodísticas
mayor valor indiciario y que tal situación opera a favor del partido recurrente. Ello es de suyo
falso pues ni siquiera es un testigo calificado a la luz de la legislación civil. Razón por la que
de manera contundente expresa el Consejo General del Instituto Electoral que el “contenido
del informe rendido por el Director del Periódico Correo no es idóneo para demostrar la
veracidad del contenido de las notas periodísticas base de la denuncia”. Se dice lo anterior,
porque el requerimiento que le fue formulado al director del medio de comunicación
multicitado, fue solamente para efectos de que remitiera en original las notas periodísticas
referidas en la queja, especificando, en el caso de cada una de ellas, si se trató de notas
cubiertas a solicitud o por invitación de alguna persona, precisando, en su caso, el nombre
de la persona o personas que hayan solicitad la cobertura de los hechos referidos en las
notas periodísticas, remisión y contestación que fue oportunamente hecha llegar a esta
causa por el director del medio precitado, y que fue debidamente incluida en la resolución a
la queja que ahora se impugna. Lo anterior es importante, toda vez que de ninguna manera
el requerimiento que le fue formulado al director en cita, lo fue para efectos  de que
contestara si los hechos que aparecen consignados en esas notas periodísticas resultaban
hechos falsos  o alejados de la realidad, y menos aún si su contenido era digno de
credibilidad. Razones por las que no debe dársele un alcance mayor como el que pretende el
Partido de la Revolución Democrática.

d) El actor, en repetición del Agravio Segundo de su Recurso de Revocación, expresa ahora
en este Recurso de Revisión, en su punto de agravio tercero, que para dictar su resolución el
Consejo General del Instituto Electoral del Estado de Guanajuato, aplicó en forma incorrecta,
según su parecer el principio de presunción de inocencia, afirmando que éste principio no es
propio del procedimiento “sui géneris” que se llevó en la presente causa, sino que el mismo
en todo caso debe ser considerado dentro del procedimiento sancionador. En este sentido,
tilda la resolución que ahora combate, de ilegal.
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Cabe señalar que no le asiste la razón al recurrente toda vez que el hecho de que la queja se
haya llevado a través de un procedimiento de naturaleza administrativa sin que lo sea
propiamente especial sancionador, ello no implica que las reglas del debido proceso deban
dejar de observarse, como pretende que así sea.  Corrobora mi afirmación el hecho de que
inclusive desde el acuerdo CG-021/2010 de fecha veinticuatro de marzo del presente año,
mediante el cual se acordó admitir la queja que hoy es materia de este recurso, se
establecieron las reglas sobre las que se sujetaría la substanciación de la queja en cita, -lo
que fue consentido por el propio partido impugnante-. Lo anterior a fin de respetar las
garantías de audiencia y de defensa, tanto del Partido Acción Nacional como de las personas
querelladas. Esta circunstancia es visible en el CONSIDERANDO SÉPTIMO del acuerdo
mencionado.

En este sentido, la pretensión buscada por el accionante, resulta ineficaz pues pretende que
su contraparte en la queja sea limitado en uno de sus derechos fundamentales que en el
debido proceso lo constituye, en la especie, el principio de presunción de inocencia, que
incluso es recogido en la tesis bajo el rubro: PRESUNCIÓN DE INOCENCIA. DEBE
RECONOCERSE ESTE DERECHO FUNDAMENTAL EN LOS PROCEDIMIENTOS
SANCIONADORES ELECTORALES, que esta autoridad electoral aplicó en forma correcta
en su resolución.

Es así, que la resolución al Recurso de Revocación, dictada por ese Consejo General del
Instituto Electoral del Estado de Guanajuato, confirmó la aplicación de manera correcta de
los principios generales garantistas al considerar la inocencia de los querellados, lo cual
sostuvo, toda vez que del caudal probatorio que obra en los antecedentes de este proceso,
no se desprendió elemento alguno que de manera lógica, crítica y en base a la experiencia,
llevara a la autoridad en cita a tener la convicción de que las conductas atribuibles a los
sujetos querellados, entre ellos el que aquí suscribe, constituyan efectivamente aquellas que
son violatorias de la normatividad electoral, específicamente la realización de actos
anticipados de precampaña.

e) Ahora bien, por lo que respecta al agravio sexto del escrito por el que presenta el actor su
Recurso de Revisión, el actor se duele de que no se haya considerado como prueba
superveniente la instrumental de actuaciones a fin de que se analizaran los alcances de las
contestaciones rendidas por los denunciados, es de señalarse que las mismas fueron
materia de pronunciamiento por el Consejo General, además que de acuerdo a la tesis
visible en la página 291 del Semanario Judicial de la Federación número XV de Enero de
1995, bajo el rubro “Pruebas instrumental de actuaciones y presuncional legal y humana, no
tienen vida propia las.” Éstas no tienen desahogo pues es un nombre que en la práctica se
ha desarrollado para las pruebas aportadas en el sumario.

f) Finalmente, por lo que ve al agravio séptimo expresado en el Recurso de Revisión del
Partido actor, éste manifiesta que el pronunciamiento sobre el cuarto agravio que hizo valer
en su Recurso de Revocación, fue indebidamente valorada por sustentarse en suposiciones
de la propia autoridad emisora del acto reclamado, pues vuelve a decir que las pruebas
debieron haber sido valoradas en su conjunto y de no de manera aislada como dice, se llevó
a cabo.

No le asiste la razón al accionante toda vez que la autoridad resolutora conforme a sus
atribuciones al momento de valorar las pruebas, consideró en principio, que las aportadas
por las partes constituían pruebas documentales privadas, sobre las cuales además se
pronunció en cuanto a lo que cada una de ellas alcanzaba  aprobar, aplicables además al
hecho concreto que pretendían demostrar y para lo cual fueron libremente ofrecidas por los
actores en este procedimiento. En este sentido, es incorrecta la apreciación sobre la que
parte el recurrente, al afirmar que todas las pruebas debieron de haberse adminiculado a
efecto de que esta autoridad llegara a la conclusión de que sí existían irregularidades
realizadas por los querellados. Se dice lo anterior porque no todas las pruebas tienen que ver
con el o los mismos hechos y con el o las mismas personas.”
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Por su parte, el ciudadano José Ángel Córdova Villalobos,

sostuvo:-----------------------------------------------------------------------
“IV. ANTECEDENTES DEL ACTO O RESOLUCIÓN DE LOS QUE TENGA

CONOCIMIENTO EL PROMOVENTE.

1. Que en la sesión ordinaria de fecha 9 de junio de 2010, el Consejo General del Instituto
Electoral del Estado de Guanajuato aprobó la resolución CG/038/2010 recaída a la queja
presentada por el Partido de la Revolución Democrática en contra del Partido Acción
Nacional, de su dirigente estatal: Fernando Torres Graciano y de los ciudadanos Miguel
Márquez Márquez, José Ángel Córdova Villalobos, Ricardo Torres Origel y Francisco Ricardo
Sheffield Padilla, por presuntas irregularidades en materia electoral. La que de manera
acertada determinó como INFUNDADA.

2. Inconforme con el resultado del acuerdo o resolución  dictado con motivo de su queja, el
Partido de la Revolución Democrática interpuso el Recurso de Revocación en fecha 11 de
junio de 2010, al que recayó resolución dictada en fecha 30 de junio de 2010 por el Consejo
General del Instituto Electoral del Estado de Guanajuato, dentro del expediente 001/RR/2010
confirmando la resolución CG/038/2010 por las razones y fundamentos expresados en dicha
resolución.

V. RESPECTO A LA INDICACIÓN DE LOS PRECEPTOS LEGALES QUE CONSIDERA
VIOLADOS EL ACTOR.

La Autoridad señalada como responsable, no viola ninguna norma legal en agravio del
Partido accionante.

Sostenemos además que en base a la queja que origina el presente asunto, nunca quedó
acreditado, ni demostrado con plena eficaz y atingente en las actuaciones que conforman los
expedientes en que se actúa, que el Partido Acción Nacional o los CC. Miguel Márquez
Márquez, José Ángel Córdova Villalobos, Ricardo Torres Origel o Ricardo Sheffield Padilla,
así como el dirigente estatal del mismo Fernando Torres Graciano, en los actos públicos a
los que asisten, hayan realizado pronunciamientos tendientes a llamar a la ciudadanía o a
sus simpatizantes a apoyar su postulación para la elección de Gobernador del Estado de
Guanajuato en el año 2012, y que por ende, se haya violentado dispositivo legal comicial
alguno, no hay evidencia que alguno de los supra mencionados haya con conducta alguna
intentado “influir de manera ventajosa en la equidad de la competencia electoral” y que
“resulten sus actos en violación a los tiempos legales fijados para actividades de
precampaña o campaña”, por lo que debe desestimarse el recurso que presenta el partido
político impugnante.

VI. RESPECTO A LOS AGRAVIOS QUE MANIFIESTA EL ACTOR EN CUANDO A LA
RESOLUCIÓN IMPUGNADA.

Me permito dar contestación a los supuestos agravios que en forma deficiente y repetitiva
fueron esgrimidos por el Partido de la Revolución Democrática, formulando diversas
consideraciones en la vía de ALEGATOS, que a continuación se hacen valer:
1.- La parte actora NO SE MANIFIESTA CONCRETAMENTE RESPECTO A QUE LE
CAUSE AGRAVIO ALGÚN PUNTO RESOLUTIVO de la resolución dictada en fecha 30 de
junio del 2010 por el Consejo General del Instituto Electoral del Estado de Guanajuato,
dentro del expediente 001/RR/2010, no expresa razonamientos que tiendan a atacar los
fundamentos del fallo que pretende combatir, y no puede considerarse como expresión de
agravio, la simple manifestación de inconformidad a que alude su escrito aquí analizado, por
lo que, debe tenerse que tácitamente los ha consentido.

2.- Así mismo, en lo general y en relación a los supuestos agravios presentados por la parte
incoante, que versan sobre el hecho de que el Órgano Administrativo Electoral, no analiza de
manera correcta los agravios esgrimidos por el recurrente, es de considerarse que los
argumentos presentados por el Partido actor, no son tales, esto es, no constituyen
verdaderos agravios, que como razonamientos legales ataquen el fundamento y motivación
de la resolución que pretenden combatir, sin embargo, sus apreciaciones fueron plenamente
analizados en la resolución recurrida 001/RR/2010, de manera exhaustiva, pues de la
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adecuada lectura del contenido de la resolución recaída al recurso de revocación
001/RR/2010, se desprende de manera clara que ese acto administrativo electoral, se
encuentra debidamente fundado y motivado, y se expidió con apego a la exacta aplicación
de las disposiciones electorales contenidas en el Código de Instituciones y Procedimientos
Electorales para el Estado de Guanajuato, lo que da luz y razón a la sentencia emitida por el
Consejo General del Instituto Electoral del Estado de Guanajuato. Además de que el partido
inconforme, al presentar sus supuestos agravios, no los esgrime en el sentido de demostrar
la  ilegalidad del acto reclamado, pues no ataca en sus puntos esenciales el acto o
resolución impugnada.

Ahora bien, es de señalarse también que en cuanto a su expresión de agravios, el Partido
inconforme, repite los que considera sus agravios, y que ya que fueron vertidos ante el
Consejo General del Instituto Electoral del Estado de Guanajuato.

Es importante resaltar que la Jurisprudencia definida por los Tribunales Federales, aplicable
respecto al tema, señala que el agravio es la parte del fallo que ofende del derecho del
recurrente, ofensa que no existiría si no envolviera la violación de un derecho, no en términos
generales o como subjetivamente lo estime el agraviado, sino de un derecho precisamente
consignado en la ley a su favor; y de aquí surge la necesidad que el recurrente tiene de
señalar es derecho y el motivo por el cual se causa agravio. Las resoluciones no pueden
objetarse en términos generales, y la falta de señalamiento, por el recurrente, de las normas
legales que en  su concepto fueran violadas por el Consejo General del Instituto Electoral del
Estado de Guanajuato, lo que imposibilita al H. Tribunal Electoral para pronunciar
resoluciones concretas sobre puntos que no le han sido sometidos, también de una manera
concreta.
Así las cosas, la expresión de agravios planteada por el ocursante, que repiten los vertidos
en el Recurso de Revocación, deben calificarse como inoperantes en observancia de la tesis
de la Novena Época, número 186809 visible en la página ciento 447, del Semanario Judicial
de la Federación de junio del año 2002 cuyo texto a continuación se transcribe:

AGRAVIOS EN RECONSIDERACIÓN. SON INOPERANTES SI REPRODUCEN LOS DEL
JUICIO DE INCONFORMIDAD.- Son inoperantes los argumentos que se expresen para
combatir la sentencia dictada en el juicio de inconformidad mediante recurso de
reconsideración cuando sólo constituyen la reproducción textual de los agravios expuestos
en primera instancia, en razón de que el cometido legal del recurso de reconsideración
consiste en analizar la constitucionalidad y la legalidad de las resoluciones de fondo emitidas
en el recurso de inconformidad, y que el medio técnico para ese objetivo radica en la
exposición de argumentos enderezados a demostrar ante el tribunal ad quem que la
resolución de primera instancia incurrió en infracciones por sus actitudes y omisiones, en la
apreciación de los hechos y de las pruebas, o en la aplicación del derecho, lo cual no se
satisface con una mera reiteración de lo manifestado como agravios en el juicio de
inconformidad, porque esta segunda instancia no es una repetición o renovación de la
primera, sino sólo una continuación de aquélla que se inicia precisamente con la solicitud del
ente legitimado en la forma que la ley, y la exposición de los motivos fundados que tiene para
no compartir la del a quo, estableciéndose así la materia de la decisión entre el fallo
combatido, por una parte, y la sentencia impugnada por el otro, y no entre la pretensión
directa del partido que fue actor, frente al acto de la autoridad electoral.

Además el promovente, persiste en la omisión de combatir frontal y razonadamente a través
de argumentos lógicos jurídicos las consideraciones legales que sustentan la resolución
reclamada, razón que provoca el que tales manifestaciones sean consideradas como
inoperantes de conformidad con lo establecido en la jurisprudencia número 173 aprobada por
la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en la página ciento 116, del Tomo VI, del
Apéndice al Semanario Judicial de la Federación que expresa lo siguiente:

CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. SON INOPERANTES SI NO ATACAN LOS
FUNDAMENTOS DEL FALLO RECLAMADOS. Si los conceptos de violación no atacan los
fundamentos del fallo impugnado, la Suprema Corte de Justicia no está en condiciones de
poder estudiar la inconstitucionalidad de dicho fallo, pues hacerlo equivaldría a suplir las
deficiencias de la queja en un caso no permitido legal ni constitucionalmente , si no se está
en los que autoriza la fracción II del artículo 107 reformado, de la Constitución Federal, y los
dos últimos párrafos del 76, también reformado, de la Ley de Amparo, cuando el acto
reclamado no se funda en leyes declaradas inconstitucionales por la jurisprudencia de la
Suprema Corte, ni tampoco se trate de una queja en materia penal o en materia obrera en
que se encontrare que hubiere habido en contra del agraviado una violación manifiesta de la
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ley que lo hubiera dejado sin defensa, ni menos se trate de un caso en materia penal en que
se hubiera juzgado al quejoso por una ley inexactamente aplicable.

3.- En especial y en el mismo orden presentados por el Partido actor, me permito manifestar
lo siguiente;

a) Tal como lo he manifestado, resulta incongruente de reclamaciones del actor, que éste
expresa como agravio primero, el que los considerandos primero, segundo y tercero de la
resolución impugnada no le causan agravios.

b) Como agravio segundo y su relacionado agravio quinto señala el actor, una falta de
exhaustividad en el considerando cuarto por una incompleta apreciación de los supuestos
argumentos hachos valer en sus recurso de revocación, empero tal como lo expresa el
Consejo General del Instituto Electoral del Estado de Guanajuato, no controvirtió los
razonamientos fundatorios y la motivación de la resolución CG/038/2010, por lo que de
manera adecuada el Pleno del Consejo General del Instituto Electoral, confirmó su resolución
impugnada. Lo que desde nuestra óptica es correcto con base en lo expuesto en diversas
ejecutorias de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de las cuales me permito citar la
jurisprudencia con número de registro 177264 de la Novena época, visible en la página 143
del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta número XXII de Septiembre del 2005
con el siguiente contenido:

LEYES. LA EXPRESIÓN DE LA CAUSA DE PEDIR NO BASTA PARA DESVIRTUAR LA
PRESUNCIÓN DE SU CONSTITUCIONALIDAD. La Suprema Corte de Justicia de la Nación
ha establecido para el estudio de los conceptos de violación o de loa agravios, según se
trate, basta con expresar la causa de pedir; sin embargo, ello no significa que los quejosos o
recurrentes puedan limitarse a realizar afirmaciones sin sustento, pues a ellos corresponde
exponer las razones por las cuales estiman inconstitucionales los actos reclamados. Por
tanto, en virtud de que toda ley goza de la presunción de constitucionalidad que es preciso
desvirtuar, en razón de la legitimidad de los órganos que la emiten, corresponde a quienes la
impugnan, la carga de la prueba, pues sólo así es posible analizar si la ley reclamada
contraviene o no la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Como se aprecia en el segundo agravio, el incoante, continúa realizando diversas
transcripciones de la resolución sin exponer algún argumento que desvirtúe y ataque
eficientemente tal acto de autoridad, esto es, no propone razonamientos lógico jurídicos
tendentes a atacar de manera fehaciente los actos de autoridad administrativa electoral, que
según dice, le causan agravio, sin aportar demostración alguna, y sólo realizando diversas
afirmaciones generales que nada prueban a su favor.

A mayor abundamiento, es menester señalar que en la página 6 de su escrito, el recurrente
señala que la autoridad administrativa electoral señalada como responsable, omite
pronunciarse sobre la certeza o falsedad de los hechos consignados en las notas
periodísticas, las que fueron calificadas de ineficaces por carecer de valor probatorio según
se observa ello de la resolución CG/038/2010, y por ello se deduce que este simple
argumento del actor, es inatendible, pues si bien el documento carece de valor probatorio y
en base a ello es calificado como inocuo probatoriamente por la autoridad, por mayoría de
razón se debe entender que no se hace calificación de un supuesto hecho consignado en el
mismo documento, como pretende hacer ver el actor confundiendo el contenido y el valor del
continente, aunado a que sustentó su queja en la sola existencia de notas periodísticas,
dando por válido y justificado lo ahí consignado, sin ningún otro elemento de apoyo que lo
expresado tales notas y por el director del diario Correo, lo que se aborda en el siguiente
punto, pues es parte del supuesto agravio que signa como tercero recurrente.

El Partido Actor solo expresa de nueva cuenta o repite sus conceptos de agravios vertidos en
el Agravio Tercero de su Recurso de Revocación, pues dicho Partido de la Revolución
Democrática, de nueva cuenta pretende crear confusión en esta autoridad jurisdiccional,
cuando señala que de los informes rendidos por el Partido Acción Nacional, su dirigente
estatal y los cuatro militantes querellados, se desprenden lo que él da en llamar,



36

aceptaciones generales de los hechos querellados que aparecen consignados en las notas
periodísticas que sirvieron de base a la acción intentada por ese partido, y que desde su
ilegal pretensión y distorsión perceptiva, se acredita que los eventos aludidos sí sucedieron
en un tiempo y circunstancia determinado. Contrario a lo que manifiesta el accionante en su
escrito de revocación, para dictar la resolución que ahora es impugnada mediante este
Recurso de Revisión, el Consejo General del Instituto Electoral, valoró todas y cada una de
las probanzas ofrecidas por las partes en el procedimiento especial que instruyó.

Cabe precisar que se ha negado categóricamente que lo consignado en esas notas
periodísticas constituyeran actos anticipados de precampaña violatorios de la normatividad
electoral. Expresándose los argumentos por los que se afirmó no haber violentado ninguna
disposición legal en materia electoral por la cual los referidos querellados sean merecedores
de cualquier tipo de sanción. Por lo anterior, resulta falso que por cualquiera de ellos se haya
aceptado de manera general y se dice también de manera particular, la realización de algún
hecho considerado como acto anticipado de precampaña

c) El actor, en repetición de lo expuesto en su Recurso de Revocación, expresa ahora en este
Recurso de Revisión, en su punto de agravio tercero, que la autoridad resolutora debió
darle mayor valor indiciario a las notas periodísticas que hizo llegar el director del periódico el
Correo, en su escrito de contestación al requerimiento que el Consejo General del Instituto
Electoral del Estado de Guanajuato, le formuló en el procedimiento de queja, Pues según el
recurrente, con la contestación del director del citado medio de comunicación escrito, se
deben de tener por confirmados los hechos consignados en las notas de referencia, por
provenir, dice él refiriéndose al director del citado medio, de un testigo digno de credibilidad,
pues nunca negó o afirmó que dichas notas contuvieran hechos falsos o alejados de la
realidad. En este sentido, el accionante llega a la conclusión equivocada, de que la
contestación rendida por el director del periódico en cita, le concede a las notas periodísticas
mayor valor indiciario y que tal situación opera a favor del partido recurrente. Ello es de suyo
falso pues ni siquiera es un testigo calificado a la luz de la legislación civil. Razón por la que
de manera contundente expresa el Consejo General del Instituto Electoral que el “contenido
del informe rendido por el Director del Periódico Correo no es idóneo para demostrar la
veracidad del contenido de las notas periodísticas base de la denuncia”. Se dice lo anterior,
porque el requerimiento que le fue formulado al director del medio de comunicación
multicitado, fue solamente para efectos de que remitiera en original las notas periodísticas
referidas en la queja, especificando, en el caso de cada una de ellas, si se trató de notas
cubiertas a solicitud o por invitación de alguna persona, precisando, en su caso, el nombre
de la persona o personas que hayan solicitad la cobertura de los hechos referidos en las
notas periodísticas, remisión y contestación que fue oportunamente hecha llegar a esta
causa por el director del medio precitado, y que fue debidamente incluida en la resolución a
la queja que ahora se impugna. Lo anterior es importante, toda vez que de ninguna manera
el requerimiento que le fue formulado al director en cita, lo fue para efectos  de que
contestara si los hechos que aparecen consignados en esas notas periodísticas resultaban
hechos falsos  o alejados de la realidad, y menos aún si su contenido era digno de
credibilidad. Razones por las que no debe dársele un alcance mayor como el que pretende el
Partido de la Revolución Democrática.

d) El actor, en repetición del Agravio Segundo de su Recurso de Revocación, expresa ahora
en este Recurso de Revisión, en su punto de agravio tercero, que para dictar su resolución el
Consejo General del Instituto Electoral del Estado de Guanajuato, aplicó en forma incorrecta,
según su parecer el principio de presunción de inocencia, afirmando que éste principio no es
propio del procedimiento “sui géneris” que se llevó en la presente causa, sino que el mismo
en todo caso debe ser considerado dentro del procedimiento sancionador. En este sentido,
tilda la resolución que ahora combate, de ilegal.

Cabe señalar que no le asiste la razón al recurrente toda vez que el hecho de que la queja se
haya llevado a través de un procedimiento de naturaleza administrativa sin que lo sea
propiamente especial sancionador, ello no implica que las reglas del debido proceso deban
dejar de observarse, como pretende que así sea.  Corrobora mi afirmación el hecho de que
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inclusive desde el acuerdo CG-021/2010 de fecha veinticuatro de marzo del presente año,
mediante el cual se acordó admitir la queja que hoy es materia de este recurso, se
establecieron las reglas sobre las que se sujetaría la substanciación de la queja en cita, -lo
que fue consentido por el propio partido impugnante-. Lo anterior a fin de respetar las
garantías de audiencia y de defensa, tanto del Partido Acción Nacional como de las personas
querelladas. Esta circunstancia es visible en el CONSIDERANDO SÉPTIMO del acuerdo
mencionado.

En este sentido, la pretensión buscada por el accionante, resulta ineficaz pues pretende que
su contraparte en la queja sea limitado en uno de sus derechos fundamentales que en el
debido proceso lo constituye, en la especie, el principio de presunción de inocencia, que
incluso es recogido en la tesis bajo el rubro: PRESUNCIÓN DE INOCENCIA. DEBE
RECONOCERSE ESTE DERECHO FUNDAMENTAL EN LOS PROCEDIMIENTOS
SANCIONADORES ELECTORALES, que esta autoridad electoral aplicó en forma correcta
en su resolución.

Es así, que la resolución al Recurso de Revocación, dictada por ese Consejo General del
Instituto Electoral del Estado de Guanajuato, confirmó la aplicación de manera correcta de
los principios generales garantistas al considerar la inocencia de los querellados, lo cual
sostuvo, toda vez que del caudal probatorio que obra en los antecedentes de este proceso,
no se desprendió elemento alguno que de manera lógica, crítica y en base a la experiencia,
llevara a la autoridad en cita a tener la convicción de que las conductas atribuibles a los
sujetos querellados, entre ellos el que aquí suscribe, constituyan efectivamente aquellas que
son violatorias de la normatividad electoral, específicamente la realización de actos
anticipados de precampaña.

e) Ahora bien, por lo que respecta al agravio sexto del escrito por el que presenta el actor su
Recurso de Revisión, el actor se duele de que no se haya considerado como prueba
superveniente la instrumental de actuaciones a fin de que se analizaran los alcances de las
contestaciones rendidas por los denunciados, es de señalarse que las mismas fueron
materia de pronunciamiento por el Consejo General, además que de acuerdo a la tesis
visible en la página 291 del Semanario Judicial de la Federación número XV de Enero de
1995, bajo el rubro “Pruebas instrumental de actuaciones y presuncional legal y humana, no
tienen vida propia las.” Éstas no tienen desahogo pues es un nombre que en la práctica se
ha desarrollado para las pruebas aportadas en el sumario.

f) Finalmente, por lo que ve al agravio séptimo expresado en el Recurso de Revisión del
Partido actor, éste manifiesta que el pronunciamiento sobre el cuarto agravio que hizo valer
en su Recurso de Revocación, fue indebidamente valorada por sustentarse en suposiciones
de la propia autoridad emisora del acto reclamado, pues vuelve a decir que las pruebas
debieron haber sido valoradas en su conjunto y de no de manera aislada como dice, se llevó
a cabo.

No le asiste la razón al accionante toda vez que la autoridad resolutora conforme a sus
atribuciones al momento de valorar las pruebas, consideró en principio, que las aportadas
por las partes constituían pruebas documentales privadas, sobre las cuales además se
pronunció en cuanto a lo que cada una de ellas alcanzaba  aprobar, aplicables además al
hecho concreto que pretendían demostrar y para lo cual fueron libremente ofrecidas por los
actores en este procedimiento. En este sentido, es incorrecta la apreciación sobre la que
parte el recurrente, al afirmar que todas las pruebas debieron de haberse adminiculado a
efecto de que esta autoridad llegara a la conclusión de que sí existían irregularidades
realizadas por los querellados. Se dice lo anterior porque no todas las pruebas tienen que ver
con el o los mismos hechos y con el o las mismas personas.”

En su ocurso, el ciudadano Ricardo Torres Origel,

manifestó lo siguiente:------------------------------------------------------
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“IV. ANTECEDENTES DEL ACTO O RESOLUCIÓN DE LOS QUE TENGA
CONOCIMIENTO EL PROMOVENTE.

1. Que en la sesión ordinaria de fecha 9 de junio de 2010, el Consejo General del Instituto
Electoral del Estado de Guanajuato aprobó la resolución CG/038/2010 recaída a la queja
presentada por el Partido de la Revolución Democrática en contra del Partido Acción Nacional,
de su dirigente estatal: Fernando Torres Graciano y de los ciudadanos Miguel Márquez
Márquez, José Ángel Córdova Villalobos, Ricardo Torres Origel y Francisco Ricardo Sheffield
Padilla, por presuntas irregularidades en materia electoral. La que de manera acertada
determinó como INFUNDADA.

2. Inconforme con el resultado del acuerdo o resolución  dictado con motivo de su queja, el
Partido de la Revolución Democrática interpuso el Recurso de Revocación en fecha 11 de
junio de 2010, al que recayó resolución dictada en fecha 30 de junio de 2010 por el Consejo
General del Instituto Electoral del Estado de Guanajuato, dentro del expediente 001/RR/2010
confirmando la resolución CG/038/2010 por las razones y fundamentos expresados en dicha
resolución.

V. RESPECTO A LA INDICACIÓN DE LOS PRECEPTOS LEGALES QUE CONSIDERA
VIOLADOS EL ACTOR.

La Autoridad señalada como responsable, no viola ninguna norma legal en agravio del
Partido accionante.

Sostenemos además que en base a la queja que origina el presente asunto, nunca quedó
acreditado, ni demostrado con plena eficaz y atingente en las actuaciones que conforman los
expedientes en que se actúa, que el Partido Acción Nacional o los CC. Miguel Márquez
Márquez, José Ángel Córdova Villalobos, Ricardo Torres Origel o Ricardo Sheffield Padilla,
así como el dirigente estatal del mismo Fernando Torres Graciano, en los actos públicos a
los que asisten, hayan realizado pronunciamientos tendientes a llamar a la ciudadanía o a
sus simpatizantes a apoyar su postulación para la elección de Gobernador del Estado de
Guanajuato en el año 2012, y que por ende, se haya violentado dispositivo legal comicial
alguno, no hay evidencia que alguno de los supra mencionados haya con conducta alguna
intentado “influir de manera ventajosa en la equidad de la competencia electoral” y que
“resulten sus actos en violación a los tiempos legales fijados para actividades de
precampaña o campaña”, por lo que debe desestimarse el recurso que presenta el partido
político impugnante.

VI. RESPECTO A LOS AGRAVIOS QUE MANIFIESTA EL ACTOR EN CUANDO A LA
RESOLUCIÓN IMPUGNADA.

Me permito dar contestación a los supuestos agravios que en forma deficiente y repetitiva
fueron esgrimidos por el Partido de la Revolución Democrática, formulando diversas
consideraciones en la vía de ALEGATOS, que a continuación se hacen valer:
1.- La parte actora NO SE MANIFIESTA CONCRETAMENTE RESPECTO A QUE LE
CAUSE AGRAVIO ALGÚN PUNTO RESOLUTIVO de la resolución dictada en fecha 30 de
junio del 2010 por el Consejo General del Instituto Electoral del Estado de Guanajuato,
dentro del expediente 001/RR/2010, no expresa razonamientos que tiendan a atacar los
fundamentos del fallo que pretende combatir, y no puede considerarse como expresión de
agravio, la simple manifestación de inconformidad a que alude su escrito aquí analizado, por
lo que, debe tenerse que tácitamente los ha consentido.

2.- Así mismo, en lo general y en relación a los supuestos agravios presentados por la parte
incoante, que versan sobre el hecho de que el Órgano Administrativo Electoral, no analiza de
manera correcta los agravios esgrimidos por el recurrente, es de considerarse que los
argumentos presentados por el Partido actor, no son tales, esto es, no constituyen
verdaderos agravios, que como razonamientos legales ataquen el fundamento y motivación
de la resolución que pretenden combatir, sin embargo, sus apreciaciones fueron plenamente
analizados en la resolución recurrida 001/RR/2010, de manera exhaustiva, pues de la
adecuada lectura del contenido de la resolución recaída al recurso de revocación
001/RR/2010, se desprende de manera clara que ese acto administrativo electoral, se
encuentra debidamente fundado y motivado, y se expidió con apego a la exacta aplicación
de las disposiciones electorales contenidas en el Código de Instituciones y Procedimientos
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Electorales para el Estado de Guanajuato, lo que da luz y razón a la sentencia emitida por el
Consejo General del Instituto Electoral del Estado de Guanajuato. Además de que el partido
inconforme, al presentar sus supuestos agravios, no los esgrime en el sentido de demostrar
la  ilegalidad del acto reclamado, pues no ataca en sus puntos esenciales el acto o
resolución impugnada.

Ahora bien, es de señalarse también que en cuanto a su expresión de agravios, el Partido
inconforme, repite los que considera sus agravios, y que ya que fueron vertidos ante el
Consejo General del Instituto Electoral del Estado de Guanajuato.

Es importante resaltar que la Jurisprudencia definida por los Tribunales Federales, aplicable
respecto al tema, señala que el agravio es la parte del fallo que ofende del derecho del
recurrente, ofensa que no existiría si no envolviera la violación de un derecho, no en términos
generales o como subjetivamente lo estime el agraviado, sino de un derecho precisamente
consignado en la ley a su favor; y de aquí surge la necesidad que el recurrente tiene de
señalar es derecho y el motivo por el cual se causa agravio. Las resoluciones no pueden
objetarse en términos generales, y la falta de señalamiento, por el recurrente, de las normas
legales que en  su concepto fueran violadas por el Consejo General del Instituto Electoral del
Estado de Guanajuato, lo que imposibilita al H. Tribunal Electoral para pronunciar
resoluciones concretas sobre puntos que no le han sido sometidos, también de una manera
concreta.
Así las cosas, la expresión de agravios planteada por el ocursante, que repiten los vertidos
en el Recurso de Revocación, deben calificarse como inoperantes en observancia de la tesis
de la Novena Época, número 186809 visible en la página ciento 447, del Semanario Judicial
de la Federación de junio del año 2002 cuyo texto a continuación se transcribe:

AGRAVIOS EN RECONSIDERACIÓN. SON INOPERANTES SI REPRODUCEN LOS DEL
JUICIO DE INCONFORMIDAD.- Son inoperantes los argumentos que se expresen para
combatir la sentencia dictada en el juicio de inconformidad mediante recurso de
reconsideración cuando sólo constituyen la reproducción textual de los agravios expuestos
en primera instancia, en razón de que el cometido legal del recurso de reconsideración
consiste en analizar la constitucionalidad y la legalidad de las resoluciones de fondo emitidas
en el recurso de inconformidad, y que el medio técnico para ese objetivo radica en la
exposición de argumentos enderezados a demostrar ante el tribunal ad quem que la
resolución de primera instancia incurrió en infracciones por sus actitudes y omisiones, en la
apreciación de los hechos y de las pruebas, o en la aplicación del derecho, lo cual no se
satisface con una mera reiteración de lo manifestado como agravios en el juicio de
inconformidad, porque esta segunda instancia no es una repetición o renovación de la
primera, sino sólo una continuación de aquélla que se inicia precisamente con la solicitud del
ente legitimado en la forma que la ley, y la exposición de los motivos fundados que tiene para
no compartir la del a quo, estableciéndose así la materia de la decisión entre el fallo
combatido, por una parte, y la sentencia impugnada por el otro, y no entre la pretensión
directa del partido que fue actor, frente al acto de la autoridad electoral.

Además el promovente, persiste en la omisión de combatir frontal y razonadamente a través
de argumentos lógicos jurídicos las consideraciones legales que sustentan la resolución
reclamada, razón que provoca el que tales manifestaciones sean consideradas como
inoperantes de conformidad con lo establecido en la jurisprudencia número 173 aprobada por
la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en la página ciento 116, del Tomo VI, del
Apéndice al Semanario Judicial de la Federación que expresa lo siguiente:

CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. SON INOPERANTES SI NO ATACAN LOS
FUNDAMENTOS DEL FALLO RECLAMADOS. Si los conceptos de violación no atacan los
fundamentos del fallo impugnado, la Suprema Corte de Justicia no está en condiciones de
poder estudiar la inconstitucionalidad de dicho fallo, pues hacerlo equivaldría a suplir las
deficiencias de la queja en un caso no permitido legal ni constitucionalmente , si no se está
en los que autoriza la fracción II del artículo 107 reformado, de la Constitución Federal, y los
dos últimos párrafos del 76, también reformado, de la Ley de Amparo, cuando el acto
reclamado no se funda en leyes declaradas inconstitucionales por la jurisprudencia de la
Suprema Corte, ni tampoco se trate de una queja en materia penal o en materia obrera en
que se encontrare que hubiere habido en contra del agraviado una violación manifiesta de la
ley que lo hubiera dejado sin defensa, ni menos se trate de un caso en materia penal en que
se hubiera juzgado al quejoso por una ley inexactamente aplicable.

3.- En especial y en el mismo orden presentados por el Partido actor, me permito manifestar
lo siguiente;
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a) Tal como lo he manifestado, resulta incongruente de reclamaciones del actor, que
éste expresa como agravio primero, el que los considerandos primero, segundo y tercero
de la resolución impugnada no le causan agravios.

b) Como agravio segundo y su relacionado agravio quinto señala el actor, una falta
de exhaustividad en el considerando cuarto por una incompleta apreciación de los supuestos
argumentos hachos valer en sus recurso de revocación, empero tal como lo expresa el
Consejo General del Instituto Electoral del Estado de Guanajuato, no controvirtió los
razonamientos fundatorios y la motivación de la resolución CG/038/2010, por lo que de
manera adecuada el Pleno del Consejo General del Instituto Electoral, confirmó su resolución
impugnada. Lo que desde nuestra óptica es correcto con base en lo expuesto en diversas
ejecutorias de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de las cuales me permito citar la
jurisprudencia con número de registro 177264 de la Novena época, visible en la página 143
del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta número XXII de Septiembre del 2005
con el siguiente contenido:

LEYES. LA EXPRESIÓN DE LA CAUSA DE PEDIR NO BASTA PARA DESVIRTUAR LA
PRESUNCIÓN DE SU CONSTITUCIONALIDAD. La Suprema Corte de Justicia de la Nación
ha establecido para el estudio de los conceptos de violación o de loa agravios, según se
trate, basta con expresar la causa de pedir; sin embargo, ello no significa que los quejosos o
recurrentes puedan limitarse a realizar afirmaciones sin sustento, pues a ellos corresponde
exponer las razones por las cuales estiman inconstitucionales los actos reclamados. Por
tanto, en virtud de que toda ley goza de la presunción de constitucionalidad que es preciso
desvirtuar, en razón de la legitimidad de los órganos que la emiten, corresponde a quienes la
impugnan, la carga de la prueba, pues sólo así es posible analizar si la ley reclamada
contraviene o no la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Como se aprecia en el segundo agravio, el incoante, continúa realizando diversas
transcripciones de la resolución sin exponer algún argumento que desvirtúe y ataque
eficientemente tal acto de autoridad, esto es, no propone razonamientos lógico jurídicos
tendentes a atacar de manera fehaciente los actos de autoridad administrativa electoral, que
según dice, le causan agravio, sin aportar demostración alguna, y sólo realizando diversas
afirmaciones generales que nada prueban a su favor.

A mayor abundamiento, es menester señalar que en la página 6 de su escrito, el recurrente
señala que la autoridad administrativa electoral señalada como responsable, omite
pronunciarse sobre la certeza o falsedad de los hechos consignados en las notas
periodísticas, las que fueron calificadas de ineficaces por carecer de valor probatorio según
se observa ello de la resolución CG/038/2010, y por ello se deduce que este simple
argumento del actor, es inatendible, pues si bien el documento carece de valor probatorio y
en base a ello es calificado como inocuo probatoriamente por la autoridad, por mayoría de
razón se debe entender que no se hace calificación de un supuesto hecho consignado en el
mismo documento, como pretende hacer ver el actor confundiendo el contenido y el valor del
continente, aunado a que sustentó su queja en la sola existencia de notas periodísticas,
dando por válido y justificado lo ahí consignado, sin ningún otro elemento de apoyo que lo
expresado tales notas y por el director del diario Correo, lo que se aborda en el siguiente
punto, pues es parte del supuesto agravio que signa como tercero recurrente.

El Partido Actor solo expresa de nueva cuenta o repite sus conceptos de agravios vertidos en
el Agravio Tercero de su Recurso de Revocación, pues dicho Partido de la Revolución
Democrática, de nueva cuenta pretende crear confusión en esta autoridad jurisdiccional,
cuando señala que de los informes rendidos por el Partido Acción Nacional, su dirigente
estatal y los cuatro militantes querellados, se desprenden lo que él da en llamar,
aceptaciones generales de los hechos querellados que aparecen consignados en las notas
periodísticas que sirvieron de base a la acción intentada por ese partido, y que desde su
ilegal pretensión y distorsión perceptiva, se acredita que los eventos aludidos sí sucedieron
en un tiempo y circunstancia determinado. Contrario a lo que manifiesta el accionante en su
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escrito de revocación, para dictar la resolución que ahora es impugnada mediante este
Recurso de Revisión, el Consejo General del Instituto Electoral, valoró todas y cada una de
las probanzas ofrecidas por las partes en el procedimiento especial que instruyó.

Cabe precisar que se ha negado categóricamente que lo consignado en esas notas
periodísticas constituyeran actos anticipados de precampaña violatorios de la normatividad
electoral. Expresándose los argumentos por los que se afirmó no haber violentado ninguna
disposición legal en materia electoral por la cual los referidos querellados sean merecedores
de cualquier tipo de sanción. Por lo anterior, resulta falso que por cualquiera de ellos se haya
aceptado de manera general y se dice también de manera particular, la realización de algún
hecho considerado como acto anticipado de precampaña

c) El actor, en repetición de lo expuesto en su Recurso de Revocación, expresa ahora en este
Recurso de Revisión, en su punto de agravio tercero, que la autoridad resolutora debió
darle mayor valor indiciario a las notas periodísticas que hizo llegar el director del periódico el
Correo, en su escrito de contestación al requerimiento que el Consejo General del Instituto
Electoral del Estado de Guanajuato, le formuló en el procedimiento de queja, Pues según el
recurrente, con la contestación del director del citado medio de comunicación escrito, se
deben de tener por confirmados los hechos consignados en las notas de referencia, por
provenir, dice él refiriéndose al director del citado medio, de un testigo digno de credibilidad,
pues nunca negó o afirmó que dichas notas contuvieran hechos falsos o alejados de la
realidad. En este sentido, el accionante llega a la conclusión equivocada, de que la
contestación rendida por el director del periódico en cita, le concede a las notas periodísticas
mayor valor indiciario y que tal situación opera a favor del partido recurrente. Ello es de suyo
falso pues ni siquiera es un testigo calificado a la luz de la legislación civil. Razón por la que
de manera contundente expresa el Consejo General del Instituto Electoral que el “contenido
del informe rendido por el Director del Periódico Correo no es idóneo para demostrar la
veracidad del contenido de las notas periodísticas base de la denuncia”. Se dice lo anterior,
porque el requerimiento que le fue formulado al director del medio de comunicación
multicitado, fue solamente para efectos de que remitiera en original las notas periodísticas
referidas en la queja, especificando, en el caso de cada una de ellas, si se trató de notas
cubiertas a solicitud o por invitación de alguna persona, precisando, en su caso, el nombre
de la persona o personas que hayan solicitad la cobertura de los hechos referidos en las
notas periodísticas, remisión y contestación que fue oportunamente hecha llegar a esta
causa por el director del medio precitado, y que fue debidamente incluida en la resolución a
la queja que ahora se impugna. Lo anterior es importante, toda vez que de ninguna manera
el requerimiento que le fue formulado al director en cita, lo fue para efectos  de que
contestara si los hechos que aparecen consignados en esas notas periodísticas resultaban
hechos falsos  o alejados de la realidad, y menos aún si su contenido era digno de
credibilidad. Razones por las que no debe dársele un alcance mayor como el que pretende el
Partido de la Revolución Democrática.

d) El actor, en repetición del Agravio Segundo de su Recurso de Revocación, expresa ahora
en este Recurso de Revisión, en su punto de agravio tercero, que para dictar su resolución el
Consejo General del Instituto Electoral del Estado de Guanajuato, aplicó en forma incorrecta,
según su parecer el principio de presunción de inocencia, afirmando que éste principio no es
propio del procedimiento “sui géneris” que se llevó en la presente causa, sino que el mismo
en todo caso debe ser considerado dentro del procedimiento sancionador. En este sentido,
tilda la resolución que ahora combate, de ilegal.

Cabe señalar que no le asiste la razón al recurrente toda vez que el hecho de que la queja se
haya llevado a través de un procedimiento de naturaleza administrativa sin que lo sea
propiamente especial sancionador, ello no implica que las reglas del debido proceso deban
dejar de observarse, como pretende que así sea.  Corrobora mi afirmación el hecho de que
inclusive desde el acuerdo CG-021/2010 de fecha veinticuatro de marzo del presente año,
mediante el cual se acordó admitir la queja que hoy es materia de este recurso, se
establecieron las reglas sobre las que se sujetaría la substanciación de la queja en cita, -lo
que fue consentido por el propio partido impugnante-. Lo anterior a fin de respetar las
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garantías de audiencia y de defensa, tanto del Partido Acción Nacional como de las personas
querelladas. Esta circunstancia es visible en el CONSIDERANDO SÉPTIMO del acuerdo
mencionado.

En este sentido, la pretensión buscada por el accionante, resulta ineficaz pues pretende que
su contraparte en la queja sea limitado en uno de sus derechos fundamentales que en el
debido proceso lo constituye, en la especie, el principio de presunción de inocencia, que
incluso es recogido en la tesis bajo el rubro: PRESUNCIÓN DE INOCENCIA. DEBE
RECONOCERSE ESTE DERECHO FUNDAMENTAL EN LOS PROCEDIMIENTOS
SANCIONADORES ELECTORALES, que esta autoridad electoral aplicó en forma correcta
en su resolución.

Es así, que la resolución al Recurso de Revocación, dictada por ese Consejo General del
Instituto Electoral del Estado de Guanajuato, confirmó la aplicación de manera correcta de
los principios generales garantistas al considerar la inocencia de los querellados, lo cual
sostuvo, toda vez que del caudal probatorio que obra en los antecedentes de este proceso,
no se desprendió elemento alguno que de manera lógica, crítica y en base a la experiencia,
llevara a la autoridad en cita a tener la convicción de que las conductas atribuibles a los
sujetos querellados, entre ellos el que aquí suscribe, constituyan efectivamente aquellas que
son violatorias de la normatividad electoral, específicamente la realización de actos
anticipados de precampaña.

e) Ahora bien, por lo que respecta al agravio sexto del escrito por el que presenta el actor su
Recurso de Revisión, el actor se duele de que no se haya considerado como prueba
superveniente la instrumental de actuaciones a fin de que se analizaran los alcances de las
contestaciones rendidas por los denunciados, es de señalarse que las mismas fueron
materia de pronunciamiento por el Consejo General, además que de acuerdo a la tesis
visible en la página 291 del Semanario Judicial de la Federación número XV de Enero de
1995, bajo el rubro “Pruebas instrumental de actuaciones y presuncional legal y humana, no
tienen vida propia las.” Éstas no tienen desahogo pues es un nombre que en la práctica se
ha desarrollado para las pruebas aportadas en el sumario.

f) Finalmente, por lo que ve al agravio séptimo expresado en el Recurso de Revisión del
Partido actor, éste manifiesta que el pronunciamiento sobre el cuarto agravio que hizo valer
en su Recurso de Revocación, fue indebidamente valorada por sustentarse en suposiciones
de la propia autoridad emisora del acto reclamado, pues vuelve a decir que las pruebas
debieron haber sido valoradas en su conjunto y de no de manera aislada como dice, se llevó
a cabo.

No le asiste la razón al accionante toda vez que la autoridad resolutora conforme a sus
atribuciones al momento de valorar las pruebas, consideró en principio, que las aportadas
por las partes constituían pruebas documentales privadas, sobre las cuales además se
pronunció en cuanto a lo que cada una de ellas alcanzaba  aprobar, aplicables además al
hecho concreto que pretendían demostrar y para lo cual fueron libremente ofrecidas por los
actores en este procedimiento. En este sentido, es incorrecta la apreciación sobre la que
parte el recurrente, al afirmar que todas las pruebas debieron de haberse adminiculado a
efecto de que esta autoridad llegara a la conclusión de que sí existían irregularidades
realizadas por los querellados. Se dice lo anterior porque no todas las pruebas tienen que ver
con el o los mismos hechos y con el o las mismas personas.”

El ciudadano Francisco Ricardo Sheffield Padilla, expuso

lo siguiente:------------------------------------------------------------------
“IV. ANTECEDENTES DEL ACTO O RESOLUCIÓN DE LOS QUE TENGA

CONOCIMIENTO EL PROMOVENTE.

1. Que en la sesión ordinaria de fecha 9 de junio de 2010, el Consejo General del
Instituto Electoral del Estado de Guanajuato aprobó la resolución CG/038/2010 recaída a la
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queja presentada por el Partido de la Revolución Democrática en contra del Partido Acción
Nacional, de su dirigente estatal: Fernando Torres Graciano y de los ciudadanos Miguel
Márquez Márquez, José Ángel Córdova Villalobos, Ricardo Torres Origel y Francisco Ricardo
Sheffield Padilla, por presuntas irregularidades en materia electoral. La que de manera
acertada determinó como INFUNDADA.

2. Inconforme con el resultado del acuerdo o resolución  dictado con motivo de su
queja, el Partido de la Revolución Democrática interpuso el Recurso de Revocación en fecha
11 de junio de 2010, al que recayó resolución dictada en fecha 30 de junio de 2010 por el
Consejo General del Instituto Electoral del Estado de Guanajuato, dentro del expediente
001/RR/2010 confirmando la resolución CG/038/2010 por las razones y fundamentos
expresados en dicha resolución.

V. RESPECTO A LA INDICACIÓN DE LOS PRECEPTOS LEGALES QUE CONSIDERA
VIOLADOS EL ACTOR.

La Autoridad señalada como responsable, no viola ninguna norma legal en agravio del
Partido accionante.

VI. RESPECTO A LOS AGRAVIOS QUE MANIFIESTA EL ACTOR EN CUANDO A LA
RESOLUCIÓN IMPUGNADA.

Me permito dar contestación a los supuestos agravios que en forma deficiente y repetitiva
fueron esgrimidos por el Partido de la Revolución Democrática, formulando diversas
consideraciones en la vía de ALEGATOS, que a continuación se hacen valer:
1.- La parte actora NO SE MANIFIESTA RESPECTO A QUE LE CAUSE AGRAVIO ALGÚN
PUNTO RESOLUTIVO de la resolución dictada en fecha 30 de junio del 2010 por el Consejo
General del Instituto Electoral del Estado de Guanajuato, dentro del expediente
001/RR/2010, por lo que, tácitamente los ha aceptado.

2.- Así mismo, en lo general y en relación a los agravios presentados por la parte incoante,
que versan sobre el hecho de que el Órgano Administrativo Electoral, no analiza de manera
correcta los agravios esgrimidos por el recurrente, es de considerarse que los argumentos
presentados por el Partido actor, no son tales, esto es, no constituyen agravios, sin embargo,
sus apreciaciones fueron plenamente analizados en la resolución recurrida 001/RR/2010, de
manera exhaustiva, pues de la adecuada lectura del contenido de la resolución recaída al
recurso de revocación 001/RR/2010, se desprende de manera clara que ese acto
administrativo electoral, se encuentra fundado y motivado con apego a la exacta aplicación
de las disposiciones electorales contenidas en el Código de Instituciones y Procedimientos
Electorales para el Estado de Guanajuato, lo que da luz y razón a la sentencia emitida por el
Consejo General del Instituto Electoral del Estado de Guanajuato. Además de que el partido
inconforme, al presentar sus supuestos agravios, no los esgrime en el sentido de demostrar
la ilegalidad del acto reclamado, pues no ataca en sus puntos esenciales el acto o resolución
impugnada.

Ahora bien, es de señalarse también que en cuanto a su expresión de agravios, el Partido
inconforme, repite los agravios, vertidos ante el Consejo General del Instituto Electoral del
Estado de Guanajuato.

Así las cosas, la expresión de agravios planteada por el ocursante, que repiten los vertidos
en el Recurso de Revocación, deben calificarse como inoperantes en observancia de la tesis
de la Novena Época, número 186809 visible en la página ciento 447, del Semanario Judicial
de la Federación de junio del año 2002 cuyo texto a continuación se transcribe:

AGRAVIOS EN RECONSIDERACIÓN. SON INOPERANTES SI REPRODUCEN LOS DEL
JUICIO DE INCONFORMIDAD.- Son inoperantes los argumentos que se expresen para
combatir la sentencia dictada en el juicio de inconformidad mediante recurso de
reconsideración cuando sólo constituyen la reproducción textual de los agravios expuestos
en primera instancia, en razón de que el cometido legal del recurso de reconsideración
consiste en analizar la constitucionalidad y la legalidad de las resoluciones de fondo emitidas
en el recurso de inconformidad, y que el medio técnico para ese objetivo radica en la
exposición de argumentos enderezados a demostrar ante el tribunal ad quem que la
resolución de primera instancia incurrió en infracciones por sus actitudes y omisiones, en la
apreciación de los hechos y de las pruebas, o en la aplicación del derecho, lo cual no se
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satisface con una mera reiteración de lo manifestado como agravios en el juicio de
inconformidad, porque esta segunda instancia no es una repetición o renovación de la
primera, sino sólo una continuación de aquélla que se inicia precisamente con la solicitud del
ente legitimado en la forma que la ley, y la exposición de los motivos fundados que tiene para
no compartir la del a quo, estableciéndose así la materia de la decisión entre el fallo
combatido, por una parte, y la sentencia impugnada por el otro, y no entre la pretensión
directa del partido que fue actor, frente al acto de la autoridad electoral.

Además el promovente, persiste en la omisión de combatir frontalmente a través de
argumentos lógicos jurídicos las consideraciones legales que sustentan la resolución
reclamada, razón que provoca el que tales manifestaciones sean consideradas como
inoperantes de conformidad con lo establecido en la jurisprudencia número 173 aprobada por
la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en la página ciento 116, del Tomo VI, del
Apéndice al Semanario Judicial de la Federación que expresa lo siguiente:

CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. SON INOPERANTES SI NO ATACAN LOS
FUNDAMENTOS DEL FALLO RECLAMADOS. Si los conceptos de violación no atacan los
fundamentos del fallo impugnado, la Suprema Corte de Justicia no está en condiciones de
poder estudiar la inconstitucionalidad de dicho fallo, pues hacerlo equivaldría a suplir las
deficiencias de la queja en un caso no permitido legal ni constitucionalmente , si no se está
en los que autoriza la fracción II del artículo 107 reformado, de la Constitución Federal, y los
dos últimos párrafos del 76, también reformado, de la Ley de Amparo, cuando el acto
reclamado no se funda en leyes declaradas inconstitucionales por la jurisprudencia de la
Suprema Corte, ni tampoco se trate de una queja en materia penal o en materia obrera en
que se encontrare que hubiere habido en contra del agraviado una violación manifiesta de la
ley que lo hubiera dejado sin defensa, ni menos se trate de un caso en materia penal en que
se hubiera juzgado al quejoso por una ley inexactamente aplicable.

3.- En especial y en el mismo orden presentados por el Partido actor, me permito manifestar
lo siguiente;

a) Tal como lo he manifestado, en la discrepancia de reclamaciones del actor, expresa
como agravio primero, el que los considerandos primero, segundo y tercero de la resolución
impugnada no le causan agravios.

b) Como agravio segundo y su relacionado agravio quinto señala el actor, una falta
de exhaustividad en el considerando cuarto por una incompleta apreciación de los supuestos
argumentos hachos valer en sus recurso de revocación, empero tal como lo expresa el
Consejo General del Instituto Electoral del Estado de Guanajuato, no controvirtió los
razonamientos fundados y motivados de la resolución CG/038/2010, por lo que de manera
adecuada el Pleno del Consejo General del Instituto Electoral, confirmó su resolución
impugnada. Lo que desde mi óptica es correcto con base en lo expuesto en diversas
ejecutorias de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de las cuales me permito citar la
jurisprudencia con número de registro 177264 de la Novena época, visible en la página 143
del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta número XXII de Septiembre del 2005
con el siguiente contenido:

LEYES. LA EXPRESIÓN DE LA CAUSA DE PEDIR NO BASTA PARA DESVIRTUAR LA
PRESUNCIÓN DE SU CONSTITUCIONALIDAD. La Suprema Corte de Justicia de la Nación
ha establecido para el estudio de los conceptos de violación o de loa agravios, según se
trate, basta con expresar la causa de pedir; sin embargo, ello no significa que los quejosos o
recurrentes puedan limitarse a realizar afirmaciones sin sustento, pues a ellos corresponde
exponer las razones por las cuales estiman inconstitucionales los actos reclamados. Por
tanto, en virtud de que toda ley goza de la presunción de constitucionalidad que es preciso
desvirtuar, en razón de la legitimidad de los órganos que la emiten, corresponde a quienes la
impugnan, la carga de la prueba, pues sólo así es posible analizar si la ley reclamada
contraviene o no la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Como se aprecia en el segundo agravio, el incoante, continúa realizando diversas
transcripciones de la resolución sin realizar ningún argumento que desvirtúe tal acto de
autoridad, esto es, no manifiesta razonamientos lógico jurídicos tendentes a atacar de
manera fehaciente los actos de la autoridad administrativa electoral, que según dice, le
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causan agravio, sin demostración alguna, y solo realizando diversas afirmaciones generales
que nada prueban

A mayor abundamiento, es menester señalar que en la página 6 de su escrito, el recurrente
señala que la autoridad administrativa electoral señalada como responsable, omite
pronunciarse sobre la certeza o falsedad de los hechos consignados en las notas
periodísticas, las que fueron calificadas de carencia en la resolución CG/038/2010, se
deduce que este simple argumento del actor, es inatendible, pues si bien el documento
carece de valor probatorio es calificado como tal por la autoridad, por mayoría de razón no se
hace calificación de un supuesto hecho consignado en el mismo documento, como pretende
hacer ver el actor confundiendo el contenido y el valor del continente, aunado a que sustentó
su queja en notas periodísticas, dando por existente lo ahí consignado, sin ningún otro
elemento de apoyo que lo expresado por él y por el director del diario Correo, lo que se
aborda en el siguiente punto, pues es parte del supuesto agravio que signa como tercero
recurrente.

El Partido Actor solo expresa de nueva cuenta o repite sus conceptos de agravios vertidos en
el Agravio Tercero de su Recurso de Revocación, pues dicho Partido de la Revolución
Democrática, de nueva cuenta pretende crear confusión en esta autoridad jurisdiccional,
cuando señala que de los informes rendidos por el Partido Acción Nacional, su dirigente
estatal y los cuatro militantes querellados, se desprenden lo que él da en llamar,
aceptaciones generales de los hechos querellados que aparecen consignados en las notas
periodísticas que sirvieron de base a la acción por ese partido intentada, y que desde su
ilegal pretensión y distorsión perceptiva, se acredita que los eventos aludidos sí sucedieron
en un tiempo y circunstancia determinado. Contrario a lo que manifiesta el accionante en su
escrito de revocación, para dictar la resolución que ahora es impugnada mediante este
Recurso de Revisión, el Consejo General del Instituto Electoral, valoró todas y cada una de
las probanzas ofrecidas por las partes en el procedimiento especial que instruyó.

Cabe precisar que se ha negado categóricamente que lo consignado en esas notas
periodísticas constituyeran actos anticipados de precampaña violatorios de la normatividad
electoral. Expresándose los argumentos por los que se afirmó no haber violentado ninguna
disposición legal en materia electoral por la cual sea merecedor de cualquier tipo de sanción.
Por lo anterior, resulta falso que el suscrito haya aceptado de manera general y se dice
también de manera particular, la realización de algún hecho considerado como acto
anticipado de precampaña

c) El actor, en repetición de lo expuesto en su Recurso de Revocación, expresa ahora en este
Recurso de Revisión, en su punto de agravio tercero, que la autoridad resolutora debió
darle mayor valor indiciario a las notas periodísticas que hizo llegar el director del periódico el
Correo, en su escrito de contestación al requerimiento que el Consejo General del Instituto
Electoral del Estado de Guanajuato, le formuló en el procedimiento de queja, Pues según el
recurrente, con la contestación del director del citado medio de comunicación escrito, se
deben de tener por confirmados los hechos consignados en las notas de referencia, por
provenir, dice él refiriéndose al director del citado medio, de un testigo digno de credibilidad,
pues nunca negó o afirmó que dichas notas contuvieran hechos falsos o alejados de la
realidad. En este sentido, el accionante llega a la conclusión equivocada, de que la
contestación rendida por el director del periódico en cita, le concede a las notas periodísticas
mayor valor indiciario y que tal situación opera a favor del partido recurrente. Ello es de suyo
falso pues ni siquiera es un testigo calificado a la luz de la legislación civil. Razón por la que
de manera contundente expresa el Consejo General del Instituto Electoral que el “contenido
del informe rendido por el Director del Periódico Correo no es idóneo para demostrar la
veracidad del contenido de las notas periodísticas base de la denuncia”. Se dice lo anterior,
porque el requerimiento que le fue formulado al director del medio de comunicación
multicitado, fue solamente para efectos de que remitiera en original las notas periodísticas
referidas en la queja, especificando, en el caso de cada una de ellas, si se trató de notas
cubiertas a solicitud o por invitación de alguna persona, precisando, en su caso, el nombre
de la persona o personas que hayan solicitad la cobertura de los hechos referidos en las
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notas periodísticas, remisión y contestación que fue oportunamente hecha llegar a esta
causa por el director del medio precitado, y que fue debidamente incluida en la resolución a
la queja que ahora se impugna. Lo anterior es importante, toda vez que de ninguna manera
el requerimiento que le fue formulado al director en cita, lo fue para efectos  de que
contestara si los hechos que aparecen consignados en esas notas periodísticas resultaban
hechos falsos  o alejados de la realidad, y menos aún si su contenido era digno de
credibilidad. Razones por las que no debe dársele un alcance mayor como el que pretende el
Partido de la Revolución Democrática.

d) El actor, en repetición del Agravio Segundo de su Recurso de Revocación, expresa ahora
en este Recurso de Revisión, en su punto de agravio tercero, que para dictar su resolución el
Consejo General del Instituto Electoral del Estado de Guanajuato, aplicó en forma incorrecta,
según su parecer el principio de presunción de inocencia, afirmando que éste principio no es
propio del procedimiento “sui géneris” que se llevó en la presente causa, sino que el mismo
en todo caso debe ser considerado dentro del procedimiento sancionador. En este sentido,
tilda la resolución que ahora combate, de ilegal.

Cabe señalar que no le asiste la razón al recurrente toda vez que el hecho de que la queja se
haya llevado a través de un procedimiento de naturaleza administrativa sin que lo sea
propiamente especial sancionador, ello no implica que las reglas del debido proceso deban
dejar de observarse, como pretende que así sea.  Corrobora mi afirmación el hecho de que
inclusive desde el acuerdo CG-021/2010 de fecha veinticuatro de marzo del presente año,
mediante el cual se acordó admitir la queja que hoy es materia de este recurso, se
establecieron las reglas sobre las que se sujetaría la substanciación de la queja en cita, -lo
que fue consentido por el propio partido impugnante-. Lo anterior a fin de respetar las
garantías de audiencia y de defensa, tanto del Partido Acción Nacional como de las personas
querelladas. Esta circunstancia es visible en el CONSIDERANDO SÉPTIMO del acuerdo
mencionado.

En este sentido, la pretensión buscada por el accionante, resulta ineficaz pues pretende que
su contraparte en la queja sea limitado en uno de sus derechos fundamentales que en el
debido proceso lo constituye, en la especie, el principio de presunción de inocencia, que
incluso es recogido en la tesis bajo el rubro: PRESUNCIÓN DE INOCENCIA. DEBE
RECONOCERSE ESTE DERECHO FUNDAMENTAL EN LOS PROCEDIMIENTOS
SANCIONADORES ELECTORALES, que esta autoridad electoral aplicó en forma correcta
en su resolución.

Es así, que la resolución al Recurso de Revocación, dictada por ese Consejo General del
Instituto Electoral del Estado de Guanajuato, confirmó la aplicación de manera correcta de
los principios generales garantistas al considerar la inocencia de los querellados, lo cual
sostuvo, toda vez que del caudal probatorio que obra en los antecedentes de este proceso,
no se desprendió elemento alguno que de manera lógica, crítica y en base a la experiencia,
llevara a la autoridad en cita a tener la convicción de que las conductas atribuibles a los
sujetos querellados, entre ellos el que aquí suscribe, constituyan efectivamente aquellas que
son violatorias de la normatividad electoral, específicamente la realización de actos
anticipados de precampaña.

e) Ahora bien, por lo que respecta al agravio sexto del escrito por el que presenta el actor su
Recurso de Revisión, el actor se duele de que no se haya considerado como prueba
superveniente la instrumental de actuaciones a fin de que se analizaran los alcances de las
contestaciones rendidas por los denunciados, es de señalarse que las mismas fueron
materia de pronunciamiento por el Consejo General, además que de acuerdo a la tesis
visible en la página 291 del Semanario Judicial de la Federación número XV de Enero de
1995, bajo el rubro “Pruebas instrumental de actuaciones y presuncional legal y humana, no
tienen vida propia las.” Éstas no tienen desahogo pues es un nombre que en la práctica se
ha desarrollado para las pruebas aportadas en el sumario.



47

f) Finalmente, por lo que ve al agravio séptimo expresado en el Recurso de Revisión del
Partido actor, éste manifiesta que el pronunciamiento sobre el cuarto agravio que hizo valer
en su Recurso de Revocación, fue indebidamente valorada por sustentarse en suposiciones
de la propia autoridad emisora del acto reclamado, pues vuelve a decir que las pruebas
debieron haber sido valoradas en su conjunto y de no de manera aislada como dice, se llevó
a cabo.

No le asiste la razón al accionante toda vez que la autoridad resolutora conforme a sus
atribuciones al momento de valorar las pruebas, consideró en principio, que las aportadas
por las partes constituían pruebas documentales privadas, sobre las cuales además se
pronunció en cuanto a lo que cada una de ellas alcanzaba  aprobar, aplicables además al
hecho concreto que pretendían demostrar y para lo cual fueron libremente ofrecidas por los
actores en este procedimiento. En este sentido, es incorrecta la apreciación sobre la que
parte el recurrente, al afirmar que todas las pruebas debieron de haberse adminiculado a
efecto de que esta autoridad llegara a la conclusión de que sí existían irregularidades
realizadas por los querellados. Se dice lo anterior porque no todas las pruebas tienen que ver
con el o los mismos hechos y con el o las mismas personas.”

El Partido Acción Nacional, por conducto de su

Presidente del Comité Directivo Estatal, sostuvo: ---------------------
“IV. ANTECEDENTES DEL ACTO O RESOLUCIÓN DE LOS QUE TENGA

CONOCIMIENTO EL PROMOVENTE.

1. Que en la sesión ordinaria de fecha 9 de junio de 2010, el Consejo General del
Instituto Electoral del Estado de Guanajuato aprobó la resolución CG/038/2010 recaída a la
queja presentada por el Partido de la Revolución Democrática en contra del Partido Acción
Nacional, de su dirigente estatal: Fernando Torres Graciano y de los ciudadanos Miguel
Márquez Márquez, José Ángel Córdova Villalobos, Ricardo Torres Origel y Francisco Ricardo
Sheffield Padilla, por presuntas irregularidades en materia electoral. La que de manera
acertada determinó como INFUNDADA.

2. Inconforme con el resultado del acuerdo o resolución  dictado con motivo de su queja, el
Partido de la Revolución Democrática interpuso el Recurso de Revocación en fecha 11 de
junio de 2010, al que recayó resolución dictada en fecha 30 de junio de 2010 por el Consejo
General del Instituto Electoral del Estado de Guanajuato, dentro del expediente 001/RR/2010
confirmando la resolución CG/038/2010 por las razones y fundamentos expresados en dicha
resolución.

V. RESPECTO A LA INDICACIÓN DE LOS PRECEPTOS LEGALES QUE CONSIDERA
VIOLADOS EL ACTOR.

La Autoridad señalada como responsable, no viola ninguna norma legal en agravio del
Partido accionante.

Sostenemos además que en base a la queja que origina el presente asunto, nunca quedó
acreditado, ni demostrado con plena eficaz y atingente en las actuaciones que conforman los
expedientes en que se actúa, que el Partido Acción Nacional o los CC. Miguel Márquez
Márquez, José Ángel Córdova Villalobos, Ricardo Torres Origel o Ricardo Sheffield Padilla,
así como el dirigente estatal del mismo Fernando Torres Graciano, en los actos públicos a
los que asisten, hayan realizado pronunciamientos tendientes a llamar a la ciudadanía o a
sus simpatizantes a apoyar su postulación para la elección de Gobernador del Estado de
Guanajuato en el año 2012, y que por ende, se haya violentado dispositivo legal comicial
alguno, no hay evidencia que alguno de los supra mencionados haya con conducta alguna
intentado “influir de manera ventajosa en la equidad de la competencia electoral” y que
“resulten sus actos en violación a los tiempos legales fijados para actividades de
precampaña o campaña”, por lo que debe desestimarse el recurso que presenta el partido
político impugnante.
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VI. RESPECTO A LOS AGRAVIOS QUE MANIFIESTA EL ACTOR EN CUANDO A LA
RESOLUCIÓN IMPUGNADA.

Me permito dar contestación a los supuestos agravios que en forma deficiente y repetitiva
fueron esgrimidos por el Partido de la Revolución Democrática, formulando diversas
consideraciones en la vía de ALEGATOS, que a continuación se hacen valer:
1.- La parte actora NO SE MANIFIESTA CONCRETAMENTE RESPECTO A QUE LE
CAUSE AGRAVIO ALGÚN PUNTO RESOLUTIVO de la resolución dictada en fecha 30 de
junio del 2010 por el Consejo General del Instituto Electoral del Estado de Guanajuato,
dentro del expediente 001/RR/2010, no expresa razonamientos que tiendan a atacar los
fundamentos del fallo que pretende combatir, y no puede considerarse como expresión de
agravio, la simple manifestación de inconformidad a que alude su escrito aquí analizado, por
lo que, debe tenerse que tácitamente los ha consentido.

2.- Así mismo, en lo general y en relación a los supuestos agravios presentados por la parte
incoante, que versan sobre el hecho de que el Órgano Administrativo Electoral, no analiza de
manera correcta los agravios esgrimidos por el recurrente, es de considerarse que los
argumentos presentados por el Partido actor, no son tales, esto es, no constituyen
verdaderos agravios, que como razonamientos legales ataquen el fundamento y motivación
de la resolución que pretenden combatir, sin embargo, sus apreciaciones fueron plenamente
analizados en la resolución recurrida 001/RR/2010, de manera exhaustiva, pues de la
adecuada lectura del contenido de la resolución recaída al recurso de revocación
001/RR/2010, se desprende de manera clara que ese acto administrativo electoral, se
encuentra debidamente fundado y motivado, y se expidió con apego a la exacta aplicación
de las disposiciones electorales contenidas en el Código de Instituciones y Procedimientos
Electorales para el Estado de Guanajuato, lo que da luz y razón a la sentencia emitida por el
Consejo General del Instituto Electoral del Estado de Guanajuato. Además de que el partido
inconforme, al presentar sus supuestos agravios, no los esgrime en el sentido de demostrar
la ilegalidad del acto reclamado, pues no ataca en sus puntos esenciales el acto o resolución
impugnada.

Ahora bien, es de señalarse también que en cuanto a su expresión de agravios, el Partido
inconforme, repite los que considera sus agravios, y que ya que fueron vertidos ante el
Consejo General del Instituto Electoral del Estado de Guanajuato.

Es importante resaltar que la Jurisprudencia definida por los Tribunales Federales, aplicable
respecto al tema, señala que el agravio es la parte del fallo que ofende del derecho del
recurrente, ofensa que no existiría si no envolviera la violación de un derecho, no en términos
generales o como subjetivamente lo estime el agraviado, sino de un derecho precisamente
consignado en la ley a su favor; y de aquí surge la necesidad que el recurrente tiene de
señalar es derecho y el motivo por el cual se causa agravio. Las resoluciones no pueden
objetarse en términos generales, y la falta de señalamiento, por el recurrente, de las normas
legales que en  su concepto fueran violadas por el Consejo General del Instituto Electoral del
Estado de Guanajuato, lo que imposibilita al H. Tribunal Electoral para pronunciar
resoluciones concretas sobre puntos que no le han sido sometidos, también de una manera
concreta.
Así las cosas, la expresión de agravios planteada por el ocursante, que repiten los vertidos
en el Recurso de Revocación, deben calificarse como inoperantes en observancia de la tesis
de la Novena Época, número 186809 visible en la página ciento 447, del Semanario Judicial
de la Federación de junio del año 2002 cuyo texto a continuación se transcribe:

AGRAVIOS EN RECONSIDERACIÓN. SON INOPERANTES SI REPRODUCEN LOS DEL
JUICIO DE INCONFORMIDAD.- Son inoperantes los argumentos que se expresen para
combatir la sentencia dictada en el juicio de inconformidad mediante recurso de
reconsideración cuando sólo constituyen la reproducción textual de los agravios expuestos
en primera instancia, en razón de que el cometido legal del recurso de reconsideración
consiste en analizar la constitucionalidad y la legalidad de las resoluciones de fondo emitidas
en el recurso de inconformidad, y que el medio técnico para ese objetivo radica en la
exposición de argumentos enderezados a demostrar ante el tribunal ad quem que la
resolución de primera instancia incurrió en infracciones por sus actitudes y omisiones, en la
apreciación de los hechos y de las pruebas, o en la aplicación del derecho, lo cual no se
satisface con una mera reiteración de lo manifestado como agravios en el juicio de
inconformidad, porque esta segunda instancia no es una repetición o renovación de la
primera, sino sólo una continuación de aquélla que se inicia precisamente con la solicitud del
ente legitimado en la forma que la ley, y la exposición de los motivos fundados que tiene para
no compartir la del a quo, estableciéndose así la materia de la decisión entre el fallo
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combatido, por una parte, y la sentencia impugnada por el otro, y no entre la pretensión
directa del partido que fue actor, frente al acto de la autoridad electoral.

Además el promovente, persiste en la omisión de combatir frontal y razonadamente a través
de argumentos lógicos jurídicos las consideraciones legales que sustentan la resolución
reclamada, razón que provoca el que tales manifestaciones sean consideradas como
inoperantes de conformidad con lo establecido en la jurisprudencia número 173 aprobada por
la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en la página ciento 116, del Tomo VI, del
Apéndice al Semanario Judicial de la Federación que expresa lo siguiente:

CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. SON INOPERANTES SI NO ATACAN LOS
FUNDAMENTOS DEL FALLO RECLAMADOS. Si los conceptos de violación no atacan los
fundamentos del fallo impugnado, la Suprema Corte de Justicia no está en condiciones de
poder estudiar la inconstitucionalidad de dicho fallo, pues hacerlo equivaldría a suplir las
deficiencias de la queja en un caso no permitido legal ni constitucionalmente , si no se está
en los que autoriza la fracción II del artículo 107 reformado, de la Constitución Federal, y los
dos últimos párrafos del 76, también reformado, de la Ley de Amparo, cuando el acto
reclamado no se funda en leyes declaradas inconstitucionales por la jurisprudencia de la
Suprema Corte, ni tampoco se trate de una queja en materia penal o en materia obrera en
que se encontrare que hubiere habido en contra del agraviado una violación manifiesta de la
ley que lo hubiera dejado sin defensa, ni menos se trate de un caso en materia penal en que
se hubiera juzgado al quejoso por una ley inexactamente aplicable.

3.- En especial y en el mismo orden presentados por el Partido actor, me permito manifestar
lo siguiente;

a) Tal como lo he manifestado, resulta incongruente de reclamaciones del actor, que
éste expresa como agravio primero, el que los considerandos primero, segundo y tercero
de la resolución impugnada no le causan agravios.

b) Como agravio segundo y su relacionado agravio quinto señala el actor, una falta
de exhaustividad en el considerando cuarto por una incompleta apreciación de los supuestos
argumentos hachos valer en sus recurso de revocación, empero tal como lo expresa el
Consejo General del Instituto Electoral del Estado de Guanajuato, no controvirtió los
razonamientos fundatorios y la motivación de la resolución CG/038/2010, por lo que de
manera adecuada el Pleno del Consejo General del Instituto Electoral, confirmó su resolución
impugnada. Lo que desde nuestra óptica es correcto con base en lo expuesto en diversas
ejecutorias de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de las cuales me permito citar la
jurisprudencia con número de registro 177264 de la Novena época, visible en la página 143
del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta número XXII de Septiembre del 2005
con el siguiente contenido:

LEYES. LA EXPRESIÓN DE LA CAUSA DE PEDIR NO BASTA PARA DESVIRTUAR LA
PRESUNCIÓN DE SU CONSTITUCIONALIDAD. La Suprema Corte de Justicia de la Nación
ha establecido para el estudio de los conceptos de violación o de loa agravios, según se
trate, basta con expresar la causa de pedir; sin embargo, ello no significa que los quejosos o
recurrentes puedan limitarse a realizar afirmaciones sin sustento, pues a ellos corresponde
exponer las razones por las cuales estiman inconstitucionales los actos reclamados. Por
tanto, en virtud de que toda ley goza de la presunción de constitucionalidad que es preciso
desvirtuar, en razón de la legitimidad de los órganos que la emiten, corresponde a quienes la
impugnan, la carga de la prueba, pues sólo así es posible analizar si la ley reclamada
contraviene o no la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Como se aprecia en el segundo agravio, el incoante, continúa realizando diversas
transcripciones de la resolución sin exponer algún argumento que desvirtúe y ataque
eficientemente tal acto de autoridad, esto es, no propone razonamientos lógico jurídicos
tendentes a atacar de manera fehaciente los actos de autoridad administrativa electoral, que
según dice, le causan agravio, sin aportar demostración alguna, y sólo realizando diversas
afirmaciones generales que nada prueban a su favor.
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A mayor abundamiento, es menester señalar que en la página 6 de su escrito, el recurrente
señala que la autoridad administrativa electoral señalada como responsable, omite
pronunciarse sobre la certeza o falsedad de los hechos consignados en las notas
periodísticas, las que fueron calificadas de ineficaces por carecer de valor probatorio según
se observa ello de la resolución CG/038/2010, y por ello se deduce que este simple
argumento del actor, es inatendible, pues si bien el documento carece de valor probatorio y
en base a ello es calificado como inocuo probatoriamente por la autoridad, por mayoría de
razón se debe entender que no se hace calificación de un supuesto hecho consignado en el
mismo documento, como pretende hacer ver el actor confundiendo el contenido y el valor del
continente, aunado a que sustentó su queja en la sola existencia de notas periodísticas,
dando por válido y justificado lo ahí consignado, sin ningún otro elemento de apoyo que lo
expresado tales notas y por el director del diario Correo, lo que se aborda en el siguiente
punto, pues es parte del supuesto agravio que signa como tercero recurrente.

El Partido Actor solo expresa de nueva cuenta o repite sus conceptos de agravios vertidos en
el Agravio Tercero de su Recurso de Revocación, pues dicho Partido de la Revolución
Democrática, de nueva cuenta pretende crear confusión en esta autoridad jurisdiccional,
cuando señala que de los informes rendidos por el Partido Acción Nacional, su dirigente
estatal y los cuatro militantes querellados, se desprenden lo que él da en llamar,
aceptaciones generales de los hechos querellados que aparecen consignados en las notas
periodísticas que sirvieron de base a la acción intentada por ese partido, y que desde su
ilegal pretensión y distorsión perceptiva, se acredita que los eventos aludidos sí sucedieron
en un tiempo y circunstancia determinado. Contrario a lo que manifiesta el accionante en su
escrito de revocación, para dictar la resolución que ahora es impugnada mediante este
Recurso de Revisión, el Consejo General del Instituto Electoral, valoró todas y cada una de
las probanzas ofrecidas por las partes en el procedimiento especial que instruyó.

Cabe precisar que se ha negado categóricamente que lo consignado en esas notas
periodísticas constituyeran actos anticipados de precampaña violatorios de la normatividad
electoral. Expresándose los argumentos por los que se afirmó no haber violentado ninguna
disposición legal en materia electoral por la cual los referidos querellados sean merecedores
de cualquier tipo de sanción. Por lo anterior, resulta falso que por cualquiera de ellos se haya
aceptado de manera general y se dice también de manera particular, la realización de algún
hecho considerado como acto anticipado de precampaña

c) El actor, en repetición de lo expuesto en su Recurso de Revocación, expresa ahora en este
Recurso de Revisión, en su punto de agravio tercero, que la autoridad resolutora debió
darle mayor valor indiciario a las notas periodísticas que hizo llegar el director del periódico el
Correo, en su escrito de contestación al requerimiento que el Consejo General del Instituto
Electoral del Estado de Guanajuato, le formuló en el procedimiento de queja, Pues según el
recurrente, con la contestación del director del citado medio de comunicación escrito, se
deben de tener por confirmados los hechos consignados en las notas de referencia, por
provenir, dice él refiriéndose al director del citado medio, de un testigo digno de credibilidad,
pues nunca negó o afirmó que dichas notas contuvieran hechos falsos o alejados  de la
realidad. En este sentido, el accionante llega a la conclusión equivocada, de que la
contestación rendida por el director del periódico en cita, le concede a las notas periodísticas
mayor valor indiciario y que tal situación opera a favor del partido recurrente. Ello es de suyo
falso pues ni siquiera es un testigo calificado a la luz de la legislación civil. Razón por la que
de manera contundente expresa el Consejo General del Instituto Electoral que el “contenido
del informe rendido por el Director del Periódico Correo no es idóneo para demostrar la
veracidad del contenido de las notas periodísticas base de la denuncia”. Se dice lo anterior,
porque el requerimiento que le fue formulado al director del medio de comunicación
multicitado, fue solamente para efectos de que remitiera en original las notas periodísticas
referidas en la queja, especificando, en el caso de cada una de ellas, si se trató de notas
cubiertas a solicitud o por invitación de alguna persona, precisando, en su caso, el nombre
de la persona o personas que hayan solicitad la cobertura de los hechos referidos en las
notas periodísticas, remisión y contestación que fue oportunamente hecha llegar a esta
causa por el director del medio precitado, y que fue debidamente incluida en la resolución a
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la queja que ahora se impugna. Lo anterior es importante, toda vez que de ninguna manera
el requerimiento que le fue formulado al director en cita, lo fue para efectos  de que
contestara si los hechos que aparecen consignados en esas notas periodísticas resultaban
hechos falsos  o alejados de la realidad, y menos aún si su contenido era digno de
credibilidad. Razones por las que no debe dársele un alcance mayor como el que pretende el
Partido de la Revolución Democrática.

d) El actor, en repetición del Agravio Segundo de su Recurso de Revocación, expresa ahora
en este Recurso de Revisión, en su punto de agravio tercero, que para dictar su resolución el
Consejo General del Instituto Electoral del Estado de Guanajuato, aplicó en forma incorrecta,
según su parecer el principio de presunción de inocencia, afirmando que éste principio no es
propio del procedimiento “sui géneris” que se llevó en la presente causa, sino que el mismo
en todo caso debe ser considerado dentro del procedimiento sancionador. En este sentido,
tilda la resolución que ahora combate, de ilegal.

Cabe señalar que no le asiste la razón al recurrente toda vez que el hecho de que la queja se
haya llevado a través de un procedimiento de naturaleza administrativa sin que lo sea
propiamente especial sancionador, ello no implica que las reglas del debido proceso deban
dejar de observarse, como pretende que así sea.  Corrobora mi afirmación el hecho de que
inclusive desde el acuerdo CG-021/2010 de fecha veinticuatro de marzo del presente año,
mediante el cual se acordó admitir la queja que hoy es materia de este recurso, se
establecieron las reglas sobre las que se sujetaría la substanciación de la queja en cita, -lo
que fue consentido por el propio partido impugnante-. Lo anterior a fin de respetar las
garantías de audiencia y de defensa, tanto del Partido Acción Nacional como de las personas
querelladas. Esta circunstancia es visible en el CONSIDERANDO SÉPTIMO del acuerdo
mencionado.

En este sentido, la pretensión buscada por el accionante, resulta ineficaz pues pretende que
su contraparte en la queja sea limitado en uno de sus derechos fundamentales que en el
debido proceso lo constituye, en la especie, el principio de presunción de inocencia, que
incluso es recogido en la tesis bajo el rubro: PRESUNCIÓN DE INOCENCIA. DEBE
RECONOCERSE ESTE DERECHO FUNDAMENTAL EN LOS PROCEDIMIENTOS
SANCIONADORES ELECTORALES, que esta autoridad electoral aplicó en forma correcta
en su resolución.

Es así, que la resolución al Recurso de Revocación, dictada por ese Consejo General del
Instituto Electoral del Estado de Guanajuato, confirmó la aplicación de manera correcta de
los principios generales garantistas al considerar la inocencia de los querellados, lo cual
sostuvo, toda vez que del caudal probatorio que obra en los antecedentes de este proceso,
no se desprendió elemento alguno que de manera lógica, crítica y en base a la experiencia,
llevara a la autoridad en cita a tener la convicción de que las conductas atribuibles a los
sujetos querellados, entre ellos el que aquí suscribe, constituyan efectivamente aquellas que
son violatorias de la normatividad electoral, específicamente la realización de actos
anticipados de precampaña.

e) Ahora bien, por lo que respecta al agravio sexto del escrito por el que presenta el actor su
Recurso de Revisión, el actor se duele de que no se haya considerado como prueba
superveniente la instrumental de actuaciones a fin de que se analizaran los alcances de las
contestaciones rendidas por los denunciados, es de señalarse que las mismas fueron
materia de pronunciamiento por el Consejo General, además que de acuerdo a la tesis
visible en la página 291 del Semanario Judicial de la Federación número XV de Enero de
1995, bajo el rubro “Pruebas instrumental de actuaciones y presuncional legal y humana, no
tienen vida propia las.” Éstas no tienen desahogo pues es un nombre que en la práctica se
ha desarrollado para las pruebas aportadas en el sumario.

f) Finalmente, por lo que ve al agravio séptimo expresado en el Recurso de Revisión del
Partido actor, éste manifiesta que el pronunciamiento sobre el cuarto agravio que hizo valer
en su Recurso de Revocación, fue indebidamente valorada por sustentarse en suposiciones
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de la propia autoridad emisora del acto reclamado, pues vuelve a decir que las pruebas
debieron haber sido valoradas en su conjunto y de no de manera aislada como dice, se llevó
a cabo.

No le asiste la razón al accionante toda vez que la autoridad resolutora conforme a sus
atribuciones al momento de valorar las pruebas, consideró en principio, que las aportadas
por las partes constituían pruebas documentales privadas, sobre las cuales además se
pronunció en cuanto a lo que cada una de ellas alcanzaba  aprobar, aplicables además al
hecho concreto que pretendían demostrar y para lo cual fueron libremente ofrecidas por los
actores en este procedimiento. En este sentido, es incorrecta la apreciación sobre la que
parte el recurrente, al afirmar que todas las pruebas debieron de haberse adminiculado a
efecto de que esta autoridad llegara a la conclusión de que sí existían irregularidades
realizadas por los querellados. Se dice lo anterior porque no todas las pruebas tienen que ver
con el o los mismos hechos y con el o las mismas personas.”

CUARTO.- Mediante acuerdo de fecha cuatro de agosto,

se llamó a juicio al ciudadano Miguel Márquez Márquez, con el

carácter de tercero interesado, quien compareció el día seis de

agosto del año en curso, a manifestar lo siguiente:--------------------
“… IV. ANTECEDENTES DEL ACTO O RESOLUCIÓN DE LOS QUE TENGA

CONOCIMIENTO EL PROMOVENTE.

1.- Que en la sesión ordinaria de fecha 9 de junio de 2010, el Consejo General del Instituto
Electoral del Estado de Guanajuato aprobó la resolución CG/038/2010 recaída a la queja
presentada por el Partido de la Revolución Democrática en contra del Partido Acción
Nacional, de su dirigente estatal: Fernando Torres Graciano y de los ciudadanos Miguel
Márquez Márquez, José Ángel Córdova Villalobos, Ricardo Torres Origel y Francisco Ricardo
Sheffield Padilla, por presuntas irregularidades en materia electoral. La que de manera
acertada determinó como INFUNDADA.

2.- Inconforme con el resultado del acuerdo o resolución  dictado con motivo de su queja, el
Partido de la Revolución Democrática interpuso el Recurso de Revocación en fecha 11 de
junio de 2010, al que recayó resolución dictada en fecha 30 de junio de 2010 por el Consejo
General del Instituto Electoral del Estado de Guanajuato, dentro del expediente 001/RR/2010
confirmando la resolución CG/038/2010 por las razones y fundamentos expresados en dicha
resolución.

V. RESPECTO A LA INDICACIÓN DE LOS PRECEPTOS LEGALES QUE CONSIDERA
VIOLADOS EL ACTOR.

La Autoridad señalada como responsable, no viola ninguna norma legal en agravio del
Partido accionante.

Sostenemos además que en base a la queja que origina el presente asunto, nunca quedó
acreditado, ni demostrado con plena eficaz y atingente en las actuaciones que conforman los
expedientes en que se actúa, que el Partido Acción Nacional o los CC. Miguel Márquez
Márquez, José Ángel Córdova Villalobos, Ricardo Torres Origel o Ricardo Sheffield Padilla,
así como el dirigente estatal del mismo Fernando Torres Graciano, en los actos públicos a
los que asisten, hayan realizado pronunciamientos tendientes a llamar a la ciudadanía o a
sus simpatizantes a apoyar su postulación para la elección de Gobernador del Estado de
Guanajuato en el año 2012, y que por ende, se haya violentado dispositivo legal comicial
alguno, no hay evidencia que alguno de los supra mencionados haya con conducta alguna
intentado “influir de manera ventajosa en la equidad de la competencia electoral” y que
“resulten sus actos en violación a los tiempos legales fijados para actividades de
precampaña o campaña”, por lo que debe desestimarse el recurso que presenta el partido
político impugnante.
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VI. RESPECTO A LOS AGRAVIOS QUE MANIFIESTA EL ACTOR EN CUANDO A LA
RESOLUCIÓN IMPUGNADA.

Me permito dar contestación a los supuestos agravios que en forma deficiente y repetitiva
fueron esgrimidos por el Partido de la Revolución Democrática, formulando diversas
consideraciones en la vía de ALEGATOS, que a continuación se hacen valer:
1.- La parte actora NO SE MANIFIESTA CONCRETAMENTE RESPECTO A QUE LE
CAUSE AGRAVIO ALGÚN PUNTO RESOLUTIVO de la resolución dictada en fecha 30 de
junio del 2010 por el Consejo General del Instituto Electoral del Estado de Guanajuato,
dentro del expediente 001/RR/2010, no expresa razonamientos que tiendan a atacar los
fundamentos del fallo que pretende combatir, y no puede considerarse como expresión de
agravio, la simple manifestación de inconformidad a que alude su escrito aquí analizado, por
lo que, debe tenerse que tácitamente los ha consentido.

2.- Así mismo, en lo general y en relación a los supuestos agravios presentados por la parte
incoante, que versan sobre el hecho de que el Órgano Administrativo Electoral, no analiza de
manera correcta los agravios esgrimidos por el recurrente, es de considerarse que los
argumentos presentados por el Partido actor, no son tales, esto es, no constituyen
verdaderos agravios, que como razonamientos legales ataquen el fundamento y motivación
de la resolución que pretenden combatir, sin embargo, sus apreciaciones fueron plenamente
analizados en la resolución recurrida 001/RR/2010, de manera exhaustiva, pues de la
adecuada lectura del contenido de la resolución recaída al recurso de revocación
001/RR/2010, se desprende de manera clara que ese acto administrativo electoral, se
encuentra debidamente fundado y motivado, y se expidió con apego a la exacta aplicación
de las disposiciones electorales contenidas en el Código de Instituciones y Procedimientos
Electorales para el Estado de Guanajuato, lo que da luz y razón a la sentencia emitida por el
Consejo General del Instituto Electoral del Estado de Guanajuato. Además de que el partido
inconforme, al presentar sus supuestos agravios, no los esgrime en el sentido de demostrar
la  ilegalidad del acto reclamado, pues no ataca en sus puntos esenciales el acto o
resolución impugnada.

Ahora bien, es de señalarse también que en cuanto a su expresión de agravios, el Partido
inconforme, repite los que considera sus agravios, y que ya que fueron vertidos ante el
Consejo General del Instituto Electoral del Estado de Guanajuato.

Es importante resaltar que la Jurisprudencia definida por los Tribunales Federales, aplicable
respecto al tema, señala que el agravio es la parte del fallo que ofende del derecho del
recurrente, ofensa que no existiría si no envolviera la violación de un derecho, no en términos
generales o como subjetivamente lo estime el agraviado, sino de un derecho precisamente
consignado en la ley a su favor; y de aquí surge la necesidad que el recurrente tiene de
señalar es derecho y el motivo por el cual se causa agravio. Las resoluciones no pueden
objetarse en términos generales, y la falta de señalamiento, por el recurrente, de las normas
legales que en  su concepto fueran violadas por el Consejo General del Instituto Electoral del
Estado de Guanajuato, lo que imposibilita al H. Tribunal Electoral para pronunciar
resoluciones concretas sobre puntos que no le han sido sometidos, también de una manera
concreta.
Así las cosas, la expresión de agravios planteada por el ocursante, que repiten los vertidos
en el Recurso de Revocación, deben calificarse como inoperantes en observancia de la tesis
de la Novena Época, número 186809 visible en la página ciento 447, del Semanario Judicial
de la Federación de junio del año 2002 cuyo texto a continuación se transcribe:

AGRAVIOS EN RECONSIDERACIÓN. SON INOPERANTES SI REPRODUCEN LOS DEL
JUICIO DE INCONFORMIDAD.- Son inoperantes los argumentos que se expresen para
combatir la sentencia dictada en el juicio de inconformidad mediante recurso de
reconsideración cuando sólo constituyen la reproducción textual de los agravios expuestos
en primera instancia, en razón de que el cometido legal del recurso de reconsideración
consiste en analizar la constitucionalidad y la legalidad de las resoluciones de fondo emitidas
en el recurso de inconformidad, y que el medio técnico para ese objetivo radica en la
exposición de argumentos enderezados a demostrar ante el tribunal ad quem que la
resolución de primera instancia incurrió en infracciones por sus actitudes y omisiones, en la
apreciación de los hechos y de las pruebas, o en la aplicación del derecho, lo cual no se
satisface con una mera reiteración de lo manifestado como agravios en el juicio de
inconformidad, porque esta segunda instancia no es una repetición o renovación de la
primera, sino sólo una continuación de aquélla que se inicia precisamente con la solicitud del
ente legitimado en la forma que la ley, y la exposición de los motivos fundados que tiene para
no compartir la del a quo, estableciéndose así la materia de la decisión entre el fallo
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combatido, por una parte, y la sentencia impugnada por el otro, y no entre la pretensión
directa del partido que fue actor, frente al acto de la autoridad electoral.

Además el promovente, persiste en la omisión de combatir frontal y razonadamente a través
de argumentos lógicos jurídicos las consideraciones legales que sustentan la resolución
reclamada, razón que provoca el que tales manifestaciones sean consideradas como
inoperantes de conformidad con lo establecido en la jurisprudencia número 173 aprobada por
la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en la página ciento 116, del Tomo VI, del
Apéndice al Semanario Judicial de la Federación que expresa lo siguiente:

CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. SON INOPERANTES SI NO ATACAN LOS
FUNDAMENTOS DEL FALLO RECLAMADOS. Si los conceptos de violación no atacan los
fundamentos del fallo impugnado, la Suprema Corte de Justicia no está en condiciones de
poder estudiar la inconstitucionalidad de dicho fallo, pues hacerlo equivaldría a suplir las
deficiencias de la queja en un caso no permitido legal ni constitucionalmente , si no se está
en los que autoriza la fracción II del artículo 107 reformado, de la Constitución Federal, y los
dos últimos párrafos del 76, también reformado, de la Ley de Amparo, cuando el acto
reclamado no se funda en leyes declaradas inconstitucionales por la jurisprudencia de la
Suprema Corte, ni tampoco se trate de una queja en materia penal o en materia obrera en
que se encontrare que hubiere habido en contra del agraviado una violación manifiesta de la
ley que lo hubiera dejado sin defensa, ni menos se trate de un caso en materia penal en que
se hubiera juzgado al quejoso por una ley inexactamente aplicable.

3.- En especial y en el mismo orden presentados por el Partido actor, me permito manifestar
lo siguiente;

a) Tal como lo he manifestado, resulta incongruente de reclamaciones del actor, que éste
expresa como agravio primero, el que los considerandos primero, segundo y tercero de la
resolución impugnada no le causan agravios.

b) Como agravio segundo y su relacionado agravio quinto señala el actor, una falta de
exhaustividad en el considerando cuarto por una incompleta apreciación de los supuestos
argumentos hachos valer en sus recurso de revocación, empero tal como lo expresa el
Consejo General del Instituto Electoral del Estado de Guanajuato, no controvirtió los
razonamientos fundatorios y la motivación de la resolución CG/038/2010, por lo que de manera
adecuada el Pleno del Consejo General del Instituto Electoral, confirmó su resolución
impugnada. Lo que desde nuestra óptica es correcto con base en lo expuesto en diversas
ejecutorias de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de las cuales me permito citar la
jurisprudencia con número de registro 177264 de la Novena época, visible en la página 143 del
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta número XXII de Septiembre del 2005 con el
siguiente contenido:

LEYES. LA EXPRESIÓN DE LA CAUSA DE PEDIR NO BASTA PARA DESVIRTUAR LA
PRESUNCIÓN DE SU CONSTITUCIONALIDAD. La Suprema Corte de Justicia de la Nación
ha establecido para el estudio de los conceptos de violación o de loa agravios, según se
trate, basta con expresar la causa de pedir; sin embargo, ello no significa que los quejosos o
recurrentes puedan limitarse a realizar afirmaciones sin sustento, pues a ellos corresponde
exponer las razones por las cuales estiman inconstitucionales los actos reclamados. Por
tanto, en virtud de que toda ley goza de la presunción de constitucionalidad que es preciso
desvirtuar, en razón de la legitimidad de los órganos que la emiten, corresponde a quienes la
impugnan, la carga de la prueba, pues sólo así es posible analizar si la ley reclamada
contraviene o no la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Como se aprecia en el segundo agravio, el incoante, continúa realizando diversas
transcripciones de la resolución sin exponer algún argumento que desvirtúe y ataque
eficientemente tal acto de autoridad, esto es, no propone razonamientos lógico jurídicos
tendentes a atacar de manera fehaciente los actos de autoridad administrativa electoral, que
según dice, le causan agravio, sin aportar demostración alguna, y sólo realizando diversas
afirmaciones generales que nada prueban a su favor.
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A mayor abundamiento, es menester señalar que en la página 6 de su escrito, el recurrente
señala que la autoridad administrativa electoral señalada como responsable, omite
pronunciarse sobre la certeza o falsedad de los hechos consignados en las notas
periodísticas, las que fueron calificadas de ineficaces por carecer de valor probatorio según
se observa ello de la resolución CG/038/2010, y por ello se deduce que este simple
argumento del actor, es inatendible, pues si bien el documento carece de valor probatorio y
en base a ello es calificado como inocuo probatoriamente por la autoridad, por mayoría de
razón se debe entender que no se hace calificación de un supuesto hecho consignado en el
mismo documento, como pretende hacer ver el actor confundiendo el contenido y el valor del
continente, aunado a que sustentó su queja en la sola existencia de notas periodísticas,
dando por válido y justificado lo ahí consignado, sin ningún otro elemento de apoyo que lo
expresado tales notas y por el director del diario Correo, lo que se aborda en el siguiente
punto, pues es parte del supuesto agravio que signa como tercero recurrente.

El Partido Actor solo expresa de nueva cuenta o repite sus conceptos de agravios vertidos en
el Agravio Tercero de su Recurso de Revocación, pues dicho Partido de la Revolución
Democrática, de nueva cuenta pretende crear confusión en esta autoridad jurisdiccional,
cuando señala que de los informes rendidos por el Partido Acción Nacional, su dirigente
estatal y los cuatro militantes querellados, se desprenden lo que él da en llamar,
aceptaciones generales de los hechos querellados que aparecen consignados en las notas
periodísticas que sirvieron de base a la acción intentada por ese partido, y que desde su
ilegal pretensión y distorsión perceptiva, se acredita que los eventos aludidos sí sucedieron
en un tiempo y circunstancia determinado. Contrario a lo que manifiesta el accionante en su
escrito de revocación, para dictar la resolución que ahora es impugnada mediante este
Recurso de Revisión, el Consejo General del Instituto Electoral, valoró todas y cada una de
las probanzas ofrecidas por las partes en el procedimiento especial que instruyó.

Cabe precisar que se ha negado categóricamente que lo consignado en esas notas
periodísticas constituyeran actos anticipados de precampaña violatorios de la normatividad
electoral. Expresándose los argumentos por los que se afirmó no haber violentado ninguna
disposición legal en materia electoral por la cual los referidos querellados sean merecedores
de cualquier tipo de sanción. Por lo anterior, resulta falso que por cualquiera de ellos se haya
aceptado de manera general y se dice también de manera particular, la realización de algún
hecho considerado como acto anticipado de precampaña

c) El actor, en repetición de lo expuesto en su Recurso de Revocación, expresa ahora en este
Recurso de Revisión, en su punto de agravio tercero, que la autoridad resolutora debió
darle mayor valor indiciario a las notas periodísticas que hizo llegar el director del periódico el
Correo, en su escrito de contestación al requerimiento que el Consejo General del Instituto
Electoral del Estado de Guanajuato, le formuló en el procedimiento de queja, Pues según el
recurrente, con la contestación del director del citado medio de comunicación escrito, se
deben de tener por confirmados los hechos consignados en las notas de referencia, por
provenir, dice él refiriéndose al director del citado medio, de un testigo digno de credibilidad,
pues nunca negó o afirmó que dichas notas contuvieran hechos falsos o alejados de la
realidad. En este sentido, el accionante llega a la conclusión equivocada, de que la
contestación rendida por el director del periódico en cita, le concede a las notas periodísticas
mayor valor indiciario y que tal situación opera a favor del partido recurrente. Ello es de suyo
falso pues ni siquiera es un testigo calificado a la luz de la legislación civil. Razón por la que
de manera contundente expresa el Consejo General del Instituto Electoral que el “contenido
del informe rendido por el Director del Periódico Correo no es idóneo para demostrar la
veracidad del contenido de las notas periodísticas base de la denuncia”. Se dice lo anterior,
porque el requerimiento que le fue formulado al director del medio de comunicación
multicitado, fue solamente para efectos de que remitiera en original las notas periodísticas
referidas en la queja, especificando, en el caso de cada una de ellas, si se trató de notas
cubiertas a solicitud o por invitación de alguna persona, precisando, en su caso, el nombre
de la persona o personas que hayan solicitad la cobertura de los hechos referidos en las
notas periodísticas, remisión y contestación que fue oportunamente hecha llegar a esta
causa por el director del medio precitado, y que fue debidamente incluida en la resolución a



56

la queja que ahora se impugna. Lo anterior es importante, toda vez que de ninguna manera
el requerimiento que le fue formulado al director en cita, lo fue para efectos  de que
contestara si los hechos que aparecen consignados en esas notas periodísticas resultaban
hechos falsos  o alejados de la realidad, y menos aún si su contenido era digno de
credibilidad. Razones por las que no debe dársele un alcance mayor como el que pretende el
Partido de la Revolución Democrática.

d) El actor, en repetición del Agravio Segundo de su Recurso de Revocación, expresa ahora
en este Recurso de Revisión, en su punto de agravio tercero, que para dictar su resolución el
Consejo General del Instituto Electoral del Estado de Guanajuato, aplicó en forma incorrecta,
según su parecer el principio de presunción de inocencia, afirmando que éste principio no es
propio del procedimiento “sui géneris” que se llevó en la presente causa, sino que el mismo
en todo caso debe ser considerado dentro del procedimiento sancionador. En este sentido,
tilda la resolución que ahora combate, de ilegal.

Cabe señalar que no le asiste la razón al recurrente toda vez que el hecho de que la queja se
haya llevado a través de un procedimiento de naturaleza administrativa sin que lo sea
propiamente especial sancionador, ello no implica que las reglas del debido proceso deban
dejar de observarse, como pretende que así sea.  Corrobora mi afirmación el hecho de que
inclusive desde el acuerdo CG-021/2010 de fecha veinticuatro de marzo del presente año,
mediante el cual se acordó admitir la queja que hoy es materia de este recurso, se
establecieron las reglas sobre las que se sujetaría la substanciación de la queja en cita, -lo
que fue consentido por el propio partido impugnante-. Lo anterior a fin de respetar las
garantías de audiencia y de defensa, tanto del Partido Acción Nacional como de las personas
querelladas. Esta circunstancia es visible en el CONSIDERANDO SÉPTIMO del acuerdo
mencionado.

En este sentido, la pretensión buscada por el accionante, resulta ineficaz pues pretende que
su contraparte en la queja sea limitado en uno de sus derechos fundamentales que en el
debido proceso lo constituye, en la especie, el principio de presunción de inocencia, que
incluso es recogido en la tesis bajo el rubro: PRESUNCIÓN DE INOCENCIA. DEBE
RECONOCERSE ESTE DERECHO FUNDAMENTAL EN LOS PROCEDIMIENTOS
SANCIONADORES ELECTORALES, que esta autoridad electoral aplicó en forma correcta
en su resolución.

Es así, que la resolución al Recurso de Revocación, dictada por ese Consejo General del
Instituto Electoral del Estado de Guanajuato, confirmó la aplicación de manera correcta de
los principios generales garantistas al considerar la inocencia de los querellados, lo cual
sostuvo, toda vez que del caudal probatorio que obra en los antecedentes de este proceso,
no se desprendió elemento alguno que de manera lógica, crítica y en base a la experiencia,
llevara a la autoridad en cita a tener la convicción de que las conductas atribuibles a los
sujetos querellados, entre ellos el que aquí suscribe, constituyan efectivamente aquellas que
son violatorias de la normatividad electoral, específicamente la realización de actos
anticipados de precampaña.

e) Ahora bien, por lo que respecta al agravio sexto del escrito por el que presenta el actor su
Recurso de Revisión, el actor se duele de que no se haya considerado como prueba
superveniente la instrumental de actuaciones a fin de que se analizaran los alcances de las
contestaciones rendidas por los denunciados, es de señalarse que las mismas fueron
materia de pronunciamiento por el Consejo General, además que de acuerdo a la tesis
visible en la página 291 del Semanario Judicial de la Federación número XV de Enero de
1995, bajo el rubro “Pruebas instrumental de actuaciones y presuncional legal y humana, no
tienen vida propia las.” Éstas no tienen desahogo pues es un nombre que en la práctica se
ha desarrollado para las pruebas aportadas en el sumario.

f) Finalmente, por lo que ve al agravio séptimo expresado en el Recurso de Revisión del
Partido actor, éste manifiesta que el pronunciamiento sobre el cuarto agravio que hizo valer
en su Recurso de Revocación, fue indebidamente valorada por sustentarse en suposiciones
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de la propia autoridad emisora del acto reclamado, pues vuelve a decir que las pruebas
debieron haber sido valoradas en su conjunto y de no de manera aislada como dice, se llevó
a cabo.

No le asiste la razón al accionante toda vez que la autoridad resolutora conforme a sus
atribuciones al momento de valorar las pruebas, consideró en principio, que las aportadas
por las partes constituían pruebas documentales privadas, sobre las cuales además se
pronunció en cuanto a lo que cada una de ellas alcanzaba  aprobar, aplicables además al
hecho concreto que pretendían demostrar y para lo cual fueron libremente ofrecidas por los
actores en este procedimiento. En este sentido, es incorrecta la apreciación sobre la que
parte el recurrente, al afirmar que todas las pruebas debieron de haberse adminiculado a
efecto de que esta autoridad llegara a la conclusión de que sí existían irregularidades
realizadas por los querellados. Se dice lo anterior porque no todas las pruebas tienen que ver
con el o los mismos hechos y con el o las mismas personas….”

QUINTO.- Por razón de turno correspondió conocer a esta

Cuarta Sala Unitaria Electoral, para su substanciación, y agotado

su trámite, se citó a las partes y a los terceros interesados para oír

la correspondiente sentencia, misma que se pronuncia en este

acto. -------------------------------------------------------------------------

C O N S I D E R A N D O:

PRIMERO. Esta Cuarta Sala Unitaria del Tribunal

Electoral del Estado de Guanajuato ejerce jurisdicción y es

competente para conocer y resolver el presente recurso de

revisión, con fundamento en lo dispuesto por los 31 de la

Constitución Política para el Estado de Guanajuato, 286, 287,

288, 289, 298 fracción II, 299, 300, 301, 307, 308, 317, 327, 328,

335 y 352 bis, todos del Código de Instituciones y Procedimientos

Electorales para el Estado de Guanajuato; así como los numerales

19, 21 fracción III, 86 y 88 del Reglamento Interior del Tribunal

Estatal del Estado de Guanajuato. ------------------------------------

SEGUNDO.- Previo a hacer el análisis correspondiente

del recurso que nos ocupa, en primer lugar se analizará la

personalidad del  recurrente, en virtud de que se trata de un

presupuesto procesal, en los siguientes términos: --------------------

I.- La personería del ciudadano Agustín Miguel Alonso

Raya, su carácter de Presidente del Partido de la Revolución

Democrática en el Estado de Guanajuato, ante el Consejo General
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del Instituto Electoral del Estado de Guanajuato, ha quedado

acreditada con la certificación expedida por el Licenciado Juan

Carlos Cano Martínez, Secretario del Consejo General del Instituto

Electoral del Estado de Guanajuato, en fecha veintisiete de enero

de dos mil nueve, de la que se deriva la acreditación como

Presidente del Secretariado Estatal del Partido de la Revolución

Democrática ante el referido Consejo General.-------------------------

Documental que merece valor probatorio pleno de

acuerdo a lo dispuesto por los artículos 287, 318 fracción III y

320 del Código de Instituciones y Procedimientos Electorales. -----

TERCERO.- En segundo término, en observancia a lo

dispuesto en el artículo 1° del Código de Instituciones y

Procedimientos Electorales para el Estado de Guanajuato, que

especifica que sus disposiciones son de orden público y de

observancia general, considerando que para la procedencia de

todo medio de impugnación es presupuesto procesal la

inexistencia de causas de sobreseimiento, previstas en el artículo

326 de ese mismo ordenamiento, deben estudiarse de manera

previa al fondo de recurso, incluso de oficio, es decir, con

independencia de que fueran invocadas o no por las partes. -------

En la especie, una vez que se ha efectuado el estudio

detallado de las constancias que integran el expediente, se

desprende en torno a los supuestos de sobreseimiento analizados

en el orden de su previsión legal, lo siguiente: ------------------------

I.- La primera causal establecida en el último precepto

invocado, no se actualiza, en virtud de que no se aprecia que el

partido recurrente se hubiere desistido expresamente del recurso

interpuesto. -----------------------------------------------------------------

II.- No está demostrada la inexistencia del acto

reclamado, por el contrario, el impugnante cuestiona la resolución

dictada el treinta de junio de dos mil diez, dentro de los autos que

integran el recurso de revocación número 001/RR/2010, emitida
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por el Consejo General del Instituto Electoral del Estado de

Guanajuato y en el sumario se encuentran los documentos que

demuestran la instauración del mismo, al que recayó la

resolución impugnada, por lo que al haber sido emitidos en

ejercicio de las facultades conferidas a la autoridad electoral

administrativa que los realizó, dichos documentos merecen valor

probatorio conforme a lo establecido en los artículos 318 y 320 del

Código de Instituciones y Procedimientos Electorales del Estado

de Guanajuato, y son atinentes para demostrar la existencia del

acto reclamado. ----------------------------------------------------------

III.- En cuanto a las causas que motivaron interposición

del recurso, del sumario no se deriva que hubiesen desaparecido

o quedado sin materia por actos posteriores de convalidación o

rectificación. ----------------------------------------------------------------

IV.- En lo que toca a las causas de improcedencia,

contenidas en artículo 325 de la ley comicial, se puntualiza lo

siguiente: --------------------------------------------------------------------

A.- De la causal contenida en la fracción I del artículo

325 del Código de Instituciones y Procedimientos Electorales para

el Estado de Guanajuato, consistente en que el recurso de

revisión no sea firmado por el promovente, debe decirse que este

supuesto no se actualiza en la especie, en virtud de que como se

advierte del escrito que contiene el recurso de revisión en estudio,

se encuentra suscrito en forma autógrafa por el ciudadano

Agustín Miguel Alonso Raya, Presidente del Secretariado Estatal

del Partido de la Revolución Democrática, ante el Consejo General

del Instituto Electoral del mismo Estado. ------------------------------

B.- Por lo que hace a la fracción II, consistente en los

actos consentidos expresa o tácitamente, del contenido del

recurso y del sumario, no se aprecia que exista aceptación

expresa o tácita de los actos materia de la impugnación y además

se advierte del escrito del recurso de revisión interpuesto, que éste

fue presentado dentro del término de cinco días contados a partir
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de que el impugnante tuvo conocimiento del mismo, ante el

Tribunal Electoral del Estado de Guanajuato; en consecuencia, la

causal que se comenta, de igual manera, no se concreta. -----------

C.- En lo que respecta a la causal de improcedencia

prevista por la fracción III del artículo 325 del Código Electoral,

que dispone como supuesto el hecho de que el acto impugnado no

afecte el interés jurídico del recurrente, debe indicarse que tal

exigencia debe analizarse como un elemento de procedibilidad del

recurso, más no de procedencia de los argumentos de discordia,

en virtud de que lo último debe abordarse al momento en que se

estudien los agravios que motivan el presente recurso. --------------

A este respecto cabe apuntar que el interés jurídico

implica una condición de procedencia de la acción, en este caso,

de los motivos de discordia, al traducirse en la disposición de

ánimo hacia determinada cosa por el provecho, utilidad, beneficio

o por la satisfacción que esa cosa puede reportar al accionante o

excepcionante, o simplemente por el perjuicio o daño que se trata

de evitar o reparar; de manera que faltará el interés siempre que,

aún cuando se obtuviese sentencia favorable, no se obtenga un

beneficio o no se evite un perjuicio. -------------------------------------

Es por lo anterior que la fracción en comento debe

entenderse en un sentido formal, relativo a la procedencia del

recurso como un elemento de procedibilidad y no conforme al

hecho de que se justifiquen sus argumentos de discordia en

relación con el interés jurídico, porque ello supone un estudio

substancial de los agravios que componen el recurso de revisión,

lo que en todo caso debe hacerse en el apartado correspondiente

de la sentencia y no en forma previa a su estudio, pues no debe

soslayarse que la génesis de todas las fracciones del artículo 325

mencionado derivan de establecer con la calidad de notoriamente

improcedentes los recursos para consecuentemente desecharlos,

aspecto que pertenece a los elementos de procedibilidad del

recurso como parte integrante de normas adjetivas, para conducir
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al medio de impugnación a un estado de resolver el aspecto

sustantivo cuestionado con la finalidad de revocar, modificar o

confirmar el fallo recurrido. ----------------------------------------------

Ilustra lo antes expuesto la tesis de jurisprudencia 57

sustentada por la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder

Judicial de la Federación, visible en la página 78 del tomo VIII del

apéndice correspondiente a la tercera época, que dice: --------------
“RECURSO DE RECONSIDERACIÓN. LOS REQUISITOS DE PROCEDENCIA SON DE
CARÁCTER FORMAL Y NO DE FONDO (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE MICHOACÁN).-
Conforme al artículo 61 de la Ley Estatal del Sistema de Medios de Impugnación en Materia
Electoral de Michoacán, los requisitos de procedencia deben entenderse en un sentido formal,
relativo a la procedencia del propio recurso y no conforme al hecho de que se justifiquen
realmente los supuestos a que se refiere dicho artículo, porque ello supone entrar al fondo de
las cuestiones planteadas, lo que en todo caso debe hacerse en la sentencia que se emita en
ese medio de impugnación y no en forma previa al estudiar su procedencia. Para que proceda el
recurso basta con que se mencione en el escrito en el que se interpone, que en la resolución
impugnada se cometió cualquiera de las transgresiones enumeradas en el precepto y que se
viertan agravios en los que se cuestione tales circunstancias; con esas manifestaciones se
deben estimar satisfechos tales requisitos. Acorde con lo razonado, si se trata de elementos
formales y no de fondo, para determinar su presencia no se requiere analizar lo fundado o
infundado de los agravios, sino concretarse a verificar, si de acuerdo con el sentido de los
argumentos de impugnación enderezados por el actor, éste pretende la declaración de nulidad
de la votación recibida en una o más casillas o la nulidad de la elección. Esa exigencia se
cumple tanto cuando la Sala de primer grado omite el examen de los agravios referidos a
causas de nulidad, como si entra al estudio de dichos motivos de impugnación y los desestima,
pero el promovente de la reconsideración argumenta, que tal estudio no se apega a la ley y pide
que se revoque la decisión al respecto emitida, pues en ambos casos, la Sala de primer grado
pudo dejar de tomar en cuenta causas de nulidad invocadas y debidamente probadas, en el
primero por omisión de examen y en el segundo por la realización de un análisis indebido, lo
que sólo se puede dilucidar válidamente al resolver en el fondo la litis de esa segunda instancia;
además, el recurso de reconsideración constituye el medio de impugnación por virtud del cual
se puede revocar, modificar o anular la resolución impugnada, y de igual manera, será a
resultas de dicho recurso de alzada como pueda determinarse la legalidad o ilegalidad de la
expedición de la constancia de mayoría y validez cuestionada en el juicio de inconformidad.”

Así como la tesis de jurisprudencia número S3ELJ

07/2002, sustentada por la Sala Superior del Tribunal Electoral

del Poder Judicial de la Federación, visible en la página 39 del

suplemento 6 de la Revista Justicia Electoral 2003,

correspondiente a la tercera época, que a la letra indica: -----------

“INTERÉS JURÍDICO DIRECTO PARA PROMOVER MEDIOS DE IMPUGNACIÓN. REQUISITOS
PARA SU SURTIMIENTO.—La esencia del artículo 10, párrafo 1, inciso b), de la Ley General del
Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral implica que, por regla general, el interés
jurídico procesal se surte, si en la demanda se aduce la infracción de algún derecho sustancial del
actor y a la vez éste hace ver que la intervención del órgano jurisdiccional es necesaria y útil para
lograr la reparación de esa conculcación, mediante la formulación de algún planteamiento tendiente
a obtener el dictado de una sentencia, que tenga el efecto de revocar o modificar el acto o la
resolución reclamados, que producirá la consiguiente restitución al demandante en el goce del
pretendido derecho político-electoral violado. Si se satisface lo anterior, es claro que el actor tiene
interés jurídico procesal para promover el medio de impugnación, lo cual conducirá a que se
examine el mérito de la pretensión. Cuestión distinta es la demostración de la conculcación del
derecho que se dice violado, lo que en todo caso corresponde al estudio del fondo del asunto.”
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D.- Tampoco se actualiza el supuesto previsto en la

fracción IV, en razón de que del estudio del escrito de

interposición del recurso de revisión, se aprecia que el acto o

resolución impugnada no se ha consumado de forma irreparable.

E.- Por lo que ve a la personalidad, ello ya fue materia de

análisis en el considerando que precede, mismo que se da por

reproducido, en aras del principio de economía procesal.------------

F.- Las causas de improcedencia que se contienen en las

fracciones VI y XI del artículo 325 del Código de Instituciones y

Procedimientos Electorales para el Estado de Guanajuato,

consistentes en el hecho de que no se haya interpuesto otro

recurso procedente para obtener la modificación, revocación o

anulación del acto o resolución impugnados, no se actualizan ya

que el mencionado cuerpo normativo no exige agotar previamente

otro recurso ni contempla otro medio de impugnación que tenga

como finalidad modificar, revocar o anular el acto impugnado. ----

En efecto, de acuerdo al contenido de los artículos 294,

298 y 302 del Código de Instituciones y Procedimientos

Electorales para el Estado de Guanajuato, que prevén los medios

de impugnación de revocación, revisión y apelación, y los

supuestos que los actualizan, dentro de los cuales no encuadra el

acto impugnado, por el contrario, es correcta la interposición del

recurso de revisión por estar consignados los actos combatidos

dentro de la hipótesis contenida en la fracción II del numeral 298

del citado ordenamiento, que señala: ----------------------------------
“… El recurso de revisión tendrá como efecto la anulación, revocación, modificación o
confirmación de la resolución impugnada y procede en los siguientes casos...

II. Contra las resoluciones que se dicten al resolver el recurso de revocación; …”

G.- El supuesto de improcedencia que previene la

fracción VII del artículo 325 del Código de Instituciones y

Procedimientos Electorales para el Estado de Guanajuato, referida

a que se esté tramitando otro recurso interpuesto por el propio

promovente, no se actualiza ya que en los autos no obra

constancia alguna en tal sentido.----------------------------------------
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H.- Las causas previstas en las fracciones VIII y IX, del

artículo 325 mencionado, tampoco se colman, en atención a que

del estudio del recurso, se advierte que éste no se promueve

contra actos o resoluciones que hayan sido materia de otro

recurso resuelto en definitiva y mucho menos emitidos en

cumplimiento a una resolución definitiva pronunciada con motivo

de otro medio de impugnación. ------------------------------------------

I.- Finalmente, la causal de improcedencia prevista por la

fracción XII, no se surte, porque no existe disposición expresa del

Código Electoral del Estado, que establezca como irrecurrible el

acto impugnado.------------------------------------------------------------

En conclusión, no se presentan los supuestos de

sobreseimiento contemplados en el artículo 326 de la Ley

Electoral del Estado de Guanajuato. ------------------------------------

CUARTO.- En razón de lo expuesto supralíneas, al haber

precisado que no se actualiza ningún motivo de sobreseimiento

del acto impugnado, resulta conducente entrar al análisis del

fondo del recurso. ----------------------------------------------------------

Establecido lo anterior, resulta que el recurrente señaló

en su escrito impugnativo, lo siguiente: --------------------------------
“ANTECEDENTES

Una vez aprobado por el pleno del Consejo General del Instituto Electoral del Estado de
Guanajuato el resolutivo derivado del procedimiento anteriormente indicado en sesión de fecha
30 de Junio del año 2010 y estando dentro del plazo legal para hacerlo comparezco a solicitar
la revisión de dicho resolutivo en razón de los siguientes:

AGRAVIOS

PRIMERO.- Respecto de los considerandos PRIMERO, SEGUNDO Y TERCERO del
resolutivo que se combate no tengo que manifestar nada en razón de que son meras
determinaciones de competencia y transcripciones de los argumentos vertidos por las partes
en el proceso. No derivando controversia alguna de lo anterior.

SEGUNDO.- Le para perjuicio a mi representado la falta de apego al principio de
Exhaustividad con la que el Consejo General del Instituto Electoral del Estado de Guanajuato
actuó, en razón de que en su considerando CUARTO del resolutivo que se recurre hizo una
incompleta apreciación de los argumentos que en el recurso de revisión el que suscribe hice
valer, pues si bien considero la autoridad electoral en el inciso a) de dicho considerando que
uno de los agravios motivo del disenso era : "Que el consejo General de este instituto hizo una
incorrecta valoración de las pruebas, en razón de que, desde la perspectiva del recurrente, no
se concatenaron debidamente las notas periodísticas presentadas con la queja, los escritos de
respuesta a la denuncia, presentados por el instituto político y los ciudadanos denunciados, y
el informe rendido por el Director del Periódico Correo.
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Este Consejo General considera que el motivo de agravio identificado con el inciso a) es
inoperante...

Es inoperante el motivo de disenso relativo a la incorrecta valoración de las pruebas, pues el
inconforme no controvirtió los razonamientos de la resolución combatida, expresados al
efectuar la valoración de las pruebas, sino que sólo asevera, en forma genérica, que éstas
fueron justipreciadas inadecuadamente, sin proponer argumentos lógico jurídicos sobre el error
o errores supuestamente cometidos por este Consejo General, ni respecto a la forma en que
debieron ser valoradas.

Lo anterior para perjuicio en razón de que al contrario de lo que sostiene esta Autoridad
Electoral el que recurre sí sostuvo argumentaciones que no fueron valoradas en el sentido de
las probanzas que fueron mal valoradas y cómo debieron ser concatenadas y apreciadas tales,
a efecto de demostrar lo anterior me permito transcribir los agravios y argumentaciones que su
servidor realizó en su recurso de revocación respecto del tema en comento y que la autoridad
administrativa electoral desdeña y no tomo en cuenta al momento de resolver la revocación
que ahora se solicita sea revisada:

Del agravio marcado como PRIMERO el PRD por conducto de su representante se dolió y
propuso la modificación de lo siguiente.

"...más adelante dentro de la misma página del resolutivo en comento en contestación a la
solicitud realizada al director general del periódico Correo el mismo informa que los hechos
narrados en las notas periodísticas fueron eventos a los que dicho medio informativo dio
cobertura como parte de su quehacer periodístico por tratarse de hechos generadores de
noticia de interés popular al intervenir en ellos conocidos personajes que desempeñan cargos
públicos, situación que en estricto sentido este órgano resolutor tuvo por cierta y probada por
considerar no era parte de la controversia, por lo consideramos que esta prueba cobra
relevancia para ser valorada en su conjunto con las demás que obran en el expediente, y
máxime que su valor probatorio es de importante relevancia al provenir de una persona que no
tiene interés personal ni directo en el presente asunto, pues al tenerse por cierto su dicho de
manera plena esta autoridad resolutora no debió dejar pasar desapercibido que entonces las
notas periodísticas que anexo a su escrito de contestación el director del periódico correo
contienen hechos que el mismo esta afirmando y que por ende se deben tener por confirmados
al menos por este compareciente que para efectos estrictamente jurídicos puede ser
considerado en testigo con credibilidad... "

"..., por lo que la autoridad que resolvió el presente asunto a partir de este momento debió
darle mayor valor indiciario a las propias notas periodísticas que transcribió en páginas 11 a 17
de este considerando séptimo, notas enlistadas con los números 1 al 9 en el mismo resolutivo
que se combate..."

... el PRD decidió ofrecer en base al principio de adquisición procesal, como prueba las
propias contestaciones rendidas por estos personajes a las que más adelante me referirá en
detalle pero que en general aceptaban los hechos contenidos en las notas periodísticas,
debiendo entonces cobrar mayor importancia para quien resolvió el hecho evidente y
manifiesto de que los denunciados de Acción Nacional presentaron y ofrecieron como prueba
de su dicho las mismas notas periodísticas que el PRD ofreció, que el director del periódico
Correo presentó y que incluso aceptaron en lo general los hechos en ellas consignadas
cobrando así mayor valor indiciario por ser aceptadas como medio de prueba idóneo dentro del
procedimiento incluso por la parte reo o denunciada, por lo que hasta este momento este
resolutor debió tener probado en general el elemento de hecho motivo de la queja en el sentido
de que los eventos sí sucedieron en un tiempo lugar y circunstancia determinado y que en
ningún momento se negó por nadie tal situación..."

Ya en el agravio marcado como SEGUNDO, el recurrente argumento la incorrecta valoración
de pruebas de la siguiente manera:

"Así las cosas esta autoridad procedió en su considerando NOVENO a analizar las probanzas
tendientes a acreditar responsabilidad al C. FERNANDO TORRES GRACIANO haciendo una
transcripción de sus escritos de contestación en páginas 25 a 38 del resolutivo, de las que
concluyó esta autoridad tener por reconocido y por lo tanto probado lo siguiente que esta
autoridad enumero en la página 39 de su resolución:
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a) Que mantuvo comunicación con la Comisión Nacional de Elecciones del Partido Acción Nacional,
a fin de que en su momento pudiera celebrarse una reunión de trabajo y que se pudiera tener
de esa comisión los criterios para trabajar en un periodo donde no hay un procedimiento
iniciado, enfatizando que las futuras reglas no comenzarían a aplicarse desde ahora.

b) Que señalo que quienes tuvieran intención de participar lo dijeran, para que como partido sepan
de cuantos se está hablando y para que la militancia sepa quiénes son y estén evaluados por
ellos, precisando que, a su consideración los tiempos para buscar la candidatura al gobierno
del Estado aún están muy lejos.

c) Que son tres los panistas quienes le han manifestado su interés por participar en la contienda
electoral donde en su momento se renovará el gobierno estatal y que dicho acercamiento fue
realizado por los militantes del Partido Acción Nacional que se citan en la nota, con su persona
en calidad de dirigente del partido político que representa, y

d) Que el Partido Acción Nacional no se encuentra inmerso en el Estado de Guanajuato en un
proceso interno de selección de candidatos.

En la apreciación a priori que se equivoca esta autoridad es al sostener previamente con la
simple lectura de las contestaciones vertidas por el presidente de Acción Nacional que: "De los
informes y alegatos rendidos por el Presidente del Comité Directivo Estatal de Partido Acción
Nacional se advierte que niega haber realizado actos anticipados de precampaña..." esta
autoridad presupone a priori antes de cualquier análisis concienzudo de las pruebas y
partiendo únicamente de la sola contestación del presidente de acción nacional que éste está
negando haber realizado actos anticipados de precampaña, sin que medien consideraciones,
argumentaciones o análisis probatorio de por medio para que tenga por negando la realización
de actos anticipados de precampaña por parte del presidente estatal del PAN, sino que la da
por hecho en una mera afirmación categórica sin más raciocinio de por medio.

La autoridad pasa por alta diversos momentos de la contestación a la denuncia y de los
agravios que el Presidente estatal del comité directivo de acción nacional donde reconoce
expresamente haber desplegado conductas tendientes a manifestar que reconoce los hechos
de haber realizado declaraciones tendientes a definir la participación electoral de algunos de
sus militantes fuera de un plazo legal electoral válido para tal efecto, así los hechos me permito
hacer una relación sucinta de todos los momentos en que el presidente del PAN en
Guanajuato reconoce sus conductas ilícitas:

a) En el primer párrafo de la página 26 del resolutivo que se impugna, el presidente de acción
nacional afirma: "...En contenido de las declaraciones que en su momento el presidente del
Comité Directivo Estatal comunicó a la opinión pública y que la parte actora pretende hacer ver
como actos anticipados de precampaña, fueron formulados con apego a la normatividad
electoral y reflejan además, el seguimiento de los canales institucionales por los que el
dirigente estatal del PAN en Guanajuato se debía conducir" (lo subrayado es propio del que
transcribe. De esta transcripción que en estricto sentido se refiere a una confesión por ser de
autoría de la persona a la que se atribuyen los hechos se desprende que el presidente estatal
del partido acción nacional reconoce como propias las declaraciones hechas a los medios en
todas y cada una de las notas que obran en el expediente y que fueron motivo de la queja,
pues acepta que fueron declaraciones que él comunicó a la opinión pública y que estas fueron
formulada y reflejan los canales por los que el presidente del PAN se debía conducir, queda
claro pues que no niega sino que afirma que el contenido de las notas en cuanto a sus
declaraciones es veraz. Por lo que enseguida haga un resumen de todas las declaraciones
vertidas por el presidente del PAN en las diversas notas periodísticas contenidas en el
expediente, declaraciones que queda claro acepta y confirma dándoles plena validez pero que
esta autoridad resolutoria sesgó en su análisis, se transcriben declaraciones hechas en las
notas periodísticas y no negadas sino afirmadas por presidente estatal del PAN(todo lo
subrayado no es de la nota original sino de quien transcribe):

1.- De la nota cuyo encabezado dice "Pide Márquez reglas para la contienda panista" de fecha
Martes veintidós de diciembre de dos mil nueve se extrae que el presidente del PAN hizo la
siguiente declaración que él acepta como cierta: "en tanto que el dirigente del Comité Directivo
Estatal del PAN, Fernando Torres Graciano, adelantó que el próximo mes pedirá a la comisión
nacional de elecciones que se pronuncié a fin de establecer reglas de competencia concretas,
desde ahora." Posteriormente en la misma nota se lee que Fernando Torres Graciano declara:
"...Por su parte Fernando Torres Graciano consideró que es tiempo que -"quienes tengan la
intención de participar que lo digan para que como partido sepamos de cuantos estamos
hablando y para que la militancia sepa quiénes son y estén evaluados por ellos-..." Es notorio
que en estas declaraciones aceptadas por el presidente del PAN afirma que hay una
competencia, que tiene que ver con su comisión partidista de elecciones, que dicha
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competencia se debe regular desde ahora y que es necesario saber quienes quieren competir;
afirmaciones aceptadas en la declaración periodística y en la contestación a la denuncia que el
presidente del PAN sostiene, mismas que si la autoridad concatenara claramente con los
demás indicios de la misma nota quedaría claro que se refiere al hecho de que militantes de
Acción Nacional están haciendo clara contienda y promoción por un cargo de elección popular
fuera de un plazo legal establecido tratando de ganar adeptos.

2.- De la nota cuyo encabezado dice: "Busca PAN reglas para destapados" del Jueves
catorce de Enero de dos mil diez se extraen las siguientes declaraciones que no niega sino
que acepta en su contestación el presidente del PAN; dándolas por ciertas : "El líder estatal,
anunció que ya pidió una reunión con la comisión de elecciones del CEN para fijar criterios.---
El dirigente estatal del PAN, Fernando Torres Graciano, anunció que tras el activismo que han
demostrado militantes de su partido que buscan cargos públicos aún y cuando no se han
emitido convocatorias para este fin pidió ya a la Comisión Nacional de Elecciones de su partido
emitir una postura;..." posteriormente se lee: "... El pasado lunes le entregué la petición formal
a José Espina... para que, en su momento, podamos tener una reunión de trabajo y que
podamos tener de esta comisión nacional los criterios para conocer cómo trabajar en este
periodo donde no hay un procedimiento iniciado pero sí hay movimiento de personajes... "así
las cosas esta autoridad debe revalorar los alcances de lo dicho, aceptado y confirmado en su
escrito de contestación por el presidente estatal del PAN que como ya quedo claro habló de
que hay una contiende entre militantes del PAN por un cargo, que dicha contienda debe verse
intervenida por su Comisión Nacional de Elecciones, que no están un plazo legal para ello,
pero ahora abona, que ya le pidió a la comisión dichas reglas, que hay activismo de militantes
en marcha, que sabe que no están en un plazo legal pero que a pesar de no estar en un plazo
legal sí hay movimiento de personajes militantes que obviamente tratan de influir para ser
nombrados candidatos, a este punto esta autoridad debió haber tenido ya reconocidos por
parte del PAN por conducto de su representante legal como cubiertos dos elementos de la
conducta ¡lícita llamada actos anticipados de campaña, que son el elemento de hecho
consistente en actos de promoción electoral fuera del plazo legal para ello y el elemento
subjetivo que es la intención que se tiene en dichos actos de influir para ser designado como
candidato. Hasta esto momento faltaría un elemento para que se tuviera al PAN como infractor
y sujeto de la conducta ¡lícita llamada actos anticipados de campaña, que sería las personas o
personajes que realizan dichos actos.

3.- Así hasta aquí probado los dos elementos anteriores de la conducto ilegal por parte del
PAN; en la misma nota a la que me refería en el numeral 2 anterior el mismo presidente vuelve
a declarar, que como ya el mismo acepto en su escrito de contestación todas las declaraciones
atribuidas a su persona en las notas periodísticas son ciertas, lo siguiente: "quienes me han
buscado son Ricardo Torres Origel, José Ángel Córdova Villalobos y Miguel Márquez
Márquez", aquí en declaración periodística que como ya se ha repetido tantas veces acepta
como verdad el presidente del PAN, nos revela el último de los elementos necesarios
para completar el supuesto jurídico de la conducta llamada actos anticipados de
precampaña, elemento personal al que expresamente atribuye a tres personas que en
pruebas anteriores reconoció como miembros activos del PAN y que además son
conocidos funcionarios públicos de dicho partido que son, repito, los CC. RICARDO
TORRES ORIGEL, JOSÉ ÁNGEL CORDOVA VILLALOBOS Y MIGUEL MÁRQUEZ
MÁRQUEZ, situación que esta autoridad debe ponderar al ser estos también parte de la
denuncia y que su propio presidente de partido estatal con sus declaraciones
periodísticas aceptados como verdaderas y con su contestación a la denuncia acusa
como autores confirmados de actos anticipados de precampaña.

Y remata confesando más aún en la misma nota con encabezado "ÉNFASIS" con los
declaraciones que acepta como ciertas en la nota periodística donde se lee: "...Fernando
Torres Graciano, manifestó que aunque no se buscará el limitar a los "liderazgos del partido";
consideró que sí debe existir una mesura para que los movimientos anticipados no provoquen
una polarización en su partido e, incluso manifestó que las expresiones fueron apresuradas.

Por todo lo anterior evidentemente confesado por el presidente de Acción Nacional debió
tenerse como responsable de la conducta ilegal denunciada al presidente estatal del PAN y al
mismo instituto político turnándose debidamente a sanción la denuncio que se declaró
infundado y por ende turnarse a sanción, pues ante la evidencia y contundencia de lo aceptado
no había otra resolución posible, pero no fue así por la mala valoración de las probanzas, su
falta de concatenación y la indebida aplicación del principio de presunción de inocencia.

4.-Finalmente en Nota periodística con encabezado Dice Córdova que no renunciará" nota
acompañado del recuadro "ÉNFASIS" se lee la siguiente declaración : "El dirigente estatal del
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PAN, Fernando Torres Graciano comentó que aún no se recibe respuesta de la comisión de
Elecciones para definir reglas para el proceso interno para la elección de candidatos con
rumbo al 2012, sin embargo dijo, "no se trata de decir que nadie se mueva, o encerrarlos, pero
que sí haya cuidado para que exista el respeto por la normatividad y generar que no se dé una
situación de desunión". Última nota con declaración que como ya se analizó, el acepta como
verdad, donde queda clara la intencionalidad aceptada del PAN y su dirigente de estar ante
actos anticipados de promoción electoral que él mismo pretende regula internamente a pesar
de conocer que no hay justificación legal para el caso y que sin embargo acepto que sucedían.
Ante tales hechos resulta contundente que esta autoridad debe revocar su acuerdo emitido al
omitir enlistar más hechos que el presidente estatal del PAN si reconoció y que de no haberse
omitido hubieran derivado en una responsabilidad motivo de sanción ante el tribunal electoral
estatal.

b) Así los hechos en el último párrafo también de su contestación transcrita en página 26 del
resolutivo que se impugna manifiesta el presidente estatal del PAN. "... no hace sino corroborar
que el dirigente Fernando Torres Graciano se condujo en el asunto de esa naturaleza como
debió hacerlo..." y posteriormente se lee "... se confirma en todo caso, cuando se señaló
declaró, que quienes tuvieran la intención de participar que lo digan para que como partido
sepamos de cuántos estamos hablando y para que la militancia sepan quiénes son y estén
evaluados por ellos..." del contenido de tales aseveraciones queda por cierto que el presidente
estatal del PAN confiesa que declaró sobre algunos militantes del PAN que tienen la intención
de participar para contender a la elección de gobernador, lo que implica que una manifestación
de voluntad en el sentido de querer contender por un cargo de elección popular fuera de un
plazo electoral para tal efecto se traduce en la manifestación expresa de la intención de tratar
de influir en un universo o grupo de electores con la capacidad de decidir sobre quien será el
candidato a un cargo de elección popular, si bien no menciona quien en esta contestación en
las notas periodísticas si habla expresamente de tres militantes activos del PAN que tienen tal
intención y que lo hacen como ya se mencionó en el inciso y numerales anteriores.

c) Posteriormente el presidente de Acción Nacional lo que sí trata de desvirtuar o negar
del contenido de las notas periodísticas en el escrito de contestación que se transcribió por
esta autoridad en página 28 del resolutivo que se pide se revoque, es el contenido informativo
de las apreciaciones de los periodistas, situación que expresa de la siguiente manera:... "es de
destacarse la subjetividad de dichos contenidos informativos, que logran provocar en la opinión
de lector la idea de que esos actos son de los que pueden denominar actos anticipados de
precampaña..." debió quedar claro para la autoridad que resolvió, que una cosa son las
declaraciones del denunciado en la nota periodística, que incluso el acepta como verdaderas y
otra cosa son las opiniones de los reporteros que efectivamente pueden ser subjetivas, pero ni
siquiera considero ahondar en esta argumentación del presidente del PAN, pues con sus puras
y llanas declaraciones aceptadas en los medios periodísticos, y sus afirmaciones arriba
transcritas queda claro que lejos de negar la realización de actos anticipados de precampaña
los confirma e incluso deja manifiesta su intención con su actuar y comunicaciones que
asegura tuvo con diversos militantes de su instituto político.

Es decir desvirtúa o niega lo referente a las opiniones del redactor de la nota pero no niega,
sino afirma el contenido de la nota en lo que a sus declaraciones personales se refiere. Y por
ende esta autoridad debió haber emitido un análisis concienzudo y sistemático de todas las
probanzas antes de resolver ipso facto que se tenía por negando la realización de actos
anticipados de precampaña al presidente estatal del PAN partiendo del simple hecho de que
éste así lo sostuvo, pues del análisis concienzudo incluso se puede inferir que claramente los
acepta, además de otros más hechos que el presidente del IEEG paro por alto al enlistar los
que tuvo por ciertos por parte del presidente de Acción Nacional.

Me permito para abonar a lo anterior hacer un análisis de la propia jurisprudencia en la que el
presidente de Acción Nacional hizo valer su defensa y que esta autoridad resolutora tomo
como fundamente de su resolución, jurisprudencia cuyo encabezado es : "NOTAS
PERIODÍSTICAS. ELEMENTOS PARA DETERMINAR SU FUERZA INDICIARIA", de dicha
jurisprudencia es de destacarse lo siguiente para su análisis, "... y en el juicio que donde se
presenten se concreta a manifestar que estos medios informativos carecen de valor probatorio,
pero omite pronunciarse sobre la certeza o falsedad de los hechos consignados en ellos, al
sopesar todas esas circunstancias con la aplicación de las reglas de la lógica, la sana crítica y
las máximas de experiencia,.... Esto permite otorgar mayor calidad indiciaria a los citados
medios de prueba...", de lo anterior resulta claro que lejos de restarles valor probatorio con sus
argumentos de defensa el presidente de Acción Nacional al aceptar como verdad el contenido
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de las notas consistente en sus declaraciones les dio mayor peso probatorio a las mismas,
quejándose solo de la subjetividad de la opinión de los periodistas que perfectamente se puede
diferenciar de sus declaraciones que sí acepta, declaraciones de las que es claro extraer
verdades aceptadas que incluso confirma confesándolas en sus contestaciones y que más aún
dicha confesión hace prueba plena de que si existieron actos anticipados de precampaña de
él, de tres de sus militantes y del PAN.

En su segundo informe el presidente del PAN; a pesar de mencionar que no los niega ni
afirma como hechos de sus persona, en la misma dentro de los numerales 2 y 4 queda claro
que acepta su dicho en las notas periodísticas, sus declaraciones imputadas a su persona pero
de lo que se desdice es de la intencionalidad de realizar actos anticipados de precampaña,
pero dicha intencionalidad no corresponde a él determinarla sino a la autoridad resolutora, pero
esta autoridad sesgo las declaraciones periodísticas del presidente del PAN en Guanajuato,
las aisló de sus confesiones, se pronunció únicamente sobre el escrito de informe y
contestación del presidente del PAN y no concateno todo lo anterior para arribar a la
conclusión que negaba los actos anticipados de campaña, que solo aceptaba cuatro hechos
que arriba se enlistaron y que no existía responsabilidad de él y el instituto político que
representa en la conducta imputada, lo cual resulta incorrecto y parcial ante la evidente
carencia de juicios valorativos en el resolutivo sobre todos los aspectos anteriormente
mencionados y que deparan en perjuicio de la pretensión de mi representado."

En el agravio marcado como CUARTO mi representado argumentó abonando a la
consideración de la incorrecta valoración de las pruebas y como debía apreciarse las mismas
lo siguiente:

"Con respecto a la forma en que las probanzas fueron valoradas en lo individual para cada
uno de los militantes de acción nacional denunciados, la autoridad se equivoco al aislar las
notas periodísticas aportadas por mi representado como pruebas de las demás que obraban
en autos y que así se ofrecieron como lo son las contestaciones y confesiones de los
denunciados, como las hechas por el presidente estatal del PAN; pues es evidente que si la
nota periodística si valora en lo individual sin concatenarla con las demás, ni con el dicho de
todos los actores dentro del procedimientos ni con las verdades aceptadas dentro de las
mismas se tendrá que su fuerza indiciaria no crece y permanece como tal, mero indicio, lo que
para en perjuicio de un resolutivo que declara infundada la queja, pues esta autoridad estaba
constreñida a valorar las pruebas no solo en lo individual y particular de cada caso sino
también en conjunto y vinculadas entre sí máxime que la defensa de todos los denunciados se
sustentó en la tesis de jurisprudencia S3ELJ 38/2002 que anteriormente se mencionó y en la
cual se hace clara referencia a la forma en que deben ser valoradas las notas periodísticas no
como probanzas aisladas, sino como elementos cuya fuerza convictivo depende de que el
juzgador los valoré en conjunto entre sí, y con los demás elementos de convicción que obren
en el expediente, indistintamente de que se trate de diferentes actores, pues como queda claro
en todas las contestaciones de los mismos aceptan hechos que sí consignan las notas e
incluso el dicho de uno de los actores que es el del presidente estatal del PAN y del propio
director del medio informativo periódico Correo sí llega a vincular a otros de los denunciados al
hacer señalamientos concretos para con éstos, situación que se dejó de lado al analizar las
notas periodísticas en cada caso particular de los denunciados sin vincularlas a las
manifestaciones hechas en por todos los demás a pesar de que esto se pidió como elemento
convictivo para resolver en el escrito de contestación a la vista por parte de mi representado.
Pues la autoridad pasó por alto que si bien una probanza de manera directa no tenía que ver
con un denunciado en particular si tenía que ver con los hechos controvertidos y la autoridad
debió valerse de todos los documentos, cosas, hechos o dichos de las partes para llegar al
máximo conocimiento de la verdad, situación que en la resolución que se pide sea revocada no
sucede, pues las pruebas fueron examinadas de manera aislada para cada denunciado en
claro contravención al principio de adquisición procesal que versa que las pruebas son del
proceso en general y no sólo de las partes que las ofrecen."

De lo anterior es plausible discernir que contrario a lo que la autoridad sostiene en su
resolutivo, el PRD si argumento jurídicamente los elementos de prueba que no habían sido
justipreciados debidamente y la manera en que los mismos debieron valorar y concatenarse,
para lo anterior me permito hacer una relación sucinta de las probanzas controvertidas y la
apreciación que a los mismas debió dárseles:

1.- Que la contestación rendida por el Director del diario Correo es una prueba eficaz para
demostrar la veracidad de los hechos consignados en las notas del diario, toda vez que
respondió a una pregunta expresa de la autoridad electoral sosteniendo que tales eventos
sucedieron y que fueron cubiertos de manera voluntaria por el medio informativo al ser hechos
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generadores de noticia, es decir sostiene la veracidad del contenido de las notas periodísticas
y por ende debió otorgarse mayor peso convictivo a las mismas.

2.- Que las contestaciones que vertieron los personajes involucrados del Partido Acción
Nacional Nacional en general reconocen que los hechos acontecieron, aunque no reconozcan
estar ante la figura de los llamados actos anticipados de precampaña, pero que correspondía a
la autoridad electoral descubrir la verdadera intencionalidad de los mismos, toda vez que la
existencia de los hechos se demostró con las confesiones extrajudiciales que los denunciados
hicieron en sus escritos de contestación.

3.- Que la autoridad electoral perjudico la naturaleza del procedimiento al presuponer a priori
que el presidente del PAN C. Fernando Torres Graciano estaba negando en sus escritos haber
cometido actos anticipados de precampaña, y se dice que la autoridad lo presupone porque
categóricamente sostuvo esto en su resolutivo inicial sin que mediara valoración alguna de
pruebas al respecto, ni mucho menos concatenación de las mismas para poner conocer la
verdadera intención con que el presidente del PAN y este instituto electoral actuaron, debió
existir esta valoración previa que entonces pudiera arrojar si verdaderamente negada tales
actos o si más bien la intención y veracidad de los acontecimientos demostraban que los
estaba cometiendo.

4.- Posteriormente mi representado se duele de que la autoridad pasó por alto que el
presidente estatal del PAN C. Fernando Torres Graciano hizo la aceptación expresa de que del
contenido de las notas periodísticas lo correspondiente a sus declaraciones expresas sí las
reconocía, y fue así que mi representado hizo el análisis detalla de todas y cada una de las
declaraciones que en las diversas notas vertió el presidente del PAN estatal, declaraciones
cuyo contenido hacen evidente la existencia de un proceso adelantado a toda normativa
electoral con la intención de presentar posibles precandidatos el puesto de elección
gobernador, entonces se pedía que la autoridad electoral administrativa concatenara dichas
declaraciones aceptadas por el presidente estatal del PAN a cada una de las notas y la
totalidad de su contenido, y una vez que se hiciera lo anterior quedaría manifiesta la verdadera
existencia de los hechos y su naturaleza o intencionalidad que es realizar actos anticipados de
precampaña pero la autoridad administrativa en ningún momento lo hace dejando fuera el
análisis de esta argumentación y por lo tanto resolviendo sin agotar la debida exhaustividad
dentro de procedimiento que se recurre.

5.- En el agravio cuarto del recurso de revocación resuelve, el PRD se dolía del aislamiento al
que fueron sujetas las notas periodísticas para su valoración en cada caso de cada uno de los
denunciados, mismas que nunca se concatenaron a la aceptación de que los hechos
sucedieron y se cubrieron por parte del medio informativa, a la propia confesión de los mismos
que los actores públicos del PAN hicieron al reconocer que sucedieron, a las aceptación que
de sus propias declaraciones hizo el presidente estatal del PAN mismas en las que se
reconocen los hechos, que se buscaba un cargo de elección, que debía regularse tal conducta,
que los actores involucrados le pidieron intervenir y que los hechos están fuera de los plazos
legales para ello, y en estas declaraciones quedaba probada le verdadera intencionalidad de
los hechos que era realizar actos anticipados de precampaña, igualmente se dejo de ponderar
que las mismas notas periodísticas fueron ofrecidas como prueba de su dicho por parte de los
denunciados lo que les daba mayor alcance probatorio al aceptarse en parte lo que a sus
declaraciones correspondía, pero no obstante la anterior argumentación la autoridad dejo fuera
del análisis de estos agravios los argumentos jurídicos vertidos y el sentido que se pedía se les
diera, para resolver que esto era inoperante sin mayor análisis, cuando es claro que mi
representado sí propuso argumentaciones en este sentido.

TERCERO.- La autoridad electoral administrativa en el inciso b) del resolutivo que se combate
arguye que mi representado sostiene que: "que el informe rendido por el medio de
comunicación antes mencionado era relevante, justipreciado en conjunto con las demás
pruebas, para conceder mayor valor indiciario a las notas periodísticas presentadas con la
denuncia y, así, considerara probados los actos anticipados de precampaña atribuidos a los
denunciados"

Así las cosas la autoridad decidió considerar infundado el agravio en razón de lo siguiente: "Se
sostiene lo anterior, ya que el contenido del informe rendido por el Director del Periódico
Correo no es idóneo para demostrar la veracidad del contenido de las notas periodísticas base
de la denuncia, porque a través de dicho informe sólo se comunicó a este Consejo General lo
siguiente: a) que como parte del quehacer periodístico de ese medio de comunicación, se dio
cobertura a los eventos referidos en las notas periodísticas, por tratarse de hechos
generadores de noticia de interés popular, al intervenir en ellos personajes que desempeñan
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cargos públicos; y, b) que la publicación de las notas fue absoluta responsabilidad de ese
medio de comunicación, sin que hayan sido ordenadas por ninguno de los que aparecen, por
sí o por intermedio de personas."

Así la autoridad electoral hizo la siguiente consideración en torno a tal probanza: "Como puede
verse, el informe del Periódico Correo no tiene ninguna manifestación de la que pueda inferirse
que el Director de ese medio de comunicación se haya referido al contenido propiamente dicho
de las notas periodísticas..."

De lo anterior queda manifiesto que el propio consejo general del IEEG falta al principio de
congruencia pues se contradice en sí mismo en las argumentaciones que vierte, pues por un
lado reconoce expresamente que el informe del director del diario Correo sostiene que se "...
dio cobertura a los eventos referidos en las notas periodísticas, por tratarse de hechos
generadores de noticia de interés popular..." es decir, vuelve a sostenerse lo que mi partido
argumentaba en sus escritos de queja y revocación, que los hechos sí sucedieron , pues no se
dice lo contrario en el informe del medio impreso, además de que lo reconocen las partes
denunciadas en el procedimiento y el propio instituto electoral al valorar esta probanza, pero el
Consejo General del IEEG contraviene tal reconocimiento hecho por el director del medio, por
las partes y por ellos mismos al sostener como argumento para no darle mayor valor probatorio
a esta prueba que no se infiere de la misma que el director de ese medio de comunicación se
haya referido al contenido propiamente dicho de las notas, pues claramente se desprende que
sí se refiere al contenido al reconocer que fueron hechos que sucedieron, se cubrieron y
generaron una difusión de interés general, entonces no tiene congruencia que por una parte la
autoridad reconozca el contenido del escrito y las notas que lo acompañan y después trate de
desvincular a éstas de lo que dice el medio al reconocer que las mismas corresponden a
hechos reales que efectivamente sucedieron pues el principio de congruencia que debe regir
en toda sentencia estriba en que ésta debe dictarse en concordancia con la demanda y con la
contestación formuladas por las partes, y en que no contenga resoluciones ni afirmaciones que
se contradigan entre sí. El primer aspecto constituye la congruencia externa y el segundo, la
interna. En la especie, la incongruencia reclamada corresponde a la llamada interna, puesto
que se señalan concretamente en este considerando dos aspectos que reconoce la
contestación del medio periodístico, que se cubrieron los hechos por ser de interés general y
que dicho medio asume la responsabilidad de su publicación y tan es así que en todas las
resoluciones se analiza esto, aunque de manera aislada, pero después en el mismo
considerando de la resolución se le resta valor probatorio como prueba que específicamente
fue ofrecida para demostrar que existieron los hechos que la generaron que son los eventos
cubiertos en las notas periodísticas que acompañaron la respuesta del director del periódico
Correo y que por ende presentadas por dicha persona reconocen evidentemente el contenido
de las notas periodísticas que la acompañan aunque incorrectamente la autoridad electoral las
desvincula y sostenga que no se refiere al contenido de las notas lo que el medio informa,
resultando en un absurdo que la autoridad resolutora sostenga esto cuando resulta claro que sí
se refiere al contenido de las notas y lo reconoce como verdad; luego, esto constituye una
infracción al principio de congruencia que debe regir en toda sentencia parando en un perjuicio
a mi representado la incorrecta valoración de los alcances de esta probanza.

CUARTO.- Sostiene la autoridad electoral administrativa que el que recurre se dolía de la
indebida aplicación del principio de presunción de inocencia dentro del procedimiento
instructivo al que fueron sometidos los denunciados del PAN, y que mi representado solicitaba
que dicho principio debía ser aplicado únicamente en la etapa de individualización de la
sanción del procedimiento sancionador; pero omitió mencionar que en esencia el agravio
consideraba que la incorrecta aplicación del principio de presunción de inocencia dentro de la
etapa instructiva del procedimiento sumario había derivado en la merma de los alcances
probatorios de los elementos vertidos al procedimiento, es decir que hacer extensivo este
procedimiento a la valoración de las pruebas aislando éstas unas de otras conllevó un
demérito a los alcances probatorios de las notas periodísticas que no fueron concatenadas a
las confesiones y reconocimientos hechos por los denunciados y por las declaraciones
rendidas por el medio, así como en presunciones como tener por negando la realización de
actos anticipados de precampaña a los denunciados con su mero dicho sin que se analizara
los alcances o intención real de su actuar, concatenando sus declaraciones, los hechos y las
consecuencias de los mismos. Pues la presunción de inocencia exige que si bien las
investigaciones parten de que la carga de la prueba de la posible responsabilidad o
culpabilidad recaiga en la parte contraria, si el indiciado reconoce hechos que le son
imputados, existen indicios, así como declaraciones de terceros sin interés que señalan que
los actos controvertidos existieron entonces el indiciado deber aportar elementos que
desvirtúen los indicios robustecidos que abonan en su perjuicio, entre los que se encuentra
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incluso su propia confesión de hechos, y si no lo hace tales indicios sí pueden parar en su
perjuicio, y no debe entonces la autoridad resolutora tener por absoluta esta presunción
cuando todos los elementos probatorios abonan a que la conducta ilícita existió, y más que
tales pruebas sean aisladas unas de otras en aras de esta presunción, máxime que incluso los
denunciados reconocieron la autoría de los hechos aunque negaran su intencionalidad, pero
sin aportar prueba alguna que desvirtuara que su intención no era realizar actos anticipados de
precampaña, por lo que el Consejo General del IEEG aplico indebidamente este principio al
momento de valorar las probanzas dentro del procedimiento que se recurre. Sirve de sustento
a lo anterior la siguiente tesis de jurisprudencia (lo subrayado es propio del que transcribe):

PRESUNCION DE INOCENCIA. SU NATURALEZA Y ALCANCE EN EL DERECHO
ADMINISTRATIVO SANCIONADOR ELECTORAL.-La presunción de inocencia es una
garantía del acusado de una infracción administrativa, de la cual se genera el derecho a ser
tenido y tratado como inocente mientras no se pruebe lo contrario, y tiene por objeto evitar que
las autoridades jurisdiccionales o administrativas, con la detentación del poder, involucren
fácilmente a los gobernados en procedimientos sancionatorios, con elementos simples y sin
fundamento en un juicio razonable sobre su autoría o participación en los hechos imputados. A
través de esta garantía se exige, que las autoridades sancionadoras reciban o recaben
pruebas idóneas, aptas y suficientes, con respeto irrestricto de todas las formalidades y
requisitos del debido proceso legal, sin afectación no autorizada de los derechos
fundamentales, y mediante investigaciones exhaustivas y serias, dirigidas a conocer la verdad
objetiva de los hechos denunciados y de los relacionados con ellos, respecto al objeto de la
investigación, mientras no se cuente con los elementos con grado suficiente de convicción
sobre la autoría o participación en los mismos del indiciado, para lo cual deberán realizarse
todas las diligencias previsibles ordinariamente a su alcance, con atención a las reglas de la
lógica y a las máximas de experiencia, dentro de la situación cultural y de aptitud media
requerida para ocupar el cargo desempeñado por la autoridad investigadora, y que esto se
haga a través de medios adecuados, con los cuales se agoten las posibilidades racionales de
la investigación, de modo que, mientras la autoridad sancionadora no realice todas las
diligencias necesarias en las condiciones descritas, el acusado se mantiene protegido por la
presunción de inocencia, la cual desenvuelve su protección de manera absoluta, sin verse el
indiciado en la necesidad de desplegar actividades probatorias en favor de su inocencia, más
allá de la estricta negación de los hechos imputados, sin perjuicio del derecho de hacerlo; pero
cuando la autoridad responsable cumple adecuadamente con sus deberes y ejerce en forma
apropiada sus poderes de investigación, resulta factible superar la presunción de inocencia con
la apreciación cuidadosa y exhaustiva de los indicios encontrados y su enlace debido, y
determinando, en su caso, la autoría o participación del inculpado, con el material obtenido que
produzca el convencimiento suficiente, el cual debe impeler al procesado a aportar los
elementos de descargo con que cuente o a contribuir con la formulación de inferencias
divergentes, para contrarrestar esos fuertes indicios, sin que lo anterior indique desplazar el
onus probandi, correspondiente a la autoridad, y si el indiciado no lo hace, le pueden resultar
indicios adversos, derivados de su silencio o actitud pasiva, porque la reacción natural y
ordinaria de una persona imputada cuya situación se pone en peligro con la acumulación de
pruebas incrimínatorias en el curso del proceso, consiste en la adopción de una conducta
activa de colaboración con la autoridad, en pro de sus intereses, encaminada a desvanecer los
indicios perniciosos, con explicaciones racionales encaminadas a destruirlos o debilitarlos, o
con la aportación de medios probatorios para acreditar su inocencia.

Recurso de apelación. SUP-RAP-036/2004.-Partido Revolucionario Institucional.-2 de
septiembre de 2004.-Unanimidad en el criterio.-Ponente: Leonel Castillo González.-Secretaria:
Mónica Cacho Maldonado.

Sala Superior, tesis S3EL 017/2005.

Compilación Oficial de Jurisprudencia y Tesis Relevantes 1997-2005, páginas 791-793.

QUINTO.- La autoridad resolutora sostiene en el inciso b) página 19 refiriéndose al segundo
agravio hecho valer en la revocación, que el agravio consistente en que no fueron
considerados los informes rendidos por los CC: Fernando Torres Graciano, Ricardo Torres
Origel, José Ángel Córdova Villalobos y Miguel Márquez Márquez en los que admitían la
realización de los hechos imputados y en especial las declaraciones hechas por el presidente
estatal del PAN resulta infundado en razón de que "... contrario a lo aducido por el inconforme,
todos los hechos narrados - incluyendo los que en apariencia eran adversos al Partido Acción
Nacional - por el mencionado dirigente partidista en sus diversos escritos que obran en el
expediente, fueron debidamente estudiados y valorados, aunque no en la forma que en su
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escrito recursal propone el impugnante." Sosteniendo la autoridad resolutora también lo
siguiente: "Tales consideraciones torales del fallo combatido - las relativas al contexto en que
se dieron las declaraciones del dirigente del partido denunciado-, no fueron controvertidas por
el recurrente, razón por la que el motivo de inconformidad que se analiza es, además
inoperante.

Las anteriores apreciaciones de la autoridad resolutora resultan erróneas, además de
sesgadas, por una parte las manifestaciones hechas por el presidente estatal del PAN siempre
fueron motivo de la controversia toda vez que como se ha venido manifestando éstas
reconocían la autoría de los hechos imputados en las notas periodísticas y contrario a lo que
dice la autoridad electoral, en su resolución no fueron analizadas todas las manifestaciones
rendidas por el presidente estatal del PAN sino solo aquellas, que si bien ciertas y que por ello
no se contravinieron, eran únicamente las tendientes a negar la realización de los llamados
actos anticipados de precampaña dejando de lado todas las que por economía procesal
solicito se me tengan por reproducidas en el agravio segundo del presente escrito y que
aparecen en los incisos a) al c) después del siguiente párrafo: "La autoridad pasa por alta
diversos momentos de la contestación a la denuncio y de los agravios que el Presidente estatal
del comité directivo de acción nacional donde reconoce expresamente haber desplegado
conductas tendientes a manifestar que reconoce los hechos de haber realizado declaraciones
tendientes a definir la participación electoral de algunos de sus militantes fuera de un plazo
legal electoral válido para tal efecto, así los hechos me permito hacer una relación sucinta de
todos los momentos en que el presidente del PAN en Guanajuato reconoce sus conductas
ilícitas:"...aseveraciones todas que aunadas a las que la autoridad dice que el que recurre no
controvirtió daban cuenta de la existencia de los hechos imputados, de su reconocimiento y de
la verdadera intencionalidad de los mismos, es decir que si bien mi partido no controvirtió los
hechos que le tenían por cierto en su resolutivo al presidente estatal del PAN en Guanajuato,
es porque no eran el motivo de la controversia sino que la misma versaba es que faltaron de
analizarse hechos admitidos por éste, como las solicitudes de intervención de la comisión
electoral de su partido a petición de los interesados en obtener la precandidatura a
gobernador, como los llamados que hizo a estos a respetar la normativa electoral, como el que
era consciente de lo adelantado de los tiempos electorales, como el hecho de reconocer que
tuvo entrevistas con los interesados tocando exactamente el tema de ser candidatos a
gobernador de Guanajuato, como que en los eventos participaron militantes del PAN que son
el universo de votantes que pueden elegir a un candidato, siendo esto en lo que residía el
agravio por lo que la autoridad administrativa electoral se equivoca al tenerlo por infundado
pues sí eran motivo de la controversia las confesiones hechas por los denunciados y en
especial por el presidente nacional del PAN y además causa agravió el que considere
inoperante el agravio aduciendo que no se controvirtieron los hechos que se le reconocieron al
presidente estatal del PAN en Guanajuato, pues el agravio no consistía en ello sino en que
además faltaron de valorarse los hechos que también reconoció y que anteriormente se
mencionan así como en el agravio segundo del presente.

SEXTO.- Respecto a considerar que el Tercer Agravio hecho valer por el PRD es infundado,
concerniente a que la autoridad resolutora dejo de pronunciarse sobre el ofrecimiento de la
prueba documental correspondiente a la instrumental de actuaciones ofrecida como
superviniente en el escrito de contestación a la vista presentado por mi partido, así como que
no se valoraron adecuadamente las contestaciones vertidas por los denunciados, todo esto en
razón a que la autoridad considera que la instrumental de actuaciones no amerita un
pronunciamiento expreso por parte del resolutor según la jurisprudencia que cita en la página
22 del considerando cuarto de su resolución, considero que me causa agravio en razón de que
si bien dicha probanza se ofreció como documental instrumental de actuaciones, mi
representado pedía que la autoridad se pronunciara derivado de las mismas sobre la
existencia o no de la confesión de los hechos imputados a los denunciados, como se puede
leer en la siguiente transcripción que se hace de nuestro agravio tercero del recurso de
revocación cuya resolución se combate: "... el PRD ofreció como superviniente en su escrito de
contestación a la vista consistente en la documental de tipo instrumental de actuaciones que
refería a todas y cada una de las contestaciones que a la queja hicieron los personajes
imputados del Partido Acción Nacional, y en ningún momento que ve que haga análisis a los
hechos y confesiones que mi representado argumento como pruebas dentro de tales escritos
en su escrito de contestación a la vista, siendo que este instituto debió pronunciarse sobre los
alcances de dichas probanzas y su contenido que específicamente conllevaba a confesiones
de hechos como se hizo ver en el ya mencionado escrito de contestación a la vista por el que
suscribe, solicito se revoque el resolutivo y se aplique adecuadamente la exhaustividad con
respecto a los argumentos y probanzas mencionados en este agravio."
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Su señoría debe tomar en cuenta que desde el escrito de contestación a la vista que dentro
del procedimiento sumario se presentó, así como en el tercer agravio de la revocación cuyo
resultado se combate se pedía que de esta instrumental de actuaciones de analizarán los
alcances de las contestaciones rendidas por los denunciados en cuanto a que estas
constituían confesiones, que si bien no son judiciales, por no seguir propiamente el proceso de
una confesión clásica, sí son extrajudiciales al formar parte de las contestaciones que ellos
mismos rindieron como sujetos del procedimiento, pues en sus escritos de contestación
aceptaron en lo general hechos que sí fueron y son motivo de la controversia y a pesar de ello
el Consejo General del Instituto Electoral de Guanajuato nunca se pronunció sobre esta
probanza ofrecida, que si bien su naturaleza es de tipo instrumental de actuaciones su
ofrecimiento verso en el sentido de que probaban y abonaban elementos que demostraban y
robustecían el resto de las pruebas que apuntan a que cometieron los llamados actos
anticipados de precampaña, pero tal análisis o pronunciamiento al respecto hasta el momento
no ha sido hecho por el Consejo General del IEEG resultando en un agravio para mi
representado.

SEPTIMO.- En su pronunciamiento sobre el cuarto agravio que hizo valer mi representado en
su escrito de revocación sostiene la autoridad que resulto parcialmente fundado en tanto que
reconoce que si bien no admiculó las notas periodísticas identificadas con los numerales 7 y 8
del considerando séptimo del fallo, con las pruebas relacionadas a los CC. Ricardo Torres
Origel, José Ángel Córdova Villalobos y Miguel Márquez Márquez, pero que de haberlo hecho
en nada hubieren afectado el sentido del fallo, esto para en perjuicio en razón de que si bien
las notas no correspondían a hechos directamente imputables a los mencionados ciudadanos,
sí correspondían a otro de los denunciados que es el presidente estatal del PAN en
Guanajuato, y en cuyo contenido hacía referencia a situaciones en las que claramente los tres
ciudadanos mencionados y denunciados sí habían tenido participación y autoría, es decir por
una parte las contestaciones y notas aceptadas por uno de los denunciados como lo son las
hechas y reconocidas por el presidente del PAN en Guanajuato, si bien son imputables a este,
también pueden ser consideradas como declaraciones o testimonios de hechos que pueden
ser imputados a los demás denunciados, situación en la que nos encontramos, y que de haber
sido debidamente valoradas abonaban a demostrar los actos imputados a los denunciados.
Pero además es necesario recalcar que el agravio no se hizo valer únicamente en la falta de
consideración de estas probanzas, sino también en que las declaraciones periodísticas
rendidas por parte del Presidente del PAN en todas las notas donde reconoció que hizo
declaraciones no se vincularon a las notas y contestaciones en las que los denunciados
participaron en lo individual, ni tampoco se vinculo la contestación y afirmaciones de la
existencia de los hechos reporteados que por parte del director del medio informativo periódico
Correo se reconocieron, probanzas todas que de haberse vinculado debidamente hubieren
arrojada la demostración de la responsabilidad en lo denunciado por parte de estos tres
actores.

Igualmente la autoridad resolutora no puede hacer suposiciones en un resolutivo de actos u
obligaciones que omitió en la valoración de las probanzas por lo que incluso las
consideraciones vertidas respecto del cuarto agravio que mi representado hizo valer en el
sentido de que de haberse valorado las probanzas la similitud de las imputaciones hubiere
arrojado el mismo resultado, deviene en una clara violación al principio de que todos los actos
de autoridad deben estar fundados y motivados, motivación que en este caso es insuficiente o
ausente pues un acto de autoridad no puede estar motivado en suposiciones, máxime cuando
se trata de obligaciones para un juzgador como en este caso actúa el Consejo General del
IEEG que para conocer la verdad, puede como juzgador valerse de cualquier persona, sea
parte o tercero, y de cualquier cosa o documento, ya sea que pertenezca a las partes o a un
tercero, sin más limitaciones que las de que las pruebas estén reconocidas por la ley y tengan
relación inmediata con los hechos controvertidos situación que acoge el principio doctrinario de
la adquisición de la prueba o de comunidad de la misma, que consiste en que la prueba no
pertenece a quien la aporta, sino que una vez introducida legalmente al proceso, debe tenerla
en cuenta el juzgador para aplicar la ley al caso concreto, y en este caso queda claro que la
autoridad resolutora no la aplico y tan es así que motivo su resolución en una mera suposición,
violentando esta obligación procesal que tenía.

Sirve de sustento a lo anterior, la siguiente tesis de jurisprudencia que para el caso resulta
aplicable:

PRUEBAS, VALORACIÓN DE LAS.

Para otorgar o negar valor probatorio a una prueba, es menester señalar tanto los elementos
de convicción, como los argumentos lógicos y jurídicos que de cada prueba se desprendan
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para estar en posibilidad de hacer una valoración correcta y más aún, cuando las partes
aporten tales probanzas para acreditar el mismo hecho.

Amparo directo 27/98. Marcelino García Domínguez. 15 de abril de 1998. Unanimidad de
votos. Ponente:Fernando Narváez Barker. Secretario: Nicolás Castillo Martínez.

Registro No. 195285
Localización:

Novena Época
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito
Fuente. Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta VIII, Octubre de 1998
Página: 1195 Tesis. II. T.19 K
Tesis Aislada
Materia(s): Común”

QUINTO.- Previo al análisis de los agravios esgrimidos

por el recurrente, se destaca que su examen se realizará conforme

a los principios de legalidad, imparcialidad, objetividad, certeza e

independencia, rectores de la actividad jurisdiccional electoral, así

como que dicho estudio, se llevará a cabo de manera conjunta o

separada, según sea el caso, pero sin que ello ocasione al

recurrente, lesión alguna. -------------------------------------------------

Lo anterior con fundamento en los criterios de

Jurisprudencia que a continuación se expresan:----------------------

“FUNCIÓN ELECTORAL A CARGO DE LAS AUTORIDADES ELECTORALES.
PRINCIPIOS RECTORES DE SU EJERCICIO. La fracción IV del artículo 116 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece que en el ejercicio de la
función electoral a cargo de las autoridades electorales, serán principios rectores los de
legalidad, imparcialidad, objetividad, certeza e independencia. Asimismo señala que las
autoridades electorales deberán de gozar de autonomía en su funcionamiento e independencia
en sus decisiones. La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha estimado que en materia
electoral el principio de legalidad significa la garantía formal para que los ciudadanos y las
autoridades electorales actúen en estricto apego a las disposiciones consignadas en la ley, de
tal manera que no se emitan o desplieguen conductas caprichosas o arbitrarias al margen del
texto normativo; el de imparcialidad consiste en que en el ejercicio de sus funciones las
autoridades electorales eviten irregularidades, desviaciones o la proclividad partidista; el de
objetividad obliga a que las normas y mecanismos del proceso electoral estén diseñadas para
evitar situaciones conflictivas sobre los actos previos a la jornada electoral, durante su
desarrollo y en las etapas posteriores a la misma, y el de certeza consiste en dotar de
facultades expresas a las autoridades locales de modo que todos los participantes en el
proceso electoral conozcan previamente con claridad y seguridad las reglas a que su propia
actuación y la de las autoridades electorales están sujetas. Por su parte, los conceptos de
autonomía en el funcionamiento e independencia en las decisiones de las autoridades
electorales implican una garantía constitucional a favor de los ciudadanos y de los propios
partidos políticos, y se refiere a aquella situación institucional que permite a las autoridades
electorales emitir sus decisiones con plena imparcialidad y en estricto apego a la normatividad
aplicable al caso, sin tener que acatar o someterse a indicaciones, instrucciones, sugerencias
o insinuaciones provenientes de superiores jerárquicos, de otros Poderes del Estado o de
personas con las que guardan alguna relación de afinidad política, social o cultural.”

“PRINCIPIO DE LEGALIDAD ELECTORAL. De conformidad con las reformas a los artículos
41, fracción IV; 99, párrafo cuarto; 105, fracción II y 116, fracción IV, incisos b) y d), de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como en términos de los artículos
186 y 189 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, y 3o. de la Ley General del
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Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral, se estableció un sistema integral de
justicia en materia electoral cuya trascendencia radica en que por primera vez en el orden
jurídico mexicano se prevén los mecanismos para que todas las leyes, actos y resoluciones
electorales se sujeten invariablemente a lo previsto en la Constitución Federal y, en su caso,
las disposiciones legales aplicables, tanto para proteger los derechos político-electorales de los
ciudadanos mexicanos como para efectuar la revisión de la constitucionalidad o, en su caso,
legalidad de los actos y resoluciones definitivos de las autoridades electorales federales y
locales. Juicio de revisión constitucional electoral.”

“AGRAVIOS, SU EXAMEN EN CONJUNTO O SEPARADO, NO CAUSA LESIÓN.— El
estudio que realiza la autoridad responsable de los agravios propuestos, ya sea que los
examine en su conjunto, separándolos en distintos grupos, o bien uno por uno y en el propio
orden de su exposición o en orden diverso, no causa afectación jurídica alguna que amerite la
revocación del fallo impugnado, porque no es la forma como los agravios se analizan lo que
puede originar una lesión, sino que, lo trascendental, es que todos sean estudiados.”

SEXTO.- Asimismo de las constancias que integran el

presente juicio de revisión a foja 91, esta Sala advierte que en

relación al ciudadano Fernando Torres Graciano, en sesión

ordinaria efectuada el veinticuatro de marzo de dos mil diez, por el

Consejo General del Instituto Electoral del Estado de Guanajuato,

emitió el acuerdo CG/021/2010, el cual en su considerando

Séptimo, segundo párrafo textualmente señaló lo siguiente: --------
“… En relación a las personas denunciadas, debe decirse que del contenido de la denuncia,
se desprende que los hechos imputados al ciudadano Fernando Torres Graciano fueron
realizados en su carácter de Presidente del Comité Directivo Estatal del Partido Acción
Nacional y no a título personal, por lo que deben entenderse como atribuidos al partido
político referido….”

Por lo anterior, esta Sala solamente tendrá en

consideración los alegatos expresados por el ciudadano Fernando

Torres Graciano en su carácter de Presidente del Comité Directivo

Estatal en Guanajuato del Partido Acción Nacional, mas no así

respecto a las manifestaciones vertidas como ciudadano militante

de dicho partido, toda vez que por acuerdo dictado por el Consejo

General del Instituto Electoral del Estado de Guanajuato, citado a

supralíneas, quedo excluido de dicho proceso en su carácter de

ciudadano tercero interesado.---------------------------------------------

SÉPTIMO.- Sentado lo anterior, por cuestión de método,

el análisis del escrito impugnativo, partirá de las siguientes

premisas, las que al efecto, contienen los motivos de disenso

hechos valer por el Partido de la Revolución Democrática:-----------
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El ciudadano Agustín Miguel Alonso Raya, en su primer

concepto de agravio, refiere que respecto a los considerandos

primero, segundo y tercero del resolutivo que combate, no tiene

que manifestar nada, al estimarlas meras determinaciones de

competencia y transcripciones de los argumentos vertidos por las

partes en el proceso, lo que dijo no le implica controversia alguna.

En seguida, relata de manera substancial, que le causa

perjuicio a su representado la falta de apego al principio de

exhaustividad con la que el Consejo General del Instituto Electoral

del Estado de Guanajuato actúo, porque en el considerando

cuarto de la resolución que combate, hizo una incompleta

apreciación de los argumentos que en el Recurso de Revocación se

hicieron valer. Aduce además, que contrario a lo que sostuvo la

autoridad electoral, su representado sí realizó argumentaciones

que no fueron valoradas.--------------------------------------------------

Luego, reitera el inconforme, que contrario a lo sostenido

por la autoridad administrativa en su resolutivo, el Partido de la

Revolución Democrática, sí argumentó jurídicamente los

elementos de prueba que no habían sido justipreciados

debidamente y la manera en que los mismos debieron valorar y

concatenarse.----------------------------------------------------------------

Los anteriores motivos de disenso devienen inatendibles

por no contener agravio alguno qué analizar, al constituir meras

afirmaciones del recurrente, carentes de sustento legal alguno que

las apoye.---------------------------------------------------------------------

Para arribar a ésta postura es importante destacar como

cuestión previa, que la intención de toda impugnación es la

modificación o revocación del fallo que se tilda de ilegal; combatir,

contradecir, refutar o luchar en su contra; que procesalmente

implica las inconformidades de las partes contra los actos del

órgano jurisdiccional, de manera que será a través el medio de

impugnativo correspondiente, que éstas atacarán o combatirán la
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validez o la legalidad de los actos procesales con la finalidad de

anular, revocar, modificar o subsanar una omisión.------------------

Para tales efectos, las partes se encuentran obligadas a

exponer dichas inconformidades mediante la expresión de

conceptos de agravio, es decir, a través de argumentos lógicos

jurídicos tendientes a demostrar la violación de la ley o su

inobservancia, contenidos en la resolución o acto jurisdiccional

combatido, expresando la lesión jurídica que recibió con ellos,

precisando los motivos por los cuales la resolución impugnada

resulta ilegal.---------------------------------------------------------------

Esto es, para que un motivo de inconformidad sea

considerado como un agravio, debe ser consistente en la lesión de

un derecho cometida en una resolución judicial, por haberse

aplicado indebidamente la ley, o por haberse dejado de aplicar la

que rige el caso; por tanto, cada agravio debe precisar cuál es la

parte de la sentencia recurrida que lo causa, citar el precepto legal

que se estima violado y explicar el concepto por el que fue

infringido, sin estos requisitos el motivo de disenso, no es

susceptible de ser estimado como un agravio, y en consecuencia,

tampoco apto para ser tomado en consideración en contra del

contenido de una resolución. --------------------------------------------

De esta manera, si las argumentaciones hechas por las

partes, con la finalidad de combatir una resolución, no reúnen los

citados elementos, no podrán ser considerados como conceptos de

agravio.------------------------------------------------------------------------

En apoyo a lo hasta aquí expuesto, se encuentran los

criterios contenidos tanto en la tesis visible en el Semanario

Judicial de la Federación, volumen XLV, Tercera Parte, página 25,

como en la sustentada por el Primer Tribunal Colegiado del

Séptimo Circuito visible en la página 81 del tomo I, Segunda

parte-1 del Semanario Judicial de la Federación, correspondiente

a la Octava Época, que se citan a continuación, por estimarse

aplicables al caso concreto: -----------------------------------------------
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“AGRAVIO. Se entiende por agravio, la lesión de un derecho cometido en una resolución
judicial por haberse aplicado indebidamente la Ley, o por haberse dejado de aplicar la que rige
el caso; por consiguiente, al expresarse cada agravio, debe el recurrente precisar cuál es la
parte de la sentencia que lo causa, citar el precepto legal violado y explicar el concepto por el
cual fue infringido, no siendo apto para ser tomado en consideración, en consecuencia, el
agravio que carezca de estos requisitos.”

"AGRAVIOS, REQUISITOS DE LOS. Todo agravio consiste en la lesión de un derecho
cometida en una resolución judicial por haberse aplicado indebidamente la ley, o por haberse
dejado de aplicar la que rige el caso; por tanto, cada agravio expresado debe precisar cuál es
la parte de la sentencia recurrida que lo causa, citar el precepto legal que se estima violado y
explicar el concepto por el que fue infringido, sin estos requisitos el agravio no es apto para ser
tomado en consideración”

Con base en lo anterior, es dable decir que no pueden

estimarse como agravio, las manifestaciones realizadas por el

recurrente respecto a los considerandos primero y segundo de la

resolución que combate, puesto que el recurrente señala que de

ellos no derivó lesión alguna qué hacer valer.--------------------------

Por otro lado, en relación al punto identificado como

segundo, tampoco pueden ser considerado como agravio, al no

contener señalamiento que evidencie en qué consistió la falta de

exhaustividad que aduce, ni cuáles fueron los puntos en que la

autoridad señalada como responsable, no realizó adecuadamente

su estudio así como las consecuencias de dicha falta; tampoco

indicó la forma en que debieron valorarse y concatenarse los

elementos de prueba, ello porque el recurrente omitió la

exposición de razonamientos encaminados a desvirtuar la

fundamentación y motivación expuesta en la resolución recurrida,

así como que nada expuso para demostrar la ilegalidad de la

aplicación de las disposiciones invocadas por la señalada como

responsable o en su defecto, las razones y fundamentos con las

que debieron ser apreciadas las circunstancias materia de su

recurso.-----------------------------------------------------------------------

En consecuencia, se sostiene que con la simple

manifestación de los hechos que a su concepto le causan lesión,

no está combatiendo los razonamientos emitidos por el Consejo

General del Instituto Electoral del Estado de Guanajuato,

alegaciones que en todo caso, debió realizar mediante

razonamientos jurídicos dirigidos a destruir lo aseverado por la
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autoridad señalada como responsable y no limitarse a aseverar

que hubo falta de apego al principio de exhaustividad, sin explicar

el porqué de tal afirmación, ello aunado a que indefectiblemente,

le correspondía señalar con exactitud las razones y argumentos

con las que afirma, realizó argumentaciones que no fueron

valoradas por la responsable, así como razonar debidamente lo

relativo los elementos convictivos que aduce, no fueron

debidamente justipreciados y la manera en que éstos debieron

apreciarse.--------------------------------------------------------------------

Robustece lo anterior, también los criterios sustentados

por el máximo Tribunal del País, que a continuación se citan:------

“AGRAVIOS. NO LOS CONSTITUYE LA SIMPLE EXPOSICIÓN DE HECHOS. El principio
jurídico de que a las partes corresponde exponer los hechos y al juzgador aplicar el derecho
sólo rige respecto de la demanda y la contestación de la misma, pues basta al efecto con
que las partes señalen una serie de hechos para que el juzgador los encuadre en las
disposiciones relativas, pero no así en orden con los agravios en la alzada, dado que si bien
es exacto que inexiste una forma procesal en particular de cómo deben ser formulados o
esgrimidos dichos argumentos de disenso, también es cierto que no cualquier manifestación
o exposición de hechos del apelante ha de ser considerada como agravio, pues necesario
resulta que se enumeren con precisión los errores y violaciones de derecho que fueran
cometidos, los dispositivos legales que se consideren violados o los principios generales de
derecho o jurisprudencia que se dejaron de aplicar en la sentencia apelada, para poner de
relieve con razones objetivas, eficientes y congruentes la irregularidad relativa,
combatiéndose así todas las consideraciones torales del fallo de que se trate.” (Novena
Época. Registro: 182,040; Tesis de Jurisprudencia. Fuente: Semanario Judicial de la
Federación y su Gaceta. Tomo XIX. Marzo de 2004. Tesis: II.2o.C448 C. Página 1514)

“AGRAVIOS. INOPERANCIA DEL PRINCIPIO DE QUE A LAS PARTES CORRESPONDE
EXPONER ÚNICAMENTE LOS HECHOS EN LOS. El principio jurídico de que a las partes
corresponde exponer los hechos y al juzgador aplicar el derecho, sólo rige respecto de la
exposición de la demanda y de la contestación a la misma, ya que en estos actos procesales
basta con que las partes señalen una serie de hechos para que el juzgador los encuadre en
disposiciones de orden legal y tenga por acreditada una acción o excepción; no así
tratándose de agravios en la apelación, pues éstos no constituyen una exposición de hechos,
sino que deben contener una serie de razonamientos lógico jurídicos tendientes a poner de
manifiesto una trasgresión a la ley por parte del juzgador, su omisión de aplicar un precepto
legal o determinada jurisprudencia, o la aplicación incorrecta de ambos, o que la sentencia
es contraria a los principios generales de derecho, cuando no exista ley aplicable, siendo
requisito esencial para poder acreditar tales extremos, que el apelante señale en sus
agravios, precisamente, los dispositivos legales que estime violados o que debieron ser
aplicables, o los principios generales del derecho o jurisprudencia que se aplicó
incorrectamente o que dejó de aplicarse.” (Octava Época. Registro: 211,046; Instancia:
Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito. Tesis Aislada. Fuente: Semanario Judicial de
la Federación. Tomo XIV. Julio de 1994. Página 409)

“AGRAVIOS INATENDIBLES. SON AQUELLOS QUE NO IMPUGNAN LAS
CONSIDERACIONES Y FUNDAMENTOS DEL FALLO RECURRIDO.  Cuando no están
dadas las condiciones que la ley establece para suplir la queja deficiente, deben
desestimarse por inatendibles los agravios expresados en el recurso de revisión, si no
contienen razonamiento jurídico alguno, tendiente a desvirtuar los fundamentos y
consideraciones en que se sustenta el fallo recurrido.” (Octava Época.  Instancia: Primer
Tribunal Colegiado del Sexto Circuito. Tesis de Jurisprudencia. Fuente: Semanario Judicial
de la Federación. Tomo IX. Febrero. Tesis: VI.1o.J/67. Página 70)
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Por lo expuesto, no es posible realizar análisis de

agravio alguno en este apartado, al haberse el recurrente

limitado en hacer referencias que no tienen sustento legal

alguno.------------------------------------------------------------------

Por otra parte, aduce el recursante que la

contestación rendida por el Director del Diario Correo, era

una prueba eficaz para demostrar los hechos consignados en

las notas periodísticas, al haber respondido a una pregunta

expresa de la autoridad electoral, sosteniendo que tales

eventos sucedieron y que fueron cubiertos de manera

voluntaria por el propio medio informativo, al ser hechos

generadores de noticia, y por ello, debió otorgársele mayor

peso convictivo; además, que los personajes involucrados por

el Partido Acción Nacional en general reconocieron los hechos

acontecidos, a excepción de la figura de los llamados actos

anticipados de precampaña, siendo que la autoridad electoral

era la encargada de descubrir la verdadera intencionalidad de

los mismos.-------------------------------------------------------------

El agravio resulta infundado, en razón de que si bien

es cierto de la contestación del Director del Diario Correo se

desprende que tales eventos sucedieron y que fueron

cubiertos de manera voluntaria por el propio medio

informativo, no menos verdad es que tales hechos

generadores de noticia, en el caso en concreto, no pueden ser

tomados en cuenta como la realización de actos anticipados

de precampaña, en virtud de que no toda noticia realizada

mediante notas periodísticas tiene esa finalidad, por lo que

efectivamente como lo asevera el recursante, sí es una prueba

eficaz, pero únicamente para acreditar la veracidad de lo que

se publica en el Diario que dirige, ya que el director del Diario

Correo fue muy claro al manifestar que tales eventos a los
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que el medio informativo dio cobertura, se realizaron como

parte de su quehacer político por tratarse de hechos

generadores de noticia de interés popular, al intervenir en

ellos conocidos personajes que desempeñan cargos públicos;

haciendo también la aclaración en el sentido que la

publicación de dichas notas fue absoluta responsabilidad de

la empresa, sin que hayan sido ordenadas por ninguno de los

que aparecen, por sí o por intermedio de terceros; además, es

conveniente dejar en claro que dicha declaración hecha por el

Director del Periódico Correo, lo hace como tercero ajeno al

partido político denunciado.-----------------------------------------

Por otro lado, el recursante omitió indicar cuál sería

el mayor peso convictivo del que afirma debió otorgársele a

las notas periodísticas y que al adminicularlas con el

reconocimiento hecho por parte de los personajes

involucrados sobre los hechos acontecidos, llevara a la

autoridad administrativa a concluir que la verdadera

intencionalidad de los mismos era la realización de actos

anticipados de precampaña, lo que no aconteció en el caso.---

Por tanto, lo resuelto por la autoridad responsable en

la sentencia combatida se encuentra apegada a la legalidad,

al razonar acertadamente en el tercer párrafo del estudio del

motivo de disenso sintetizado en el inciso a) del primer

agravio, lo siguiente:--------------------------------------------------

“… como puede verse, el informe del Periódico Correo no tiene ninguna manifestación de la que pueda
inferir que el Director de ese medio de comunicación se haya referido al contenido propiamente dicho de
las notas periodísticas, que vinculara a este Consejo General a estudiar en forma distinta la aludida
prueba documental privada (informe del Correo) en sí misma, así como en concatenación con el resto
del material probatorio”.

En la especie, es claro que con los elementos de

prueba aportados por el impetrante Partido Político de la

Revolución Democrática, tanto en el procedimiento de la

queja, como en el recurso de revocación cuya resolución



82

ahora combate, ni siquiera como indicio, se puede llegar a

desprenderse la existencia de actos anticipados de

precampaña, en virtud de que como se dijo supralíneas, y

quedó debidamente justificado en la resolución combatida,

los actos realizados por los personajes involucrados no fueron

efectuados con el ánimo de llevar a cabo actos anticipados de

precampaña, esto es, sus respuestas fueron realizadas a

pregunta expresa de los encargados de buscar la noticia para

el Diario Correo, tal como lo aseveró el director del mismo

diario.---------------------------------------------------------------

Ahora bien, el recurrente manifiesta que la autoridad

electoral perjudicó la naturaleza del procedimiento por el

hecho de presuponer que el ciudadano Fernando Torres

Graciano, en su carácter de presidente del partido acción

nacional, negó haber cometido actos anticipados de

precampaña, ya que categóricamente sostuvo en resolutivo

sin que mediara valoración alguna, ni mucho menos

concatenación de las pruebas para conocer la verdadera

intención de su actuación, y saber si verdaderamente negaba

tales actos o si más bien, la intención y la veracidad de los

acontecimientos demostraba que los estaba cometiendo.-------

En tal sentido el impetrante sostiene, que la

autoridad responsable pasó por alto que el presidente estatal

del Partido Acción Nacional, aceptó expresamente que el

contenido de las notas periodísticas si las reconocía y, que

por tanto, su representada de ahí hizo el análisis de todas y

cada una de las declaraciones que en las diversas notas

periodísticas vertió el ciudadano Fernando Torres Graciano,

de cuyo contenido hace evidente la existencia de un proceso

adelantado a toda normativa electoral, con la intención de

presentar posibles candidatos al puesto de elección de
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Gobernador, pidiéndole que concatenara dichas

declaraciones aceptadas a cada una de las notas periodísticas

para que quedara manifiesta la verdadera existencia de los

hechos y su naturaleza o intencionalidad que era realizar

actos anticipados de precampaña; y que al no haberlo hecho,

no se agotó la debida exhaustividad del procedimiento que

ahora recurre.----------------------------------------------------------

Añade que se encuentran las declaraciones de los

propios actores públicos del Partido Acción Nacional, quienes

aceptaron como sucedieron los hechos y se cubrieron por

parte del medio informativo, en donde buscaban un cargo de

elección, que debía regularse tal conducta, que los actores

pidieron al presidente del Partido Acción Nacional, intervenir

y que los hechos estaban fuera de los plazos legales para ello,

probándose con esto la verdadera intencionalidad de los

hechos que era realizar actos anticipados de precampaña.----

En ese tenor precisa el recursante, que la autoridad

administrativa electoral, dejó de ponderar que las notas

periodísticas fueron ofrecidas como pruebas de su dicho de

los propios denunciados, lo cual les daba mayor alcance

probatorio al aceptar en parte lo que a sus declaraciones

correspondió, dejando con esto la autoridad electoral

responsable fuera del análisis de los agravios, respecto al

sentido que se pedía por parte de su representado.-------------

Este agravio resulta infundado, toda vez que

contrario a lo que asevera el impetrante, la autoridad

administrativa electoral responsable, sí llevó a cabo una

debida valoración de las notas periodísticas, en concordancia

con las declaraciones del Dirigente estatal del Partido Acción

Nacional; sin embargo, como puede apreciarse tanto en el

recurso de queja como en el recurso de revisión que motivó la
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presente resolución, en ningún momento se actualizó la

infracción que el partido político impetrante imputó al

presidente del partido acción nacional como a los demás

personajes involucrados, como lo era la realización de actos

anticipados de precampaña, lo cual puede verse a fojas 37 y

38 de la resolución del recurso de queja; así como a fojas 20 y

21 del procedimiento del recurso de revocación. Por tanto, de

ninguna manera se perjudicó la naturaleza del

procedimiento, en los términos expuestos por el recursante.--

Tampoco le asiste la razón al impugnante, al sostener

que la autoridad responsable pasó por alto que el presidente

estatal del partido acción nacional, haya aceptado que

reconocía el contenido de las notas periodísticas, de cuyo

contenido se hacía evidente la existencia de un proceso

adelantado, a toda normativa electoral con la intención de

presentar posibles precandidatos al puesto de la elección de

gobernador, pues se aprecia a fojas de la 6 a la 8 de la

resolución combatida de fecha 30 de junio del 2010, fojas de

la 50 vuelta a la 52 vuelta del sumario, en donde obra la

contestación del Partido Político Acción Nacional, por

conducto de su presidente estatal, Fernando torres Graciano,

en donde de su texto, no se desprende el reconocimiento de

los actos en los términos que refiere el impetrante, ya que en

lo substancial señaló:-------------------------------------------------
“… Por lo que corresponde a la parte del agravio en donde el accionante manifiesta que en los
escritos de informes rendidos por el Partido Acción Nacional, su dirigente estatal y los cuatro
militantes querellados, se desprende una aceptación general de los hechos tanto en el lugar
como en sus circunstancias, consignados en las notas periodísticas base de la acción
intentada, y sobre lo cual afirma el partido actor los querellados en ningún momento no
negaron tal situación, cabe precisar que, contrario a lo que manifiesta el accionante, en todos y
cada uno de los informes que rindieron todos y cada uno de los querellados, se desprenden las
manifestaciones que oportunamente fueron hechas por los querellados, entre los que se
encuentra quien aquí suscribe, en el sentido de haber negado que lo consignado en esas
notas periodísticas constituyera actos anticipados de precampaña violatorios de la
normatividad electoral. En lo particular, manifesté los argumentos por los que afirmo no haber
violentado ninguna disposición legal en materia electoral por la cual sea merecedor de
cualquier tipo de sanción. Las expresiones por mí vertidas obran en autos de este proceso,
mismas que en obvio de repeticiones solicito se me tengan por aquí reproducidas como si a la
letra se insertaren. Por lo anterior, resulta falso que quien aquí suscribe haya aceptado de
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manera general y se dice también de manera particular, la realización de algún hecho
considerado como acto anticipado de precampaña violatorio de los de la materia….”

Luego entonces, con la declaración vertida por el

presidente del Partido denunciado, no se desprende

reconocimiento alguno sobre la realización de actos

anticipados de precampaña cuya finalidad pretende el

impetrante, ya que contrario a lo expresado por éste, la

autoridad administrativa electoral, ponderó y le otorgó a las

notas periodísticas respectivas el alcance establecido en las

fojas 57 vuelta y 58 del expediente, por tanto, los agravios

analizados en esta parte, resultan infundados.-------------------

Ahora el impetrante en modo alguno demuestra o

refiere en dónde o en qué parte del cúmulo de pruebas

rendidas, los actores públicos del partido acción nacional

aceptaron cómo sucedieron los hechos de los cuales, según

su aseveración, buscaban un cargo de elección popular.-------

De igual manera no especifica el revisante, en qué

prueba consta que los actores del partido acción nacional,

pidieron al presidente del mismo partido intervenir aún

cuando los hechos estaban fuera de los plazos legales para

ello.----------------------------------------------------------------------

En efecto, corresponde a quien impugna puntualizar

debidamente la lesión o el perjuicio que le causa en sus

derechos la resolución impugnada, especificando en forma

concreta las pruebas que fueron valoradas según su parecer

de manera ilegal por la autoridad que resuelve en primer

orden, para que en la alzada sea tomado en consideración, lo

que de ninguna manera fue expuesto por el impugnante.------

Lo anterior encuentra sustento en lo que dispone el

artículo 322, segundo párrafo, del Código de Instituciones y

Procedimientos Electorales del Estado de Guanajuato, al



86

señalar que: “El que afirma está obligado a probar. También lo

está el que niega, cuando su negación envuelva la afirmación

expresa de un hecho.”.------------------------------------------------

Es por ello que si el recurrente se encuentra

afirmando que los actores públicos del partido acción

nacional aceptaron como sucedieron los hechos y se

cubrieron por parte del medio informativo en donde buscaban

un cargo de elección popular; que en atención a ello debía

regularse tal conducta y que por ello pidieron al presidente

del partido acción nacional intervenir, resulta inconcuso que

correspondía al impetrante señalar de manera categórica la

prueba correspondiente y así demostrar su pretensión.--------

Lo anterior encuentra apoyo en la siguiente

Jurisprudencia: -------------------------------------------------------

“AGRAVIOS EN LA APELACIÓN. CUANDO SE ALEGA VALORACIÓN ILEGAL DE
PRUEBAS, DEBE PRECISARSE EL ALCANCE PROBATORIO DE LAS MISMAS.- Cuando
en apelación se alega la ilegal valoración de pruebas, los agravios deben expresar
razonamientos jurídicos que pongan de manifiesto la violación de disposiciones legales por el
Juez a quo al apreciar los medios de convicción, precisando también el alcance probatorio de
tales medios de prueba, así como la forma en que éstos trascienden en el fallo, pues en caso
contrario, es evidente que dichos agravios devienen en inoperantes por insuficientes.". Visible
en la página 7, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta de Mayo de 2000,
Novena Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Jurisprudencia.

Ahora bien, cabe puntualizar que las notas

periodísticas en ningún momento fueron ofrecidas como

pruebas de su dicho por los propios denunciados, sino que

las hicieron suyas en base al principio de adquisición

procesal en todo aquello que favoreciera a los intereses de

acción nacional, pero ello en forma alguna quiere decir que se

les deba dar el alcance probatorio que pretende el impetrante,

en razón de que la apreciación o la valoración de las pruebas

radica en la operación que realiza quien juzga con el objeto de

determinar el alcance o fuerza probatoria de cada uno de los
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medios de prueba desahogados, que fueron puestos a priori a

su consideración.------------------------------------------------------

Por lo anterior, resulta diáfano que los actores

políticos del partido acción nacional reconocieron las

declaraciones vertidas en las notas informativas, pero no en

la forma en que lo pretende el impúgnate, pues como ya

quedó manifestado, jamás hubo intención por parte de

aquellos de llevar a cabo actos anticipados de precampaña.---

De igual manera resulta infundada la manifestación

vertida por el recursante, al señalar que el Consejo General

del Instituto Electoral del Estado de Guanajuato, haya faltado

al principio de congruencia, por haberse contradicho en sus

argumentaciones vertidas en la resolución combatida, al

contravenir el reconocimiento hecho por el Director del Diario

Correo, al no haberle dado mayor valor probatorio al

contenido de las notas periodísticas, por desprenderse de las

mismas que fueron hechos que sucedieron, se cubrieron y

generaron una difusión de interés general.-----------------------

Lo anterior es así, en virtud de que el hecho de que la

autoridad responsable no le haya dado a las notas

periodísticas el valor probatorio que pretende el impetrante,

contrario a lo manifestado por éste, la responsable no faltó al

principio de congruencia, toda vez que este principio se

llegaría a violar en el caso en concreto, bajo la hipótesis de

que la responsable hubiera dictado la resolución que se

combate, tomando en cuenta de manera parcial la demanda y

contestación formulada, lo que conllevaría a violarle al

peticionario la garantía de seguridad jurídica y del debido

proceso, lo que en la especie no aconteció, ya que la

autoridad de primer grado resolvió de acuerdo con la litis

planteada en el proceso.----------------------------------------------
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Lo anterior se robustece con la tesis de

Jurisprudencia, aplicable por analogía e ilustración, cuyo

tenor literal es el siguiente:------------------------------------------

“SENTENCIAS, PRINCIPIO DE CONGRUENCIA DE LAS. El principio de congruencia
previsto en el artículo 81 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal,
consiste en que la autoridad resuelva sobre todas y cada una de las cuestiones oportunamente
sometidas a su consideración.” Jurisprudencia visible en la página 1167 del Semanario Judicial
de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Mayo de 2003.

Por otro lado, resulta de igual manera infundado, al

señalar el impugnante que de las notas periodísticas, se

desprendió claramente que fueron hechos que sucedieron, se

cubrieron y generaron una difusión de interés general, pues

de autos tanto de la resolución de la queja, como de la

resolución del Recurso de Revocación, no quedó acreditado

por parte del partido político recursante, el hecho de que las

notas periodísticas de marras, hayan sido de interés general,

pues no obra prueba alguna que lo demuestre, circunstancia

que le correspondía al partido político inconforme acreditar,

tal y como lo previene el artículo 322 segundo párrafo del

Código de Instituciones y procedimientos Electorales para el

Estado de Guanajuato.-----------------------------------------------

Por lo que respecta al agravio marcado con el punto

cuatro, refiere el combatiente partido político de la revolución

democrática, que la autoridad administrativa electoral

sostiene que el recurrente se dolía de la indebida aplicación

del principio de presunción de inocencia dentro del proceso

instructivo al que fueron sometidos los denunciados del

partido acción nacional, y que su representado partido de la

revolución democrática solicitaba que dicho principio debía

ser aplicado únicamente en la etapa de individualización de

la sanción del procedimiento sancionador; pero omitió

mencionar en esencia que el agravio respectivo en el recurso
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de revocación consideraba que la incorrecta aplicación del

principio de presunción de inocencia, dentro de la etapa

instructiva del procedimiento sumario, había derivado en la

merma de los alcances probatorios de los elementos vertidos

al procedimiento, es decir que hacer extensivo este

procedimiento a la valoración de las pruebas aislando éstas

unas de otras, lo que indica, conllevó a un demerito a los

alcances probatorios de las notas periodísticas que no fueron

concatenadas a las confesiones y reconocimientos hechos por

los denunciados y por las declaraciones vertidas en el medio

periodístico, así como en presunciones como tener por

negando la realización de actos anticipados de precampaña a

los denunciados con su mero dicho, sin que analizara los

alcances o la intensión real de su actuar, concatenando sus

declaraciones, los hechos y las consecuencias de los

mismos.-----------------------------------------------------------------

Insiste en que la presunción de inocencia exige que si

bien las investigaciones parten de que la carga de la prueba

de la posible responsabilidad o culpabilidad recaiga en la

parte contraria, si el indiciado reconoce los hechos que le son

imputados, existen indicios, así como declaraciones de

terceros sin interés que señalan que los actos controvertidos

existieron, entonces el indiciado debe aportar elementos que

desvirtúen los indicios robustecidos que abonan en su

perjuicio, entre los que se encuentra incluso su propia

confesión de hechos, por lo que no debe la autoridad

resolutora tener por absoluta esta presunción máxime los

denunciados reconocieron la autoría de los hechos aunque

negaron su intencionalidad, pero sin aportar prueba alguna

que desvirtuara que su intención no era realizar actos

anticipados de precampaña, por lo que el Consejo General del
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Instituto Electoral del Estado de Guanajuato aplicó

indebidamente este principio al momento de valorar las

probanzas dentro del procedimiento que se recurre.------------

El agravio resulta inoperante por las siguientes

razones: ----------------------------------------------------------------

En la determinación del recurso de revocación de

fecha treinta de junio del año en curso, la autoridad

administrativa Consejo General del Instituto Electoral del

Estado de Guanajuato, al abordar lo correspondiente a éste

agravio señalado como segundo, lo dividió en dos tópicos a fin

de llevar a cabo su estudio, a saber:-------------------------------

“… a).- Que el consejo aplicó indebidamente el principio de presunción de inocencia dentro del
proceso instaurado con motivo de la queja, que es la etapa instructiva, cuando dicho principio es
aplicable al momento de imposición e individualización de la sanción, es decir, en el
procedimiento sancionador propiamente dicho.
b).- Que en los informes que rindió el dirigente estatal del Partido Acción Nacional, éste
reconoció diversos hechos que, relacionados con los que, a juicio del inconforme, fueron
admitidos por tres de los militantes del mencionado instituto político –no se señala al  licenciado
Francisco Ricardo Sheffield Padilla-, demuestran la realización de los actos anticipados de
precampaña que se atribuyen a los denunciados.
Afirma el recurrente que esos hechos reconocidos por el dirigente partidista no fueron
considerados por este Consejo General al emitir la resolución combatida, lo que implicó una
inadecuada valoración de las probanzas por no haber concatenado esos hechos con el resto de
las pruebas….”

Ahora bien, si observamos el escrito de agravios

expuesto por el recurrente en el recurso de revocación, en

concreto el agravio segundo, del mismo se desprenden los

puntos analizados por el Consejo General del Instituto

Electoral del Estado de Guanajuato y que fueron expuestos

con antelación, los que fueron debidamente contestados por

dicha autoridad administrativa.-------------------------------------

Es por ello que el impugnante ahora, troca el

contenido específico del agravio del recurso de revocación, al

especificar que el órgano resolutor de primer grado, omitió

mencionar en esencia que el agravio respectivo en el recurso

de revocación consideraba que la incorrecta aplicación del

principio de presunción de inocencia, dentro de la etapa
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instructiva del procedimiento sumario, había derivado en la

merma de los alcances probatorios de los elementos vertidos

al procedimiento. Aseveración que no se encontraba dirigido

en la forma que ahora lo hace valer en el recurso de revisión,

en razón de que su agravio en el recurso de revocación iba

dirigido en esencia a que el principio de presunción de

inocencia no debía aplicarse en éste caso, sino que era propio

del proceso sancionador.---------------------------------------------

En efecto, la intención del impetrante es darle una

trascendencia distinta al contenido de los agravios del punto

segundo del escrito del recurso de revocación, no obstante

que el resolutor del mismo, se aplicó a analizar los agravios

en la forma y planteamiento en que se encontraban

presentados, por lo que resulta intolerable que el recurrente

pretenda en este recurso de revisión hacer la interpretación

del contenido y alcances del agravio segundo del escrito de

revocación, al no especificar en qué consistía la merma de los

posibles alcances probatorio de las actuaciones del

procedimiento, por lo que de ahí, pretenda involucrar al

órgano que resolvió ese recurso en la omisión que dice

incurrió, por ello resulta inoperante el agravio.-----------------

No obstante lo anterior, el Consejo General del

Instituto Electoral del Estado de Guanajuato, observó el

principio de congruencia, analizando el elemento probatorio

que se encontraba aportado en el sumario, abordando el

contenido de todos y cada uno de los agravios del recurso de

revocación, llegando a la conclusión de que las

consideraciones torales del fallo combatido no fueron

controvertidas por el recurrente, pues se tomaron en cuenta

los alcances de las declaraciones de los personajes públicos
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protagonistas del partido acción nacional en los periódicos,

así como la declaración del Director del periódico Correo.------

Razón por la que el órgano primigenio que resolvió el

recurso de revocación arriba a la determinación que en el

informe de dicho diario no tiene ninguna manifestación de la

que pueda inferirse que el director de dicho medio de

comunicación se haya referido al contenido propiamente

dicho de las notas periodísticas que vinculara al Consejo del

Instituto Electoral a estudiar en forma distinta la prueba

documental privada (informe del Correo) en sí misma, así

como en concatenación con el resto del material probatorio y,

por consecuencia, no se observa que los involucrados del

partido acción nacional hayan tenido la intención de llevar a

cabo actos anticipados de precampaña.---------------------------

Por otro lado, contrariamente a lo que señala el

impetrante, a él en el caso en concreto, correspondía haber

demostrado con elementos probatorios los hechos de su

pretensión, en razón de que en el sumario si bien los

personajes públicos del partido acción nacional reconocieron

los informes de las notas periodísticas también manifestaron

que en ningún momento fue con el ánimo de efectuar actos

anticipados de precampaña, circunstancia que negaron de

manera categórica en sus contestaciones y alegatos.------------

Por lo tanto, el que niega no está obligado a probar,

salvo que de su negación se envuelva la afirmación de un

hecho, tal y como lo previene el artículo 322 del Código de

Instituciones y Procedimientos Electorales para el Estado de

Guanajuato, lo que en la especie no sucedió, es decir, los

denunciados negaron rotundamente haber tenido la

intención de realizar actos anticipados de precampaña, por lo

que la carga de probar incumbía al ahora recurrente en
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acreditar en contra, por lo que al no haberlo hecho, de ahí

deviene lo infundado del agravio.-----------------------------------

En este mismo tenor, señala el impetrante que si el

indiciado reconoce hechos que le son imputados, existen

indicios, así como declaraciones de terceros sin interés que

señalaron que los actos controvertidos existieron.---------------

Sin embargo, el impugnante jamás señala qué

hechos reconoce el indiciado, cuáles son los indicios, y

quienes son los terceros sin interés que señalaron que los

actos controvertidos existieron, ya que corresponde a quien

recurre, establecer en sus agravios los argumentos relativos a

la valoración incorrecta de las pruebas, lo que en la especie

no sucede, razón por la cual no se puede llegar a la

aspiración del recurrente, en el sentido de que el susodicho

indiciado debió aportar elementos que desvirtuaran los

indicios, que dice el recurrente, existen.---------------------------

Ahora bien, establece que la confesión de los hechos

por parte de los denunciados son indicios, pero de nueva

cuenta el impúgnate en modo alguno señala el por qué les

otorga la calidad de indicios, máxime se vuelve a reiterar, el

órgano que resolvió en primer grado, tanto en la queja como

en el recurso de revocación analizó y valoró de manera

correcta los hechos narrados, así como las pruebas

aportadas, aunque no en la forma en que lo pretende el

recurrente.--------------------------------------------------------------

Por otra parte, alega el impugnante que las

presunciones de inocencia, exigen que se parta del hecho de

que la carga de la  prueba de la posible responsabilidad o

culpabilidad recaiga en la parte contraria; y si el indiciado

reconoce hechos que le son imputados existen indicios, así

como declaraciones de terceros sin interés que señalaron que
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los actos controvertidos existieron; por lo que refiere, que el

indiciado debió aportar elementos que desvirtuaran esos

indicios que abonaron en su perjuicio, como lo fue la

confesión de los hechos por parte de los denunciados.---------

Esta parte de agravio, resulta de igual manera

infundado, toda vez que de conformidad a lo previsto por el

artículo 322 del Código de Instituciones y Procedimientos

Electorales para el estado de Guanajuato, de acuerdo a lo

manifestado por los personajes involucrados, se desprende de

autos tanto del expediente de la queja como del recurso de

revocación, que los ahora denunciados negaron

categóricamente que hayan realizado actos anticipados de

precampaña, por lo tanto contrario a lo que señala el

impetrante, no estaban obligados a probar su negativa, pues

tampoco se desprende de la misma, que tal manifestación en

sentido negativo, haya envuelto una afirmación expresa de

los hechos que se les imputa.---------------------------------------

Por otro lado, era al recursante, como ya quedó

asentado, a quien le correspondía probar cuales eran los

indicios que –dice- hubieran existido, si el indiciado hubiera

reconocido los hechos que se le imputan, en los términos del

numeral citado, lo que no ocurrió en el caso en estudio.-------

Lo anterior tiene apoyo en los tesis que rezan: --------

“PRUEBAS. El que afirma está obligado a probar; el actor debe probar su acción y el reo sus
excepciones; el que niega no está obligado a probar, sino en los casos en que su negación
envuelva afirmación expresa de un hecho. Así, cuando alguno afirma que aquel a quien
demanda no ha cumplido con la obligación que contrajo en un contrato, esta negación no
envuelve una afirmación expresa de ningún hecho, y la parte demandada es quien tiene la
obligación de probar que si ha cumplido con el contrato; y la sentencia que condene al actor por
no haber probado el hecho negativo en que hizo consistir uno de los elementos de su acción,
constituye inexacta aplicación de las leyes de la prueba.” Visible en la página 731 del Semanario
Judicial de la Federación, Pleno, Materia Civil. Quinta época.

“PRUEBAS. El que afirma está obligado a probar. El actor debe probar su acción y el reo sus
excepciones. El  que  niega no está obligado a probar, sino  en el caso de que su negación
envuelva la afirmación expresa de un hecho. Cuando el actor no probare su acción, será
absuelto el demandado.” Visible en la página 107 del Semanario Judicial de la Federación,
Pleno, Materia Común.
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En el agravio marcado en el punto cinco, arguye el

impugnante, que las apreciaciones de la autoridad resolutora,

resultan erróneas en cuanto a las manifestaciones hechas

por el presidente del partido acción nacional, ya que –arguye-

éste reconoció la autoría de los hechos imputados en las

notas periodísticas y que contrario a lo que señaló la

autoridad electoral en la resolución combatida, no fueron

analizadas todas, sino sólo aquellas que eran únicamente las

tendientes a negar la realización de los llamados actos

anticipados de precampaña.-----------------------------------------

Reconoce además que si bien su partido no

controvirtió los hechos que le tenían por ciertos en su

resolutivo al presidente del partido acción nacional, fue

porque no eran el motivo de la controversia sino que la

misma versaba en el hecho de que faltaron de analizar

hechos admitidos por éste, al haber señalado que realizó

solicitudes de intervención de la comisión electoral de su

partido, a petición de los interesados en obtener la

precandidatura a gobernador; así como los llamados que hizo

a éstos, a respetar la normativa electoral, como el hecho de

que era consciente de lo adelantado de los tiempos

electorales; que tuvo entrevistas con los interesados, tocando

el tema de ser candidatos a Gobernador de Guanajuato; y

que en los eventos participaron militantes del Partido Acción

Nacional, que aduce, son el universo de votantes que pueden

elegir a un candidato, por lo que la autoridad administrativa

electoral, se equivocó al tenerlo por infundado el agravio que

vertió en la resolución que combate, ya que sí eran motivo de

la controversia las confesiones hechas por los denunciados y

en especial, las del presidente del partido acción nacional,

por lo que le causa agravio el considerarlo inoperante.---------
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El agravio en los términos planteados, resulta por

una parte infundado y por otra inoperante, toda vez que

contrario a lo que el impetrante señala, la autoridad

administrativa responsable, a foja 471 del sumario de la

resolución combatida, se aprecia en los párrafos segundo,

tercero y cuarto, que no actuó de manera errónea al valorar

las manifestaciones hechas por el presidente del partido

acción nacional, al establecer que: ---------------------------------

“… Se reitera que incluso los hechos que este órgano resolutor tuvo por admitidos por parte del
dirigente del Partido Acción Nacional, fueron considerados al momento de valorar las pruebas,
llegándose a la conclusión de que, por el contexto en que se dieron las declaraciones del líder
del partido denunciado, no se actualiza la infracción que el denunciante imputó al referido partido
y que, además, tales declaraciones no podían servir para tener por demostrados los hechos
atribuidos a cuatro de sus militantes.

Tales consideraciones torales del fallo combatido –las relativas al contexto en que se dieron las
declaraciones del dirigente del partido denunciado-, no fueron controvertidas por el recurrente,
razón por la que el motivo de inconformidad que se analiza es, además, inoperante.

Por consiguiente, la ausencia de impugnación de esas consideraciones, que fueron esenciales
para arribar a la conclusión de que no se llevaron a cabo los actos anticipados de precampaña
por parte del partido político denunciado y que, en forma  indirecta, sirvieron de sustento para
considerar que no actualiza la imputación que se hizo a los restantes sujetos a procedimiento,
conduce a este Consejo General a dejar intactos esos razonamientos”.

Por otra parte, contrario también a lo manifestado

por el recursante, como se puede apreciar a fojas de la 301 a

la 412 del expediente, el Licenciado Fernando Torres

Graciano al comparecer en su carácter de presidente estatal

del partido acción nacional, en su escrito de tercero

interesado, en ningún momento admitió que haya realizado

solicitudes de intervención de la comisión electoral de su

partido, a petición de los interesados en obtener una

candidatura a Gobernador; circunstancia que tampoco se

llevó a cabo ni en el procedimiento de queja, ni en el del

recurso de revocación, por lo que en esta parte del agravio, el

recurrente vuelve a cambiar el contenido específico del

agravio, lo que hace que sea inoperante, tal y como así
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también lo consideró acertadamente la autoridad

administrativa responsable.-----------------------------------------

Indica el inconforme, que le causa agravio a su

partido, el hecho de que la autoridad resolutora dejó de

pronunciarse sobre el ofrecimiento de la prueba documental

correspondiente a la instrumental de actuaciones ofrecida

como superviniente en su escrito de contestación a la vista

presentado por su partido, pues considera que si bien dicha

probanza se ofreció como documental, su representado pedía

que la autoridad se pronunciara derivado de las mismas

sobre la existencia o no de la confesión de los hechos

imputados a los denunciados; y que se debió tomar en cuenta

que desde el escrito de contestación a la vista se presentó

como el tercer agravio de la revocación que combate, pidiendo

que se analizaran el alcance de las contestaciones rendidas

por los denunciados, en cuanto a que constituían confesiones

y, que a pesar de ello, el Consejo General del Instituto

Electoral del Estado de Guanajuato, no se pronunció, ya que

la naturaleza que es de tipo instrumental, su ofrecimiento

versó en el sentido de que se probaran y abonaran elementos

que demostraran y robustecieran el resto de las pruebas que

apuntaban que se consintieron los llamados actos

anticipados de precampañas, lo cual resultó un agravio para

su representado.-------------------------------------------------------

El agravio es infundado, toda vez que el Consejo

General del Instituto Electoral del Estado de Guanajuato, en

su calidad de autoridad resolutora en el recurso combatido,

sí se pronunció debidamente al estudiar el agravio tercero

hecho valer por el recurrente, tal y como puede verse a fojas

58 del sumario, en donde expresó que:----------------------------
“… Respecto al TERCER AGRAVIO hecho valer por el recurrente, concerniente a que en la
resolución recurrida no se hace ningún pronunciamiento sobre la prueba superveniente por él
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ofrecida en su escrito de contestación a la vista, consistente en la documental de tipo
instrumental de actuaciones, y que no se valoraron las contestaciones rendidas por las
personas sujetas al procedimiento de que se trata, dicho concepto de agravio deviene
infundado.

Sobre el particular, debe decirse que la prueba instrumental de actuaciones no tiene por sí
misma desahogo, sino que se constituye por la totalidad de las pruebas recabadas en un
procedimiento, por lo que, técnicamente, se refiere a la obligación de analizar la totalidad de
las actuaciones realizadas, al resolverse el fondo del asunto. Así, la prueba consistente en la
instrumental de actuaciones, dada su naturaleza, no posee valor probatorio en sí misma, sino
en razón del cúmulo de pruebas que obren en el sumario y que deben ser valoradas
integralmente.

En el caso, el impugnante efectivamente ofreció, en su escrito de contestación a la vista que
le fuera dada mediante auto del trece de abril de dos mil diez, la prueba instrumental de
actuaciones, ofrecimiento al que recayó el auto de veinte de abril del año dos mil diez, en el
que en lo conducente se señaló: “En lo concerniente a las pruebas que ofrece, dígasele que
las mismas obran en el expediente en el que se actúa, por lo que serán tomadas en cuenta,
al igual que la totalidad de las actuaciones, al emitirse la resolución correspondiente".

Así, dicha probanza no ameritó pronunciamiento alguno en la resolución que aquí se
combate, pues, como se advierte, fue admitida, y en su momento las actuaciones obrantes
en el sumario fueron analizadas y tomadas en cuenta para resolver el fondo del asunto.

Sirve de apoyo a lo anterior, aplicada por identidad, la tesis de jurisprudencia emitida por el
Primer Tribunal Colegiado del Séptimo Circuito, del siguiente texto y rubro:

"PRUEBAS, OMISIÓN DE ANÁLISIS DE LAS PRUEBAS PRESUNCIONAL E
INSTRUMENTAL DE ACTUACIONES. Carece de trascendencia jurídica que la junta no
analice expresamente las pruebas presuncional e instrumental de actuaciones, si el estudio
de las mismas se encuentra implícito en el que se hizo de las demás consideradas en el
laudo combatido."

El argumento expresado en la segunda parte del agravio que aquí se analiza, relativo a que
no se valoraron las contestaciones rendidas por las personas sujetas al procedimiento de
que se trata, resulta infundado, pues como se advierte de los considerandos noveno, décimo,
undécimo, duodécimo y décimo tercero, tal valoración sí se realizó, analizándose, en el caso
de cada persona, las contestaciones rendidas y los hechos que de las mismas se
deprendieron.”

Finalmente el representante del partido impetrante,

señala que sobre el cuarto agravio que hizo valer su representado

en su escrito de revocación, en donde sostuvo la autoridad que

resultó parcialmente fundado, en tanto que reconoció que si bien

no adminiculó las notas periodísticas, con las pruebas

relacionados a los ciudadanos Ricardo Torres Origel, José Ángel

Córdova Villalobos y Miguel Márquez Márquez, pero que de

haberlo hecho, en nada hubieran afectado el sentido del fallo, lo

cual le causa perjuicio a su partido, en razón de que si bien las

notas periodísticas no correspondían a hechos directamente

imputables a los denunciados, sí correspondía a otro, como lo fue

al Presidente del Partido Acción Nacional, en donde éste hizo
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referencia a situaciones en las que claramente los tres ciudadanos

mencionados y denunciados sí habían tenido participación y

autoría, situación que puede ser considerada como declaraciones

o testimonios de hechos que pueden ser imputados a los demás

denunciados; y que de haber sido valorados, hubieran abonado a

demostrar los actos imputados a los denunciados. -------------------

Arguye que el hecho de que la autoridad resolutora no

puede hacer suposiciones en un resolutivo de actos u obligaciones

que omitió en la valoración de las probanzas, por lo que incluso

las consideraciones vertidas respecto del cuarto agravio que su

representado hizo valer en el sentido de que de haberse valorado

las probanzas, la similitud de las imputaciones hubiere arrojado el

mismo resultado, deviene en una clara violación al principio de

que todos los actos de autoridad deben estar fundados y

motivados, lo que en el caso no se aplicó, al motivar su resolución

en una mera suposición, motivación que en este caso es

insuficiente o ausente pues un acto de autoridad no puede estar

motivado en suposiciones, máxime cuando se trata de

obligaciones para un juzgador como en este caso actuó el Consejo

General del Instituto Electoral del Estado de Guanajuato, que dice

para conocer la verdad puede como juzgador valerse de cualquier

persona sea parte o tercero, y de cualquier cosa o documento, ya

sea que pertenezca a las partes o a un tercero sin más

limitaciones de que las pruebas estén reconocidas en la ley y

tengan relación inmediata con los hechos controvertidos,

situación que acoge el principio doctrinario de la adquisición de la

prueba o de comunidad de la misma, que consiste en que la

prueba no pertenece a quien la aporta, sino que una vez

introducida legalmente al proceso, debe tenerla en cuenta el

juzgador para aplicar la ley al caso concreto, y que en este caso

quedó claro que la autoridad resolutora no la aplicó.-----------------

Por lo que hace al último agravio, resulta parcialmente

fundado pero inoperante.--------------------------------------------------
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En efecto, como lo señala el recursante, la autoridad

administrativa responsable omitió adminicular las notas

periodísticas identificadas con los números 7 y 8 del considerando

séptimo de la sentencia combatida, pues así lo reconoce en

considerando cuarto de de la misma, de donde se aprecia a fojas

58 del sumario, que: ------------------------------------------------------
“… En efecto, en los considerandos undécimo, duodécimo y decimotercero de la resolución
impugnada, se omitió adminicular las notas periodísticas identificadas con los números 7 y 8
del considerando séptimo del propio fallo, con las pruebas relacionadas con tres de los
ciudadanos denunciados; sin embargo, tal omisión ningún perjuicio generó al inconforme, en
razón de que, en el considerando décimo del fallo combatido, al adminicularse dichas pruebas
con las concernientes a los hechos atribuidos al ciudadano Miguel Márquez Márquez, se
determinó que tales notas periodísticas carecían del alcance probatorio que el denunciante les
pretende dar.

Considerando la similitud entre las imputaciones que el denunciante hizo a cuatro militantes del
Partido Acción Nacional, puede sostenerse que, de haberse llevado a cabo la concatenación
de pruebas omitida por este Consejo General, aun así se hubiera arribado a la misma
conclusión sobre la no demostración de los actos anticipados de precampaña denunciados por
el aquí recurrente….”

Sin embargo, cabe señalar que esta Sala al efectuar un

análisis comparativo de las notas periodísticas, de la contestación

y alegatos de los terceros interesados, mismas a las que se les

otorga el valor probatorio que establece el artículo 320 del Código

de Instituciones y Procedimientos Electorales para el Estado de

Guanajuato; si bien se desprende el reconocimiento del contenido

de dichas notas periodísticas por parte de éstos últimos, resulta

inconcuso que al adminicularlas unas con otras, se desprende de

manera indubitable que sostuvieron que en ningún momento esas

declaraciones fueron vertidas con el ánimo de efectuar actos

anticipados de precampaña, lo que se ha hecho referencia en

diversas motivaciones establecidas en párrafos que preceden de la

presente resolución, de ahí lo inoperante de su punto de disenso. -

Es por lo que, dichas documentales privadas no se

encuentran fortalecidas con otros elementos de prueba que obran

en el expediente; ni de los hechos afirmados, la verdad conocida y

el sano raciocinio de la relación que guardan entre sí, se puede

llegar a la determinación que pretende el impugnante, pues se

insiste, dichas declaraciones no traen consigo la afirmación
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categórica en el sentido de que la actividad de los denunciados fue

con la voluntad de llevar actos de precampaña, razón por la cual a

dichas documentales privadas de manera alguna se les debe

considerar como documentos que tengan el valor de prueba

plena.-----------------------------------------------------------------------

Abona a lo ya señalado lo expuesto con antelación, por el

propio dirigente estatal del Partido Acción Nacional, quien aseveró

incontrovertiblemente que su intención nunca fue en llevar actos

previos de precampaña. Así mismo se encuentra la declaración del

Director del Periódico Correo quien señaló que como parte del

quehacer periodístico de ese medio de comunicación, se dio

cobertura a los eventos referidos en las notas periodísticas, por

tratarse de hechos generadores de noticia de interés popular, al

intervenir en ellos personajes que desempeñan cargos públicos; y

que la publicación de la notas fue absoluta responsabilidad de ese

medio de comunicación, sin que hayan sido ordenadas por

ninguno de los que aparecen, por sí o por intermedio de

personas.--------------------------------------------------------------------

Ahora bien, no pasa inadvertido que en el agravio

expuesto por el impugnante, como ya también quedó puntualizado

en otros agravios, no señala cómo debieron de haberse valorado

las notas periodísticas con las declaraciones de los denunciados,

Fernando Torres Graciano, Ricardo Torres Origel, José Ángel

Córdova Villalobos, Francisco Ricardo Sheffield Padilla y Miguel

Márquez Márquez, y las aseveraciones del dirigente del Partido

Acción Nacional, ejercicio que en agravio debió de realizar el

recurrente, a fin de llegar a la conclusión de que las actividades de

los involucrados consistían en actos previos de precampaña.-------

Tomando como base lo anteriormente sostenido resulta

que de manera alguna se ha vulnerado el principio de adquisición

de la prueba, puesto que este órgano resolutor ya ha hecho el

análisis de los elementos probatorios que señala el impugnante

dejaron de tomarse en consideración.-----------------------------------
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En esta tesitura, contrario a lo que asevera el recurrente,

la resolución se encuentra debidamente fundada y motivada,

colmándose la garantía de legalidad que establece un principio

general obligatorio para todas las materias del ámbito jurídico,

que incluye, desde luego, los actos administrativos y

jurisdiccionales de las autoridades federales o locales. --------------

Ahora bien, el imperativo constitucional señalado, se

cumple con la presencia de los siguientes requisitos, los cuales

fueron cumplidos en la presente resolución: ---------------------------

La fundamentación, al expresarse con exactitud el o los preceptos

legales aplicables al caso sometido a la potestad de la autoridad

resolutora. ----------------------------------------------------------------

a) La motivación, al señalar las circunstancias especiales,

razones particulares o causas inmediatas que se hayan

considerado para la emisión del acto o fallo; y -------------------------

b) La relación inescindible entre la fundamentación y la

motivación, con la armonía entre las normas aplicables al caso

concreto y las razones o argumentos aducidos.------------------------

De lo anterior se colige, que con los fallos que pronuncien las

autoridades jurisdiccionales o administrativas, en el caso de la

materia electoral, deben contener entre otros requisitos los

fundamentos legales y los razonamientos lógico jurídicos que

sirvan de base para su resolución; siendo esta, entendida como un

acto jurídico completo y no en una de sus partes, lo que debe

estar fundada y motivada; por lo que, derivado de ello, no existe

obligación para dichas autoridades el hacerlo en cada uno de los

considerandos en que, por razones de método, se divide una

sentencia.------------------------------------------------------------------

Soporta lo anterior, el criterio Jurisprudencial emitido

por la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la

Federación, visible en la páginas 105 a 106 de la Compilación

Oficial de Jurisprudencia y Tesis Relevantes 1997-2002,

identificada como tesis S3ELJ 05/2002, cuyo texto reza:------------
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“FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. SE CUMPLE SI EN CUALQUIER PARTE DE LA
RESOLUCIÓN SE EXPRESAN LAS RAZONES Y FUNDAMENTOS QUE LA SUSTENTAN
(LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE AGUASCALIENTES Y SIMILARES).- Conforme se
dispone en el artículo 28, fracción IV, de la Ley del Sistema de Medios de Impugnación en
Materia Electoral del Estado de Aguascalientes, los acuerdos, resoluciones o sentencias que
pronuncien el Consejo General del Instituto Electoral del Estado, los consejos distritales y
municipales, así como el tribunal local electoral deben contener, entre otros requisitos, los
fundamentos jurídicos y razonamientos lógico-jurídicos que sirvan de base para la resolución o
sentencia, de lo que se deduce que es la sentencia, resolución o acuerdo, entendido como un
acto jurídico completo y no en una de sus partes, lo que debe estar debidamente fundado y
motivado, por lo que no existe obligación para la autoridad jurisdiccional de fundar y motivar
cada uno de los considerandos en que, por razones metodológicas, divide una sentencia o
resolución, sino que las resoluciones o sentencias deben ser consideradas como una unidad y,
en ese tenor, para que cumplan con las exigencias constitucionales y legales de la debida
fundamentación y motivación, basta que a lo largo de la misma se expresen las razones y
motivos que conducen a la autoridad emisora a adoptar determinada solución jurídica a un
caso sometido a su competencia o jurisdicción y que señale con precisión los preceptos
constitucionales y legales que sustenten la determinación que adopta.”

En consecuencia, lo procedente es confirmar  la

resolución de fecha  treinta de junio del año  dos mil diez, emitida

por el Consejo General del Instituto Electoral del Estado de

Guanajuato, dentro del Recurso de Revocación, expediente

001/RR/2010.--------------------------------------------------------------

Por lo anteriormente expuesto y fundado, y con apoyo

además en lo dispuesto por los artículos 116, fracción IV de la

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 31 de la

Constitución Política para el Estado de Guanajuato; 286, 287,

288, 289, 298, 300, 301, 307, 308, 317, 327, 328, 335 y 352 bis

del Código de Instituciones y Procedimientos Electorales para el

Estado de Guanajuato; así como los numerales 19, 21, fracción

III, 88 y 89 del Reglamento Interior del Tribunal Electoral del

Estado de Guanajuato; esta Sala ----------------------------------------

R E S U E L V E:

PRIMERO.- Esta Sala del Tribunal Electoral del Estado

de Guanajuato, resultó competente para conocer y resolver el

presente recurso de revisión, interpuesto por el partido político de

la Revolución Democrática.------------------------------------------------

SEGUNDO.- Se declaran inoperantes los agravios hechos

valer por el Partido Político de la Revolución Democrática, de

acuerdo a lo expresado en el considerando SÉPTIMO de la

presente resolución.---------------------------------------------------------
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TERCERO.- En consecuencia, se CONFIRMA la

resolución de fecha  treinta de junio  del año en curso,

pronunciada dentro del Recurso de revocación 001/RR/2010.-----

CUARTO.- Notifíquese la presente resolución de manera

personal al partido político recurrente y a los terceros interesados,

en los domicilios que para tal efecto designaron en esta ciudad

capital; por oficio a la autoridad administrativa responsable,

Consejo General del Instituto Electoral del Estado de Guanajuato,

a través de su Presidente; y por estrados a cualquier otra persona

con interés en la presente instancia, adjuntándose en todos los

supuestos copia certificada de la presente resolución.----------------

Así lo proveyó y firma el Ciudadano Licenciado Héctor

René García Ruiz, Magistrado Propietario que integra la Cuarta

Sala Unitaria del Tribunal Electoral del Estado de Guanajuato,

que actúa legalmente con Secretario, Licenciado Julio César

Moreno Navarro.- Doy Fe. -----------------------------------------------

----------------------------------------DOS FIRMAS ILEGIBLES---------------------------------

EL SUSCRITO, LICENCIADO JULIO CÉSAR MORENO NAVARRO, SECRETARIO DE
LA CUARTA SALA UNITARIA DEL TRIBUNAL ELECTORAL DEL ESTADO DE
GUANAJUATO; -----------------------------------------------------------------------------------------------
------------------------------------------------- C E R T I F I C A : -----------------------------------------

Que la presente copia, en cincuenta y dos fojas útiles por ambos lados,
debidamente cotejadas y selladas, corresponden íntegramente a la resolución de fecha
nueve de agosto de dos mil diez, dictada por la Cuarta Sala Unitaria del Tribunal
Electoral, del Estado de Guanajuato cuyo original obra en el expediente 01/2010-IV,
integrado con motivo del recurso de revisión interpuesto por el ciudadano Agustín
Miguel Alonso Raya, Presidente del Secretariado Estatal del Partido de la Revolución
Democrática ante el Consejo General del Instituto Electoral del Estado de Guanajuato.

Lo que certifico en ejercicio de las facultades previstas en el artículo 26,
fracción X, del Reglamento Interior del Tribunal Electoral del Estado de Guanajuato y
en cumplimiento de lo ordenado en el propio auto.- Doy fe.----------------------------------

Guanajuato, Guanajuato, a nueve de agosto de dos mil diez.-----------------------

Lic. Julio César Moreno Navarro.

Secretario de la Cuarta Sala Unitaria del Tribunal Electoral del Estado de
Guanajuato.


